
PRESENTACIÓN

LOS NIÑOS Y SUS DERECHOS EN EL SISTEMA 
INTERAMERICANO Y DE LAS NACIONES UNIDAS

Son muchas las razones por las cuales se prioriza a los 
niños en el universo de los derechos humanos, tan-
to dentro del sistema internacional de las Naciones 
Unidas como en la región latinoamericana de la que 
somos parte. Algunas de esas prioridades tienen el 
valor agregado de involucrar no sólo al niño en par-
ticular, sino también al conjunto familiar y social del 
cual el niño forma parte.

Cuando las estadísticas informan que la mitad de los 
niños en nuestra América son pobres o dicho de otro 
modo, que la mitad de los pobres son niños, se está 
reconociendo que la población que registra como 
económica o socialmente más desfavorecida, es la 
que construye las familias más numerosas. En conse-
cuencia, la promoción de esas familias va de la mano 
con la misión estatal de dar vigencia a los derechos 
humanos de los niños.

La AUH ha sido el instrumento legal puesto en mar-
cha por el Estado Nacional en el marco de la vigencia 
y expansión de los derechos humanos, logrando así 
que nuestra treintañera democracia a partir de ese 
impulso oficial resignifique cuantitativa y cualitativa-
mente el derecho a la justicia social favoreciendo su 
acceso a una franja importante de nuestro pueblo. Y 
es también una fuerte apuesta al futuro a partir de 
cuidar y garantizarle derechos a los actuales argenti-
nitos y sus familias.

Este Suplemento que acompaña la publicación tri-
mestral de PensarJusBaires, no incluye la normativa 
nacional, ni tampoco la porteña, pero en ambos casos 

enumera las leyes vigentes por su título y número 
para facilitar su búsqueda en el sistema digital.

PensarJusBaires ha priorizado recoger los textos 
contemporáneos de ONU y del sistema latinoame-
ricano del que somos parte, porque no suelen estar 
accesibles ni son habitualmente conocidos por los co-
legas o los operadores del sistema judicial.

Intentamos así cooperar con nuestro foro porteño y 
con los estudiantes de derecho, porque en los temas 
de derechos humanos es necesario poder abarcar en 
sincronía los tres círculos concéntricos del derecho 
que nos rige: el supranacional, el nacional y el local. 
Es sencillo mantenerse actualizado en la normativa 
nacional y local. Desde 1992, año del importante fallo 
“Ekmekdjian” de nuestra Corte Suprema de Justicia 
Nacional, todos sabemos que no pueden desconocer-
se las normas de los tratados internacionales que el 
país ha ratificado y mucho menos alegar una norma 
interna para incumplir un tratado o una convención. 

Y más aún, actualmente el corpus iuris de los dere-
chos humanos, incluye además de los instrumentos 
firmados por los Estados, las pautas de interpretación 
con las cuales la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos fundamenta sus sentencias. 

Todo ello nos ha llevado a compilar los instrumen-
tos internacionales relacionados con los Derechos del 
Niño y así facilitar el desempeño idóneo del sistema 
judicial. 

JUAN MANUEL OLMOS 
Presidente del Consejo de la Magistratura de la Ciudad



2pensarjusbaires 
SEPTIEMBRE 2015

PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES



3 Los niños y sus derechos en el 
sistema interamericano y de las 

Naciones Unidas   
suplemento especial

pensarjusbaires    Nº 5. SEP. 2015

Los niños y sus derechos
EN EL SISTEMA INTERAMERICANO

Y DE LAS NACIONES UNIDAS



EL PROCESO DE VISIBILIZACIÓN DEL NIÑO EN 
LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 

NORIS PIGNATA*

La idea de realizar el recorrido de los derechos ins-
trumentalizados en el sistema universal y regional 
de Derechos Humanos, destinados a los niños y la 
protección de sus derechos, me obligó a pensar sobre 
las razones de la Humanidad de encarar con decisión 
sostenida la protección de los derechos humanos.

A partir de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, se comenzó a transitar un camino que 
se puede seguir a través de los documentos inter-
nacionales, quizá como una reacción propia de la 
conciencia acerca de la finitud de la vida humana al 
desnudo como resultado de las dos grandes guerras 
mundiales.

La Asamblea General de las Naciones Unidas por 
unanimidad de sus miembros el 20 de noviembre 
de 1959 aprueba la Declaración de los Derechos del 
Niño, como preludio de un texto convencional. Esta 
aceptación es incluso previa a la aprobación de los 
dos pactos internacionales que reconocen los dere-
chos humanos teniendo como objetivo a la persona 
humana sin distinción de ningún tipo. 

La situación de los niños siempre ha sido una preocu-
pación de los adultos, tanto pensando desde su bien-
estar, como desde su control, ya sea porque se con-
sidera necesario que a un niño se lo proteja frente a 
determinadas situaciones que pueden poner en peli-
gro su integridad personal o su vida, como cuando los 

* Asesora Tutelar de la Cámara Penal, Contravencional y de Faltas de la CABA. Anteriormente ocupó diversos cargos en el Consejo de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y en la Dirección General de Niñez de la CABA. 
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mismos se enfrentan ante una sociedad soliviantada 
que le pide cuentas como si se tratara de un adulto. 

No ha sido, y no es fácil pensar en un niño despo-
jándose de todos los prejuicios y condicionamientos 
históricos culturales que nos atraviesan a los adultos, 
no solamente a quienes tenemos la responsabilidad 
de tomar decisiones que afectan a terceros, sino tam-
bién a aquellos que están a cargo de la crianza, del 
cuidado, o de quienes deben diseñar respuestas es-
tatales que teniendo como paraguas las normas con-
vencionales, puedan hacer en el cotidiano diario de la 
vida de un niño el efectivo respeto por sus derechos. 

Los adultos sin importar formación o lugar en rela-
ción con los niños, nos sentimos en condiciones de 
decir por ellos lo que pensamos es mejor para su vida, 
pero en el otro extremo de la realidad muchas veces 
somos quienes más daño les provocamos. 

El derecho convencional intenta organizar un sis-
tema complejo de protección de los intereses de los 
niños, en primer lugar en relación al Estado quien 
los reconoce como sujeto de derecho autónomos, y 
para ello se posiciona como garante de estándares 
mínimos obligándose a acciones positivas, y limitan-
do el poder de quienes están a cargo de su crianza, 
resaltando la obligación de ocuparse de su desarrollo 
integral.

La intervención Estatal abarca el ámbito de lo públi-
co, políticas públicas destinadas a garantizar dere-
chos fundamentales, y lo privado, la responsabilidad 
parental y las obligaciones de cuidado; tanto en el 
ámbito del derecho civil, regímenes de visitas, res-
petar su centro de vida, impedir injerencias ilegales 
o arbitrarias que violen los acuerdos, en espacial el 
abordaje de los diferentes conflictos que se suscitan 
en el derecho de familia. En el ámbito penal aborda 
realidades diversas donde los niños pueden ser vícti-
mas o victimarios.

Las relaciones de poder a las cuales están sometidos 
los niños, son la principal preocupación de los instru-
mentos internacionales, tanto en el ámbito del dere-
cho laboral, como en las relaciones intrafamiliares, o 
respecto a la comunidad en general, se levantan espe-
ciales muros de protección y prevención para evitar 
la explotación de los niños desde el trabajo hasta la 
utilización de su cuerpo como mercancía, o la par-
ticipación en acciones delictivas de las cuales lucran 
los adultos. 

El Estado es responsable de generar acciones pre-
ventivas tendientes a disminuir los riesgos probables 
en los cuales puedan verse involucrados los niños, 
pero también es responsable de detener las acciones 
ya existentes, de evitar la impunidad, y de velar por 
la reparación amplia de los daños personales como 
materiales que se le hayan podido ocasionar al niño, 
con especial énfasis en tener en cuenta el proyecto de 
vida, o sus posibilidades frustradas de vivir una vida 
digna de ser vivida.2 

Para el final dejo la visión de los niños que considero 
grave pero menos importante, aun cuando los me-
dios y los políticos la consideren un tema central de 
su campaña, y es la que se refiere a los niños como 
victimarios. 

La realidad nos muestra terroríficamente que los ni-
ños son prioritariamente víctimas de las decisiones 
de los adultos, de las políticas que los discriminan, de 
las culturas que los someten, de las guerras que los 
eliminan. Cuando los niños ocupan la escena desde 
su calidad de victimarios, sus roles son mínimos res-
pecto de la violencia a la cual se encuentran expues-
tos, y la respuesta estatal generalmente no está a la 
altura de las circunstancias y las necesidades. 

Por ello el sistema internacional sobre este tema hace 
fuerte hincapié en la necesidad de brindar una res-
puesta que no sea exclusivamente penal, sino que 

2. Opinión Consultiva 17/2002 – CIDH y Sentencia en el caso Niños de la Calle (Villagrán Morales y otros versus Guatemala, del 
19.11.1999) Voto del Juez A.A. Cançado Trindade. 
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tenga en cuenta la condición de sujeto en desarrollo 
respecto de la cual la sociedad en general todavía tie-
ne pendientes obligaciones que impactarán directa-
mente en el proyecto de vida digna que les correspon-
de y al que todos debiéramos aspirar. 

El universo de niños que violentan el mandato legal 
y participa en acciones tipificadas como delito es ín-
fimo en relación con el universo de victimas niños 
en las mismas circunstancias; las garantías que se 
prevén en las normas para la respuesta estatal, son 
la única forma para que las personas, en especial 

quienes pertenecen a comunidades vulnerables, pue-
dan acceder a la justicia en condiciones de igualdad, 
haciendo de este un acto de reparación en sí mismo 
respecto de su dignidad humana. 

Ser niño, es una etapa en el camino de la persona hu-
mana. El niño debe ser considerado con el máximo 
de los respetos, aún cuando necesita de apoyos y cui-
dados, los mismos no pueden arrasar con la esencia 
de su calidad como sujeto de derechos. 



CONVENCIÓN AMERICANA  
DE DERECHOS HUMANOS (1969)

Conocida como PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA 
Ratificada por Argentina por ley 23054 de 1984

NOTA IMPORTANTE: Los siguientes artículos que se transcriben son los que se refieren específicamente a los niños. Deben tenerse en 
cuenta los demás artículos de la Convención cuando refieren que “toda persona tiene derecho a…” y en tales casos se da a los niños 
por incluídos. Por ejemplo:

Artículo 3. Derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica:

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica.

Artículo 4. Derecho a la Vida

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
vida.   Este derecho estará protegido por la ley y, 
en general, a partir del momento de la concepción.  
Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben 
ser separados de los adultos y llevados ante tribu-
nales especializados, con la mayor celeridad posible, 
para su tratamiento.

Articulo 12. Libertad de conciencia y de 
religión

4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho 
a que sus hijos o pupilos reciban la educación reli-
giosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones.

Artículo 17.  Protección a la Familia

4. Los Estados Partes deben tomar medidas apro-
piadas para asegurar la igualdad de derechos y la 

adecuada equivalencia de responsabilidades de los 
cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matri-
monio y en caso de disolución del mismo.  En caso de 
disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren 
la protección necesaria de los hijos, sobre la base úni-
ca del interés y conveniencia de ellos.

5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los 
hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos 
dentro del mismo.

Artículo 18. Derecho al Nombre

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a 
los apellidos de sus padres o al de uno de ellos.   La 
ley reglamentará la forma de asegurar este derecho 
para todos, mediante nombres supuestos, si fuere 
necesario.

Artículo 19. Derechos del Niño

 Todo niño tiene derecho a las medidas de protección 
que su condición de menor requieren por parte de su 
familia, de la sociedad y del Estado.
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DECLARACIÓN UNIVERSAL 
POR LOS DERECHOS DEL NIÑO 

(1959)

Preámbulo

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas 
han reafirmado en la carta su fe en los derechos fun-
damentales del hombre y en la dignidad y el valor de 
la persona humana y su determinación de promover 
el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de 
un concepto más amplio de libertar,

Considerando que las Naciones Unidas han pro-
clamado en la declaración Universal de Derechos 
Humanos que toda persona tiene todos los derechos 
y libertades enunciados en ella, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión políti-
ca o de cualquier otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición,

Considerando que la necesidad de esta protección es-
pecial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra 
de 1924 sobre los Derechos del Niño y reconocida por 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
en los convenios constitutivos de los organismos es-
pecializados y de las organizaciones internacionales 
que se interesan en el bienestar del niño,

Considerando que la humanidad debe al niño lo me-
jor que puede darle,

La Asamblea General

Proclama la presente  Declaración de Derechos del 
Niño, a fin de que éste pueda tener una infancia feliz 

y gozar, en su propio bien y en bien de la sociedad, 
de los derechos y libertades que en ella se enuncian 
e insta a los padres, a los hombres y mujeres indivi-
dualmente y a las organizaciones particulares, auto-
ridades locales y gobiernos nacionales a que reconoz-
can esos derechos y que luchen para su observancia 
con medidas legislativas y de otra índole, adoptadas 
progresivamente en conformidad con los siguientes 
principios:

Principio I 

El niño disfrutará de todos los derechos enunciados 
en esta declaración.

Estos derechos serán reconocidos a todos los niños 
sin excepción alguna, ni distinción ni discriminación 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento u otra con-
dición, ya sea del propio niño o de su familia.

Principio II

El niño gozará de una protección especial y dispon-
drá de oportunidades y servicios, dispensado todo 
ello por la ley y por otros medios, para que pueda de-
sarrollarse física, mental, moral, espiritual y social-
mente en forma saludable y normal, así como en con-
diciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes 



9 Los niños y sus derechos en el 
sistema interamericano y de las 

Naciones Unidas   
suplemento especial

con este fin, la consideración fundamental a la que se 
atendrá será el interés superior del niño.

Principio III

El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nom-
bre y a una nacionalidad.

Principio IV

El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad 
social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse con 
buena salud; con este fin deberá proporcionarse, tan-
to a él como a su madre, cuidados especiales, incluso 
atención prenatal y posnatal. El niño tendrá derecho 
a disfrutar de alimentación, vivienda y recreo y servi-
cios médicos adecuados.

Principio V

El niño física o mentalmente impedido o que sufra al-
gún impedimento social debe recibir el tratamiento, 
la educación y los cuidados especiales que requiere 
su caso particular.

Principio VI

El niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad, necesita amor y comprensión. Siempre 
que sea posible, deberá crecer al amparo y responsa-
bilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambien-
te de afecto y de seguridad moral y material; salvo 
circunstancias excepcionales, no deberá separarse 
al niño de corta edad de su madre. La sociedad y las 
autoridades públicas tendrán la obligación de cuidar 
especialmente a los niños sin familia o que carezcan 
de medios adecuados de subsistencia. Para el man-
tenimiento de hijos de familias numerosas conviene 
conceder subsidios estatales o de otra índole.

Principio VII

El niño tiene derecho a recibir educación, que será 
gratuita y obligatoria por lo menos en las etapas ele-
mentales. Se le dará una educación que favorezca 
su cultura general y le permita, en condiciones de 

igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes 
y su juicio individual, su sentido de responsabilidad 
moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la 
sociedad.

El interés superior del niño debe ser el principio rec-
tor de quienes tiene la responsabilidad de su educa-
ción y orientación; dicha responsabilidad incumbe 
en primer termino a los padres. 

El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recrea-
ciones, los cuales deberán estar orientados a los fines 
perseguidos por la educación; la sociedad y las auto-
ridades públicas se esforzarán por promover el goce 
de ese derecho.

Principio VIII

El niño debe en todas circunstancias, figurar entre los 
primeros que reciben protección y socorro.

Principio IX

El niño debe ser protegido contra toda forma de 
abandono, crueldad y explotación. No será objeto de 
ninguna trata.

No deberá permitirse al niño trabajar antes de una 
edad mínima adecuada; en ningún caso se le dedi-
cará ni se le permitirá que se dedique a ocupación o 
empleo alguno que pueda perjudicar su salud o su 
educación, o impedir su desarrollo físico, mental o 
moral.

Principio X

El niño deberá ser protegido contra todas las prác-
ticas que puedan fomentar la discriminación racial, 
religiosa o de cualquier otra índole. Debe ser educado 
en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad 
entre los pueblos, paz, fraternidad universal, y con 
plena conciencia de que debe consagrar sus energías 
y aptitudes al servicio de sus semejantes.



PACTO DERECHOS ECONÓMICOS,  
SOCIALES Y CULTURALES (1966) 

RATIFICADO POR ARGENTINA  Ley 23.313 de 1986 

NOTA IMPORTANTE: Los artículos que se transcriben son los que en forma específica conciernen a los niños.

Artículo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
que:

1. 	 Se debe conceder a la familia, que es el elemen-
to natural y fundamental de la sociedad, la más 
amplia protección y asistencia posibles, especial-
mente para su constitución y mientras sea res-
ponsable del cuidado y la educación de los hijos 
a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el 
libre consentimiento de los futuros cónyuges.

2. 	Se debe conceder especial protección a las ma-
dres durante un período de tiempo razonable 
antes y después del parto. Durante dicho perío-
do, a las madres que trabajen se les debe conce-
der licencia con remuneración o con prestacio-
nes adecuadas de seguridad social.

3. 	Se deben adoptar medidas especiales de protec-
ción y asistencia en favor de todos los niños y 
adolescentes, sin discriminación alguna por ra-
zón de filiación o cualquier otra condición. Debe 
protegerse a los niños y adolescentes contra la 
explotación económica y social. Su empleo en 
trabajos nocivos para su moral y salud, o en los 
cuales peligre su vida o se corra el riesgo de per-
judicar su desarrollo normal, será sancionado 
por la ley. Los Estados deben establecer también 
límites de edad por debajo de los cuales quede 
prohibido y sancionado por la ley el empleo a 
sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 12

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reco-
nocen el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental.

2.	 Entre las medidas que deberán adoptar los 
Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la 
plena efectividad de este derecho, figurarán las 
necesarias para:

a) 	La reducción de la mortinatalidad y de la morta-
lidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) 	El mejoramiento en todos sus aspectos de la hi-
giene del trabajo y del medio ambiente;

c) 	La prevención y el tratamiento de las enferme-
dades epidémicas, endémicas, profesionales y de 
otra índole, y la lucha contra ellas;

d) 	La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad.

Artículo 13

1. 	 Los Estados Partes en el presente Pacto recono-
cen el derecho de toda persona a la educación. 
Convienen en que la educación debe orientarse 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad hu-
mana y del sentido de su dignidad, y debe forta-
lecer el respeto por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Convienen asimismo 
en que la educación debe capacitar a todas las 
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personas para participar efectivamente en una 
sociedad libre, favorecer la comprensión, la to-
lerancia y la amistad entre todas las naciones y 
entre todos los grupos raciales, étnicos o religio-
sos, y promover las actividades de las Naciones 
Unidas en pro del mantenimiento de la paz.

2. 	Los Estados Partes en el presente Pacto recono-
cen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de 
este derecho:

a) 	La enseñanza primaria debe ser obligatoria y 
asequible a todos gratuitamente;

b) 	La enseñanza secundaria, en sus diferentes for-
mas, incluso la enseñanza secundaria técnica y 
profesional, debe ser generalizada y hacerse ac-
cesible a todos, por cuantos medios sean apro-
piados, y en particular por la implantación pro-
gresiva de la enseñanza gratuita;

c) 	La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad 
de cada uno, por cuantos medios sean apropia-
dos, y en particular por la implantación progre-
siva de la enseñanza gratuita;

d) 	Debe fomentarse o intensificarse, en la medida 
de lo posible, la educación fundamental para 

aquellas personas que no hayan recibido o termi-
nado el ciclo completo de instrucción primaria;

e) 	Se debe proseguir activamente el desarrollo del 
sistema escolar en todos los ciclos de la enseñan-
za, implantar un sistema adecuado de becas, y 
mejorar continuamente las condiciones materia-
les del cuerpo docente.

3. 	Los Estados Partes en el presente Pacto se com-
prometen a respetar la libertad de los padres y, 
en su caso, de los tutores legales, de escoger para 
sus hijos o pupilos escuelas distintas de las crea-
das por las autoridades públicas, siempre que 
aquéllas satisfagan las normas mínimas que el 
Estado prescriba o apruebe en materia de ense-
ñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban 
la educación religiosa o moral que esté de acuer-
do con sus propias convicciones.

4. 	Nada de lo dispuesto en este artículo se interpre-
tará como una restricción de la libertad de los 
particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que 
se respeten los principios enunciados en el pá-
rrafo 1 y de que la educación dada en esas ins-
tituciones se ajuste a las normas mínimas que 
prescriba el Estado.



CONVENCIÓN SOBRE LOS  
DERECHOS DEL NIÑO (1989)

RATIFICACIÓN ARGENTINA por Ley 23.849 de 1990 con reservas

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que, de conformidad con los princi-
pios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, 
la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en 
el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miem-
bros de la familia humana,

…

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de 
las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo 
para la protección y el desarrollo armonioso del niño,

Reconociendo la importancia de la cooperación in-
ternacional para el mejoramiento de las condiciones 
de vida de los niños en todos los países, en particular 
en los países en desarrollo,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se en-
tiende por niño todo ser humano menor de dieciocho 

años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

Artículo 2

1. 	 Los Estados Partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegu-
rarán su aplicación a cada niño sujeto a su ju-
risdicción, sin distinción alguna, independiente-
mente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el 
origen nacional, étnico o social, la posición eco-
nómica, los impedimentos físicos, el nacimiento 
o cualquier otra condición del niño, de sus pa-
dres o de sus representantes legales.

2. 	Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para garantizar que el niño se vea 
protegido contra toda forma de discriminación 
o castigo por causa de la condición, las activida-
des, las opiniones expresadas o las creencias de 
sus padres, o sus tutores o de sus familiares.

Artículo 3

1. 	 En todas las medidas concernientes a los niños 
que tomen las instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, los tribunales, las autorida-
des administrativas o los órganos legislativos, 
una consideración primordial a que se atenderá 
será el interés superior del niño.
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2.	 Los Estados Partes se comprometen a asegurar 
al niño la protección y el cuidado que sean nece-
sarios para su bienestar, teniendo en cuenta los 
derechos y deberes de sus padres, tutores u otras 
personas responsables de él ante la ley y, con ese 
fin, tomarán todas las medidas legislativas y ad-
ministrativas adecuadas.

3.	 Los Estados Partes se asegurarán de que las ins-
tituciones, servicios y establecimientos encar-
gados del cuidado o la protección de los niños 
cumplan las normas establecidas por las auto-
ridades competentes, especialmente en materia 
de seguridad, sanidad, número y competencia de 
su personal, así como en relación con la existen-
cia de una supervisión adecuada.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas ad-
ministrativas, legislativas y de otra índole para dar 
efectividad a los derechos reconocidos en la presente 
Convención. En lo que respecta a los derechos econó-
micos, sociales y culturales, los Estados Partes adop-
tarán esas medidas hasta el máximo de los recursos 
de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del 
marco de la cooperación internacional.

Artículo 5

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, 
los derechos y los deberes de los padres o, en su caso, 
de los miembros de la familia ampliada o de la co-
munidad, según establezca la costumbre local, de los 
tutores u otras personas encargadas legalmente del 
niño de impartirle, en consonancia con la evolución 
de sus facultades, dirección y orientación apropiadas 
para que el niño ejerza los derechos reconocidos en la 
presente Convención.

Artículo 6

1. 	 Los Estados Partes reconocen que todo niño tie-
ne el derecho intrínseco a la vida.

2. 	Los Estados Partes garantizarán en la máxima 
medida posible la supervivencia y el desarrollo 
del niño.

Artículo 7

1. 	 El niño será inscripto inmediatamente después 
de su nacimiento y tendrá derecho desde que 
nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad 
y, en la medida de lo posible, a conocer a sus pa-
dres y a ser cuidado por ellos.

2. 	Los Estados Partes velarán por la aplicación de 
estos derechos de conformidad con su legislación 
nacional y las obligaciones que hayan contraído 
en virtud de los instrumentos internacionales 
pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el 
niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8

1. 	 Los Estados Partes se comprometen a respetar, 
el derecho del niño a preservar su identidad, 
incluidos la nacionalidad, el nombre y las rela-
ciones familiares de conformidad con la ley sin 
injerencias ilícitas.

2. 	Cuando un niño sea privado ilegalmente de al-
gunos de los elementos de su identidad o de to-
dos ellos, los Estados Partes deberán prestar la 
asistencia y protección apropiadas con miras a 
restablecer rápidamente su identidad.

Artículo 9

1. 	 Los Estados Partes velarán por que el niño no 
sea separado de sus padres contra la voluntad de 
éstos, excepto cuando, a reserva de revisión ju-
dicial, las autoridades competentes determinen, 
de conformidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria en 
el interés superior del niño. Tal determinación 
puede ser necesaria en casos particulares, por 
ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto 
de maltrato o descuido por parte de sus padres o 
cuando éstos viven separados y debe adoptarse 
una decisión acerca del lugar de residencia del 
niño.

2. 	En cualquier procedimiento entablado de con-
formidad con el párrafo 1 del presente artícu-
lo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la 
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oportunidad de participar en él y de dar a cono-
cer sus opiniones.

3. 	Los Estados Partes respetarán el derecho del 
niño que esté separado de uno o de ambos pa-
dres a mantener relaciones personales y contac-
to directo con ambos padres de modo regular, 
salvo si ello es contrario al interés superior del 
niño.

4. 	Cuando esa separación sea resultado de una me-
dida adoptada por un Estado Parte, como la de-
tención, el encarcelamiento, el exilio, la depor-
tación o la muerte (incluido el fallecimiento de-
bido a cualquier causa mientras la persona esté 
bajo la custodia del Estado ) de uno de los padres 
del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte 
proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al 
niño o, si procede, a otro familiar, información 
básica acerca del paradero del familiar o fami-
liares ausentes, a no ser que ello resultase per 
judicial para el bienestar del niño. Los Estados 
Partes se cerciorarán, además, de que la presen-
tación de tal petición no entrañe por sí misma 
consecuencias desfavorables para la persona o 
personas interesadas.

Artículo 10

1. 	 De conformidad con la obligación que incumbe 
a los Estados Partes a tenor de lo dispuesto en 
el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha 
por un niño o por sus padres para entrar en un 
Estado Parte o para salir de él a los efectos de 
la reunión de la familia será atendida por los 
Estados Partes de manera positiva, humanitaria 
y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, 
además, que la presentación de tal petición no 
traerá consecuencias desfavorables para los pe-
ticionarios ni para sus familiares.

2. 	El niño cuyos padres residan en Estados dife-
rentes tendrá derecho a mantener periódica-
mente, salvo en circunstancias excepcionales, 
relaciones personales y contactos directos con 
ambos padres. Con tal fin, y de conformidad con 
la obligación asumida por los Estados Partes en 
virtud del párrafo 2 del artículo 9, los Estados 
Partes respetarán el derecho del niño y de sus 

padres a salir de cualquier país, incluido el pro-
pio, y de entrar en su propio país. El derecho de 
salir de cualquier país estará sujeto solamente a 
las restricciones estipuladas por ley y que sean 
necesarias para proteger la seguridad nacional, 
el orden público, la salud o la moral públicas o 
los derechos y libertades de otras personas y que 
estén en consonancia con los demás derechos re-
conocidos por la presente Convención.

Artículo 11

1. 	 Los Estados Partes adoptarán medidas para 
luchar contra los traslados ilícitos de niños al 
extranjero y la retención ilícita de niños en el 
extranjero.

2. 	Para este fin, los Estados Partes promoverán la 
concertación de acuerdos bilaterales o multilate-
rales o la adhesión a acuerdos existentes.

Artículo 12

1. 	 Los Estados Partes garantizarán al niño que esté 
en condiciones de formarse un juicio propio el 
derecho de expresar su opinión libremente en 
todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose 
debidamente en cuenta las opiniones del niño, 
en función de la edad y madurez del niño.

2. 	Con tal fin, se dará en particular al niño oportu-
nidad de ser escuchado en todo procedimiento 
judicial o administrativo que afecte al niño, ya 
sea directamente o por medio de un represen-
tante o de un órgano apropiado, en consonan-
cia con las normas de procedimientos de la ley 
nacional.

Artículo 13

1. 	 El niño tendrá derecho a la libertad de expre-
sión; ese derecho incluirá la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de todo 
tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oral-
mente, por escrito o impresas, en forma artística 
o por cualquier otro medio elegido por el niño.
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2. 	El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a 
ciertas restricciones, que serán únicamente las 
que la ley prevea y sean necesarias:

a) 	Para el respeto de los derechos o la reputación de 
los demás; o

b) 	Para la protección de la seguridad nacional o el 
orden público o para proteger la salud o la moral 
públicas.

Artículo 14

1. 	 Los Estados Partes respetarán el derecho del 
niño a la libertad de pensamiento, de conciencia 
y de religión.

2. 	Los Estados Partes respetarán los derechos y de-
beres de los padres y, en su caso, de los represen-
tantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de 
su derecho de modo conforme a la evolución de 
sus facultades.

3. 	La libertad de profesar la propia religión o las 
propias creencias estará sujeta únicamente a las 
limitaciones prescritas por la ley que sean ne-
cesarias para proteger la seguridad, el orden, la 
moral o la salud públicos o los derechos y liber-
tades fundamentales de los demás.

Artículo 15

1. 	 Los Estados Partes reconocen los derechos del 
niño a la libertad de asociación y a la libertad de 
celebrar reuniones pacíficas.

2. 	No se impondrán restricciones al ejercicio de es-
tos derechos distintas de las establecidas de con-
formidad con la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional o pública, el orden público, la protec-
ción de la salud y la moral públicas o la protec-
ción de los derechos y libertades de los demás.

Artículo 16

1. 	 Ningún niño será objeto de injerencias arbitra-
rias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra y a su reputación.

2. 	El niño tiene derecho a la protección de la ley 
contra esas injerencias o ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la importante función 
que desempeñan los medios de comunicación y ve-
larán por que el niño tenga acceso a información y 
material procedentes de diversas fuentes nacionales 
e internacionales, en especial la información y el ma-
terial que tengan por finalidad promover su bienestar 
social, espiritual y moral y su salud física y mental. 
Con tal objeto, los Estados Partes:

a) 	Alentarán a los medios de comunicación a difun-
dir información y materiales de interés social y 
cultural para el niño, de conformidad con el es-
píritu del artículo 29;

b) 	Promoverán la cooperación internacional en 
la producción, el intercambio y la difusión de 
esa información y esos materiales proceden-
tes de diversas fuentes culturales, nacionales e 
internacionales;

c) 	Alentarán la producción y difusión de libros para 
niños;

d) 	Alentarán a los medios de comunicación a que 
tengan particularmente en cuenta las necesida-
des lingüísticas del niño perteneciente a un gru-
po minoritario o que sea indígena;

e) 	Promoverán la elaboración de directrices apro-
piadas para proteger al niño contra toda infor-
mación y material perjudicial para su bienestar, 
teniendo en cuenta las disposiciones de los artí-
culos 13 y 18.

Artículo 18

1. 	 Los Estados Partes pondrán el máximo empeño 
en garantizar el reconocimiento del principio de 
que ambos padres tienen obligaciones comunes 
en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del 
niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los 
representantes legales la responsabilidad pri-
mordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés supe-
rior del niño.
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2. 	A los efectos de garantizar y promover los dere-
chos enunciados en la presente Convención, los 
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada 
a los padres y a los representantes legales para 
el desempeño de sus funciones en lo que respec-
ta a la crianza del niño y velarán por la creación 
de instituciones, instalaciones y servicios para el 
cuidado de los niños.

3. 	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para que los niños cuyos padres tra-
bajan tengan derecho a beneficiarse de los servi-
cios e instalaciones de guarda de niños para los 
que reúnan las condiciones requeridas.

Artículo 19

1. 	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educati-
vas apropiadas para proteger al niño contra toda 
forma de perjuicio o abuso físico o mental, des-
cuido o trato negligente, malos tratos o explota-
ción, incluido el abuso sexual, mientras el niño 
se encuentre bajo la custodia de los padres, de 
un representante legal o de cualquier otra perso-
na que lo tenga a su cargo.

2. 	Esas medidas de protección deberían compren-
der, según corresponda, procedimientos eficaces 
para el establecimiento de programas sociales 
con objeto de proporcionar la asistencia nece-
saria al niño y a quienes cuidan de él, así como 
para otras formas de prevención y para la identi-
ficación, notificación, remisión a una institución, 
investigación, tratamiento y observación ulte-
rior de los casos antes descritos de malos tratos 
al niño y, según corresponda, la intervención 
judicial.

Artículo 20

1. 	 Los niños temporal o permanentemente priva-
dos de su medio familiar, o cuyo superior interés 
exija que no permanezcan en ese medio, tendrán 
derecho a la protección y asistencia especiales 
del Estado.

2. 	Los Estados Partes garantizarán, de conformi-
dad con sus leyes nacionales, otros tipos de cui-
dado para esos niños.

3. 	Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, 
la colocación en hogares de guarda, la kafala del 
derecho islámico, la adopción, o de ser necesario 
la colocación en instituciones adecuadas de pro-
tección de menores. Al considerar las soluciones, 
se prestará particular atención a la conveniencia 
de que haya continuidad en la educación del 
niño y a su origen étnico, religioso, cultural y 
lingüístico.

Artículo 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sis-
tema de adopción cuidarán de que el interés superior 
del niño sea la consideración primordial y:

a) 	Velarán por que la adopción del niño sólo sea 
autorizada por las autoridades competentes, 
las que determinarán, con arreglo a las leyes y a 
los procedimientos aplicables y sobre la base de 
toda la información pertinente y fidedigna, que 
la adopción es admisible en vista de la situación 
jurídica del niño en relación con sus padres, pa-
rientes y representantes legales y que, cuando así 
se requiera, las personas interesadas hayan dado 
con conocimiento de causa su consentimiento a 
la adopción sobre la base del asesoramiento que 
pueda ser necesario;

b) 	Reconocerán que la adopción en otro país puede 
ser considerada como otro medio de cuidar del 
niño, en el caso de que éste no pueda ser colo-
cado en un hogar de guarda o entregado a una 
familia adoptiva o no pueda ser atendido de ma-
nera adecuada en el país de origen;

c) 	Velarán por que el niño que haya de ser adopta-
do en otro país goce de salvaguardias y normas 
equivalentes a las existentes respecto de la adop-
ción en el país de origen;

d) 	Adoptarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que, en el caso de adopción en otro 
país, la colocación no dé lugar a beneficios finan-
cieros indebidos para quienes participan en ella;
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e) 	Promoverán, cuando corresponda, los objetivos 
del presente artículo mediante la concertación 
de arreglos o acuerdos bilaterales o multilate-
rales y se esforzarán, dentro de este marco, por 
garantizar que la colocación del niño en otro país 
se efectúe por medio de las autoridades u orga-
nismos competentes.

Artículo 22

1. 	 Los Estados Partes adoptarán medidas adecua-
das para lograr que el niño que trate de obtener el 
estatuto de refugiado o que sea considerado refu-
giado de conformidad con el derecho y los proce-
dimientos internacionales o internos aplicables 
reciba, tanto si está solo como si está acompa-
ñado de sus padres o de cualquier otra persona, 
la protección y la asistencia humanitaria adecua-
das para el disfrute de los derechos pertinentes 
enunciados en la presente Convención y en otros 
instrumentos internacionales de derechos hu-
manos o de carácter humanitario en que dichos 
Estados sean partes.

2. 	A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en 
la forma que estimen apropiada, en todos los 
esfuerzos de las Naciones Unidas y demás or-
ganizaciones intergubernamentales competen-
tes u organizaciones no gubernamentales que 
cooperen con las Naciones Unidas por proteger 
y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus 
padres o a otros miembros de su familia, a fin 
de obtener la información necesaria para que se 
reúna con su familia. En los casos en que no se 
pueda localizar a ninguno de los padres o miem-
bros de la familia, se concederá al niño la mis-
ma protección que a cualquier otro niño privado 
permanente o temporalmente de su medio fami-
liar, por cualquier motivo, como se dispone en la 
presente Convención.

Artículo 23

1. 	 Los Estados Partes reconocen que el niño mental 
o físicamente impedido deberá disfrutar de una 
vida plena y decente en condiciones que asegu-
ren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí 

mismo y faciliten la participación activa del niño 
en la comunidad.

2. 	Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño impedido a recibir cuidados especiales y 
alentarán y asegurarán, con sujeción a los recur-
sos disponibles, la prestación al niño que reúna 
las condiciones requeridas y a los responsables 
de su cuidado de la asistencia que se solicite y 
que sea adecuada al estado del niño y a las cir-
cunstancias de sus padres o de otras personas 
que cuiden de él.

3. 	En atención a las necesidades especiales del niño 
impedido, la asistencia que se preste conforme 
al párrafo 2 del presente artículo será gratuita 
siempre que sea posible, habida cuenta de la si-
tuación económica de los padres o de las otras 
personas que cuiden del niño, y estará destinada 
a asegurar que el niño impedido tenga un acceso 
efectivo a la educación, la capacitación, los servi-
cios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la 
preparación para el empleo y las oportunidades 
de esparcimiento y reciba tales servicios con el 
objeto de que el niño logre la integración social 
y el desarrollo individual, incluido su desarro-
llo cultural y espiritual, en la máxima medida 
posible.

4. 	Los Estados Partes promoverán, con espíritu de 
cooperación internacional, el intercambio de in-
formación adecuada en la esfera de la atención 
sanitaria preventiva y del tratamiento médico, 
psicológico y funcional de los niños impedidos, 
incluida la difusión de información sobre los mé-
todos de rehabilitación y los servicios de ense-
ñanza y formación profesional, así como el acceso 
a esa información a fin de que los Estados Partes 
puedan mejorar su capacidad y conocimientos y 
ampliar su experiencia en estas esferas. A este 
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las 
necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 24

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño al disfrute del más alto nivel posible de sa-
lud y a servicios para el tratamiento de las en-
fermedades y la rehabilitación de la salud. Los 
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Estados Partes se esforzarán por asegurar que 
ningún niño sea privado de su derecho al disfru-
te de esos servicios sanitarios.

2. 	Los Estados Partes asegurarán la plena aplica-
ción de este derecho y, en particular, adoptarán 
las medidas apropiadas para:

a) 	Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;

b) 	Asegurar la prestación de la asistencia médica y 
la atención sanitaria que sean necesarias a todos 
los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de 
la atención primaria de salud;

c) 	Combatir las enfermedades y la malnutrición 
en el marco de la atención primaria de la salud 
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la 
tecnología disponible y el suministro de alimen-
tos nutritivos adecuados y agua potable salubre, 
teniendo en cuenta los peligros y riesgos de con-
taminación del medio ambiente;

d) 	Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal 
apropiada a las madres;

e) 	Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y 
en particular los padres y los niños, conozcan los 
principios básicos de la salud y la nutrición de 
los niños, las ventajas de la lactancia materna , 
la higiene y el saneamiento ambiental y las medi-
das de prevención de accidentes, tengan acceso 
a la educación pertinente y reciban apoyo en la 
aplicación de esos conocimientos;

f) 	 Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la 
orientación a los padres y la educación y servi-
cios en materia de planificación de la familia.

3. 	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
eficaces y apropiadas posibles para abolir las 
prácticas tradicionales que sean perjudiciales 
para la salud de los niños.

4. 	Los Estados Partes se comprometen a promover 
y alentar la cooperación internacional con miras 
a lograr progresivamente la plena realización del 
derecho reconocido en el presente artículo. A 
este respecto, se tendrán plenamente en cuenta 
las necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño 
que ha sido internado en un establecimiento por las 
autoridades competentes para los fines de atención, 
protección o tratamiento de su salud física o mental 
a un examen periódico del tratamiento a que esté so-
metido y de todas las demás circunstancias propias 
de su internación.

Artículo 26

1. 	 Los Estados Partes reconocerán a todos los niños 
el derecho a beneficiarse de la seguridad social, 
incluso del seguro social, y adoptarán las medi-
das necesarias para lograr la plena realización de 
este derecho de conformidad con su legislación 
nacional.

2. 	Las prestaciones deberían concederse, cuando 
corresponda, teniendo en cuenta los recursos y 
la situación del niño y de las personas que sean 
responsables del mantenimiento del niño, así 
como cualquier otra consideración pertinente a 
una solicitud de prestaciones hecha por el niño o 
en su nombre.

Artículo 27

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo 
niño a un nivel de vida adecuado para su desa-
rrollo físico, mental, espiritual, moral y social.

2. 	A los padres u otras personas encargadas del 
niño les incumbe la responsabilidad primordial 
de proporcionar, dentro de sus posibilidades y 
medios económicos, las condiciones de vida que 
sean necesarias para el desarrollo del niño.

3. 	Los Estados Partes, de acuerdo con las condi-
ciones nacionales y con arreglo a sus medios, 
adoptarán medidas apropiadas para ayudar a 
los padres y a otras personas responsables por el 
niño a dar efectividad a este derecho y, en caso 
necesario, proporcionarán asistencia material y 
programas de apoyo, particularmente con res-
pecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda.
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4. 	Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para asegurar el pago de la pensión 
alimenticia por parte de los padres u otras perso-
nas que tengan la responsabilidad financiera por 
el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si 
viven en el extranjero. En particular, cuando la 
persona que tenga la responsabilidad financie-
ra por el niño resida en un Estado diferente de 
aquel en que resida el niño, los Estados Partes 
promoverán la adhesión a los convenios interna-
cionales o la concertación de dichos convenios, 
así como la concertación de cualesquiera otros 
arreglos apropiados.

Artículo 28

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño a la educación y, a fin de que se pueda ejer-
cer progresivamente y en condiciones de igual-
dad de oportunidades ese derecho, deberán en 
particular:

a) 	Implantar la enseñanza primaria obligatoria y 
gratuita para todos;

b) 	Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, 
de la enseñanza secundaria, incluida la ense-
ñanza general y profesional, hacer que todos 
los niños dispongan de ella y tengan acceso a 
ella y adoptar medidas apropiadas tales como 
la implantación de la enseñanza gratuita y la 
concesión de asistencia financiera en caso de 
necesidad;

c) 	Hacer la enseñanza superior accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad, por cuantos me-
dios sean apropiados;

d) 	Hacer que todos los niños dispongan de infor-
mación y orientación en cuestiones educaciona-
les y profesionales y tengan acceso a ellas;

e) 	Adoptar medidas para fomentar la asistencia re-
gular a las escuelas y reducir las tasas de deser-
ción escolar.

2. 	Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas 
sean adecuadas para velar por que la disciplina 
escolar se administre de modo compatible con la 

dignidad humana del niño y de conformidad con 
la presente Convención.

3. 	Los Estados Partes fomentarán y alentarán la 
cooperación internacional en cuestiones de edu-
cación, en particular a fin de contribuir a eli-
minar la ignorancia y el analfabetismo en todo 
el mundo y de facilitar el acceso a los conoci-
mientos técnicos y a los métodos modernos de 
enseñanza. A este respecto, se tendrán especial-
mente en cuenta las necesidades de los países en 
desarrollo.

Artículo 29

1. 	 Los Estados Partes convienen en que la educa-
ción del niño deberá estar encaminada a:

a) 	Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la ca-
pacidad mental y física del niño hasta el máximo 
de sus posibilidades;

b) 	Inculcar al niño el respeto de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales y de los prin-
cipios consagrados en la Carta de las Naciones 
Unidas;

c) 	 Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su 
propia identidad cultural, de su idioma y sus va-
lores, de los valores nacionales del país en que 
vive, del país de que sea originario y de las civili-
zaciones distintas de la suya;

d) 	Preparar al niño para asumir una vida responsa-
ble en una sociedad libre, con espíritu de com-
prensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos 
y amistad entre todos los pueblos, grupos étni-
cos, nacionales y religiosos y personas de origen 
indígena;

e) 	Inculcar al niño el respeto del medio ambiente 
natural.

2. 	Nada de lo dispuesto en el presente artículo o 
en el artículo 28 se interpretará como una res-
tricción de la libertad de los particulares y de las 
entidades para establecer y dirigir instituciones 
de enseñanza, a condición de que se respeten los 
principios enunciados en el párrafo 1 del presen-
te artículo y de que la educación impartida en 
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tales instituciones se ajuste a las normas míni-
mas que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, reli-
giosas o lingüísticas o personas de origen indígena, 
no se negará a un niño que pertenezca a tales mino-
rías o que sea indígena el derecho que le correspon-
de, en común con los demás miembros de su grupo, 
tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su 
propia religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a 
las actividades recreativas propias de su edad y a 
participar libremente en la vida cultural y en las 
artes.

2. 	Los Estados Partes respetarán y promoverán el 
derecho del niño a participar plenamente en la 
vida cultural y artística y propiciarán oportuni-
dades apropiadas, en condiciones de igualdad, 
de participar en la vida cultural, artística, recrea-
tiva y de esparcimiento.

Artículo 32

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño a estar protegido contra la explotación 
económica y contra el desempeño de cualquier 
trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su 
educación, o que sea nocivo para su salud o para 
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o 
social.

2. 	Los Estados Partes adoptarán medidas legisla-
tivas, administrativas, sociales y educacionales 
para garantizar la aplicación del presente ar-
tículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta 
las disposiciones pertinentes de otros instru-
mentos internacionales, los Estados Partes, en 
particular:

a) 	Fijarán una edad o edades mínimas para 
trabajar;

b) 	Dispondrán la reglamentación apropiada de los 
honorarios y condiciones de trabajo;

c) 	Estipularán las penalidades u otras sanciones 
apropiadas para asegurar la aplicación efectiva 
del presente artículo.

Artículo 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas, incluidas medidas legislativas, admi-
nistrativas, sociales y educacionales, para proteger a 
los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes 
y sustancias sicotrópicas enumeradas en los tratados 
internacionales pertinentes, y para impedir que se 
utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de 
esas sustancias.

Artículo 34

Los Estados Partes se comprometen a proteger al 
niño contra todas las formas de explotación y abuso 
sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, 
en particular, todas las medidas de carácter nacio-
nal, bilateral y multilateral que sean necesarias para 
impedir:

a) 	La incitación o la coacción para que un niño se 
dedique a cualquier actividad sexual ilegal;

b) 	La explotación del niño en la prostitución u otras 
prácticas sexuales ilegales;

c) 	La explotación del niño en espectáculos o mate-
riales pornográficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de ca-
rácter nacional, bilateral y multilateral que sean ne-
cesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata 
de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas 
las demás formas de explotación que sean perjudicia-
les para cualquier aspecto de su bienestar.
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Artículo 37

Los Estados Partes velarán por qué:

a) 	Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes. No se impondrá la pena capital ni la de pri-
sión perpetua sin posibilidad de excarcelación 
por delitos cometidos por menores de 18 años de 
edad;

b) 	Ningún niño sea privado de su libertad ilegal 
o arbitrariamente. La detención, el encarcela-
miento o la prisión de un niño se llevará a cabo 
de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo 
como medida de último recurso y durante el pe-
ríodo más breve que proceda;

c) 	Todo niño privado de libertad sea tratado con la 
humanidad y el respeto que merece la dignidad 
inherente a la persona humana, y de manera que 
se tengan en cuenta las necesidades de las perso-
nas de su edad. En particular, todo niño priva-
do de libertad estará separado de los adultos, a 
menos que ello se considere contrario al interés 
superior del niño, y tendrá derecho a mantener 
contacto con su familia por medio de corres-
pondencia y de visitas, salvo en circunstancias 
excepcionales;

d) 	Todo niño privado de su libertad tendrá derecho 
a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra 
asistencia adecuada, así como derecho a impug-
nar la legalidad de la privación de su libertad 
ante un tribunal u otra autoridad competente, 
independiente e imparcial y a una pronta deci-
sión sobre dicha acción.

Artículo 38

1. 	 Los Estados Partes se comprometen a respetar 
y velar por que se respeten las normas del de-
recho internacional humanitario que les sean 
aplicables en los conflictos armados y que sean 
pertinentes para el niño.

2. 	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
posibles para asegurar que las personas que aún 
no hayan cumplido los 15 años de edad no parti-
cipen directamente en las hostilidades.

3. 	Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en 
las fuerzas armadas a las personas que no hayan 
cumplido los 15 años de edad. Si reclutan perso-
nas que hayan cumplido 15 años, pero que sean 
menores de 18, los Estados Partes procurarán 
dar prioridad a los de más edad.

4. 	De conformidad con las obligaciones dimanadas 
del derecho internacional humanitario de pro-
teger a la población civil durante los conflictos 
armados, los Estados Partes adoptarán todas las 
medidas posibles para asegurar la protección y el 
cuidado de los niños afectados por un conflicto 
armado.

Artículo 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para promover la recuperación física y 
psicológica y la reintegración social de todo niño víc-
tima de: cualquier forma de abandono, explotación o 
abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa 
recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un 
ambiente que fomente la salud , el respeto de sí mis-
mo y la dignidad del niño.

Artículo 40

1. 	 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo 
niño de quien se alegue que ha infringido las le-
yes penales o a quien se acuse o declare culpable 
de haber infringido esas leyes a ser tratado de 
manera acorde con el fomento de su sentido de 
la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto 
del niño por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño y la importan-
cia de promover la reintegración del niño y de 
que éste asuma una función constructiva en la 
sociedad.

2. 	Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones 
pertinentes de los instrumentos internacionales, 
los Estados Partes garantizarán, en particular:

a) 	Que no se alegue que ningún niño ha infringido 
las leyes penales, ni se acuse o declare culpable 
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a ningún niño de haber infringido esas leyes, por 
actos u omisiones que no estaban prohibidos por 
las leyes nacionales o internacionales en el mo-
mento en que se cometieron;

b) 	Que todo niño del que se alegue que ha infringi-
do las leyes penales o a quien se acuse de haber 
infringido esas leyes se le garantice, por lo me-
nos, lo siguiente:

i)	 Que se lo presumirá inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad conforme a la ley;

ii)	 Que será informado sin demora y directa-
mente o, cuando sea procedente, por inter-
medio de sus padres o sus representantes 
legales, de los cargos que pesan contra él y 
que dispondrá de asistencia jurídica u otra 
asistencia apropiada en la preparación y pre-
sentación de su defensa;

iii) Que la causa será dirimida sin demora por 
una autoridad u órgano judicial competente, 
independiente e imparcial en una audiencia 
equitativa conforme a la ley, en presencia de 
un asesor jurídico u otro tipo de asesor ade-
cuado y, a menos que se considerare que ello 
fuere contrario al interés superior del niño, 
teniendo en cuenta en particular su edad o 
situación y a sus padres o representantes 
legales;

iv) 	Que no será obligado a prestar testimonio o 
a declararse culpable, que podrá interrogar 
o hacer que se interrogue a testigos de cargo 
y obtener la participación y el interrogatorio 
de testigos de descargo en condiciones de 
igualdad;

v) 	 Si se considerare que ha infringido, en efec-
to, las leyes penales , que esta decisión y toda 
medida impuesta a consecuencia de ella , se-
rán sometidas a una autoridad u órgano ju-
dicial superior competente, independiente e 
imparcial, conforme a la ley;

vi) 	Que el niño contará con la asistencia gratuita 
de un intérprete si no comprende o no habla 
el idioma utilizado;

vii) 	Que se respetará plenamente su vida privada 
en todas las fases del procedimiento.

3. 	Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para promover el establecimiento 
de leyes, procedimientos, autoridades e institu-
ciones específicos para los niños de quienes se 
alegue que han infringido las leyes penales o a 
quienes se acuse o declare culpables de haber in-
fringido esas leyes, y en particular:

a) 	El establecimiento de una edad mínima antes de 
la cual se presumirá que los niños no tienen ca-
pacidad para infringir las leyes penales;

b) 	Siempre que sea apropiado y deseable, la adop-
ción de medidas para tratar a esos niños sin re-
currir a procedimientos judiciales, en el enten-
dimiento de que se respetarán plenamente los 
derechos humanos y las garantías legales.

4. 	Se dispondrá de diversas medidas, tales como 
el cuidado, las órdenes de orientación y super-
visión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la 
colocación en hogares de guarda, los programas 
de enseñanza y formación profesional, así como 
otras posibilidades alternativas a la interna-
ción en instituciones, para asegurar que los ni-
ños sean tratados de manera apropiada para su 
bienestar y que guarde proporción tanto con sus 
circunstancias como con la infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a las disposiciones que sean más conducentes a 
la realización de los derechos del niño y que puedan 
estar recogidas en:

a) 	El derecho de un Estado Parte; o

b) 	El derecho internacional vigente con respecto a 
dicho Estado.
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PARTE II

Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a cono-
cer ampliamente los principios y disposiciones de la 
Convención por medios eficaces y apropiados, tanto 
a los adultos como a los niños.

Artículo 43

1. 	 Con la finalidad de examinar los progresos rea-
lizados en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por los Estados Partes en la presen-
te Convención, se establecerá un Comité de los 
Derechos del Niño que desempeñará las funcio-
nes que a continuación se estipulan.

2. 	El Comité estará integrado por diez expertos 
de gran integridad moral y reconocida compe-
tencia en las esferas reguladas por la presente 
Convención. Los miembros del Comité serán 
elegidos por los Estados Partes entre sus nacio-
nales y ejercerán sus funciones a título personal, 
teniéndose debidamente en cuenta la distribu-
ción geográfica, así como los principales siste-
mas jurídicos.

3. 	Los miembros del Comité serán elegidos, en vo-
tación secreta, de una lista de personas designa-
das por los Estados Partes. Cada Estado Parte 
podrá designar a una persona escogida entre sus 
propios nacionales.

4. 	La elección inicial se celebrará a más tardar 
seis meses después de la entrada en vigor de la 
presente Convención y ulteriormente cada dos 
años. Con cuatro meses, como mínimo, de an-
telación respecto de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas diri-
girá una carta a los Estados Partes invitándolos 
a que presenten sus candidaturas en un plazo 
de dos meses. El Secretario General preparará 
después una lista en la que figurarán por orden 
alfabético todos los candidatos propuestos, con 
indicación de los Estados Partes que los hayan 
designado, y la comunicará a los Estados Partes 
en la presente Convención.

5. 	 Las elecciones se celebrarán en una reunión de 
los Estados Partes convocada por el Secretario 
General en la Sede de las Naciones Unidas. En 
esa reunión, en la que la presencia de dos ter-
cios de los Estados Partes constituirá quórum, 
las personas seleccionadas para formar parte del 
Comité serán aquellos candidatos que obtengan 
el mayor número de votos y una mayoría ab-
soluta de los votos de los representantes de los 
Estados Partes presentes y votantes.

6. 	Los miembros del Comité serán elegidos por un 
período de cuatro años. Podrán ser reelegidos si 
se presenta de nuevo su candidatura. El manda-
to de cinco de los miembros elegidos en la pri-
mera elección expirará al cabo de dos años; in-
mediatamente después de efectuada la primera 
elección, el Presidente de la reunión en que ésta 
se celebre elegirá por sorteo los nombres de esos 
cinco miembros.

7. 	 Si un miembro del Comité fallece o dimite o de-
clara que por cualquier otra causa no puede se-
guir desempeñando sus funciones en el Comité, 
el Estado Parte que propuso a ese miembro de-
signará entre sus propios nacionales a otro ex-
perto para ejercer el mandato hasta su término, 
a reserva de la aprobación del Comité.

8. 	El Comité adoptará su propio reglamento.

9. 	El Comité elegirá su Mesa por un período de dos 
años.

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normal-
mente en la Sede de las Naciones Unidas o en 
cualquier otro lugar conveniente que determine 
el Comité. El Comité se reunirá normalmente to-
dos los años. La duración de las reuniones del 
Comité será determinada y revisada, si procedie-
ra, por una reunión de los Estados Partes en la 
presente Convención, a reserva de la aprobación 
de la Asamblea General.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas 
proporcionará el personal y los servicios nece-
sarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité establecido en virtud de la presente 
Convención.
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12. Previa aprobación de la Asamblea General, los 
miembros del Comité establecido en virtud de 
la presente Convención recibirán emolumentos 
con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, 
según las condiciones que la Asamblea pueda 
establecer.

Artículo 44

1. 	 Los Estados Partes se comprometen a presentar 
al Comité, por conducto del Secretario General 
de las Naciones Unidas, informes sobre las me-
didas que hayan adoptado para dar efecto a los 
derechos reconocidos en la Convención y sobre 
el progreso que hayan realizado en cuanto al 
goce de esos derechos:

a) 	En el plazo de dos años a partir de la fecha en 
la que para cada Estado Parte haya entrado en 
vigor la presente Convención;

b) 	En lo sucesivo, cada cinco años.

2. 	Los informes preparados en virtud del presente 
artículo deberán indicar las circunstancias y di-
ficultades, si las hubiere, que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
presente Convención. Deberán asimismo, conte-
ner información suficiente para que el Comité 
tenga cabal comprensión de la aplicación de la 
Convención en el país de que se trate.

3. 	Los Estados Partes que hayan presentado un in-
forme inicial completo al Comité no necesitan 
repetir, en sucesivos informes presentados de 
conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del 
párrafo 1 del presente artículo, la información 
básica presentada anteriormente.

4. 	El Comité podrá pedir a los Estados Partes 
más información relativa a la aplicación de la 
Convención.

5. 	 El Comité presentará cada dos años a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, por 
conducto del Consejo Económico y Social, infor-
mes sobre sus actividades.

6. 	Los Estados Partes darán a sus informes una 
amplia difusión entre el público de sus países 
respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la 
Convención y de estimular la cooperación internacio-
nal en la esfera regulada por la Convención:

a) 	Los organismos especializados, el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia y demás ór-
ganos de las Naciones Unidas tendrán derecho 
a estar representados en el examen de la apli-
cación de aquellas disposiciones de la presente 
Convención comprendidas en el ámbito de su 
mandato. El Comité podrá invitar a los organis-
mos especializados, al Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia y a otros órganos com-
petentes que considere apropiados a que pro-
porcionen asesoramiento especializado sobre la 
aplicación de la Convención en los sectores que 
son de incumbencia de sus respectivos manda-
tos. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones 
Unidas a que presenten informes sobre la apli-
cación de aquellas disposiciones de la presente 
convención comprendidas en el ámbito de sus 
actividades;

b) 	El Comité transmitirá, según estime convenien-
te, a los organismos especializados, al Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia y a otros ór-
ganos competentes, los informes de los Estados 
Pares que contengan una solicitud de asesora-
miento o de asistencia técnica , o en los que se in-
dique esa necesidad, junto con las observaciones 
y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca 
de esas solicitudes o indicaciones;

c) 	El Comité podrá recomendar a la Asamblea 
General que pida al Secretario General que efec-
túe, en su nombre, estudios sobre cuestiones 
concretas relativas a los derechos del niño;

d) 	El Comité podrá formular sugerencias y reco-
mendaciones generales basadas en la informa-
ción recibida en virtud de los artículos 44 y 45 
de la presente Convención. Dichas sugerencias y 
recomendaciones generales deberán transmitir-
se a los Estados Partes interesados y notificarse a 
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la Asamblea General, junto con los comentarios, 
si los hubiere, de los Estados Partes.

PARTE III

Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la firma de 
todos los Estados.

Artículo 47

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 48

La presente Convención permanecerá abierta a la 
adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos 
de adhesión se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 49

1. 	 La presente Convención entrará en vigor el trigé-
simo día siguiente a la fecha en que haya sido de-
positado el vigésimo instrumento de ratificación 
o de adhesión en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas.

2. 	Para cada Estado que ratifique la Convención o 
se adhiera a ella después de haber sido deposita-
do el vigésimo instrumento de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor el tri-
gésimo día después del depósito por tal Estado 
de su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 50

1. 	 Todo Estado Parte podrá proponer una enmien-
da y depositarla en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. El Secretario General 
comunicará la enmienda propuesta a los Estados 
Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean 
que se convoque una conferencia de Estados 
Partes con el fin de examinar la propuesta y 

someterla a votación. Si dentro de los cuatro me-
ses siguientes a la fecha de esa notificación un 
tercio, al menos, de los Estados Partes se declara 
en favor de tal conferencia, el Secretario General 
convocará una conferencia con el auspicio de 
las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por la mayoría de Estados Partes, presentes y 
votantes en la conferencia, será sometida por el 
Secretario General a la Asamblea General para 
su aprobación.

2. 	Toda enmienda adoptada de conformidad con 
el párrafo 1 del presente artículo entrará en vi-
gor cuando haya sido aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptada por 
una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.

3. 	Cuando las enmiendas entren en vigor serán 
obligatorias para los Estados Partes que las ha-
yan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones 
de la presente Convención y por las enmiendas 
anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51

1. 	 El Secretario General de las Naciones Unidas re-
cibirá y comunicará a todos los Estados el texto 
de las reservas formuladas por los Estados en el 
momento de la ratificación o de la adhesión.

2. 	No se aceptará ninguna reserva incompati-
ble con el objeto y el propósito de la presente 
Convención.

3. 	Toda reserva podrá ser retirada en cualquier 
momento por medio de una notificación hecha 
a ese efecto y dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien informará a todos los 
Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fe-
cha de su recepción por el Secretario General.

Artículo 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente 
Convención mediante notificación hecha por escrito 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La de-
nuncia surtirá efecto un año después de la fecha en 
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que la notificación haya sido recibida por el Secretario 
General.

Artículo 53

Se designa depositario de la presente Convención al 
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos textos 
en árabe, chino , español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipo-
tenciarios, debidamente autorizados para ello por 
sus respectivos gobiernos, han firmado la presente 
Convención.

RESERVA A LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO LEY 23849

RESERVA Y DECLARACIÓN DE LA REPUBLICA ARGENTINA 

Al ratificar la Convención, deberán formularse las siguientes reservas y declaraciones: La República Argentina 
hace reserva de los incisos b), c), d) y e) del artículo 21 de la Convención sobre los Derechos del Niño y mani-
fiesta que no regirán en su jurisdicción por entender que, para aplicarlos, debe contarse previamente con un 
riguroso mecanismo de protección legal del niño en materia de adopción internacional, a fin de impedir su 
tráfico y venta.

Con relación al art. 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, la República Argentina declara que el 
mismo debe interpretarse en el sentido que se entiende por niño todo ser humano desde el momento de su 
concepción y hasta los dieciocho años de edad. 

Con relación al art. 24, inc. f), de la Convención sobre los Derechos del Niño, la República Argentina, conside-
rando que las cuestiones vinculadas con la planificación familiar atañen a los padres de manera indelegable de 
acuerdo a principios éticos y morales, interpreta que es obligación de los Estados, en el marco de este artículo, 
adoptar las medidas apropiadas para la orientación a los padres y la educación para la paternidad responsable. 

Con relación al art. 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, la República Argentina declara que es su 
deseo que la Convención hubiese prohibido terminantemente la utilización de niños en los conflictos armados, 
tal como lo estipula su derecho interno el cual, en virtud del art. 41, continuará aplicando en la materia (art. 2, 
Ley 23.849)”



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

OPINIÓN CONSULTIVA N°17 SOBRE CONDICIÓN 
JURÍDICA Y DERECHOS NIÑO (2002)

La Comisión Interamericana de DDHH solicitó a la 
Corte opinión sobre la interpretación de los arts. 8 y 
25 de la Convención Americana de DDHH. En parti-
cular acerca de la discrecionalidad estatal en relación 
a los derechos y garantías de los niños. La Corte se 
expidió en agosto 2002.

DECLARACIÓN:

Que para los efectos de esta opinión consultiva, 
“niño” o “menor de edad” es toda persona que no 
haya cumplido 18 años, salvo que hubiese alcan-
zado antes la mayoría de edad, por mandato de ley.

Y ES DE OPINIÓN

1. 	 Que de conformidad con la normativa contempo-
ránea del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, en la cual se enmarca el artículo 19 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, los niños son titulares de dere-
chos y no sólo objeto de protección.

2. 	Que la expresión “interés superior del niño”, 
consagrada en el artículo 3 de la Convención so-
bre los Derechos del Niño, implica que el desa-
rrollo de éste y el ejercicio pleno de sus de-
rechos deben ser considerados como criterios 
rectores para la elaboración de normas y la apli-
cación de éstas en todos los órdenes relativos a la 
vida del niño.

3. 	Que el principio de igualdad recogido en el 
artículo 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos no impide la adopción de 
reglas y medidas específicas en relación con los 
niños, los cuales requieren un trato diferente en 
función de sus condiciones especiales. Este trato 
debe orientarse a la protección de los derechos e 
intereses de los niños.

4. 	Que la familia constituye el ámbito pri-
mordial para el desarrollo del niño y el ejercicio 
de sus derechos. Por ello, el Estado debe apoyar 
y fortalecer a la familia, a través de las diversas 
medidas que ésta requiera para el mejor cumpli-
miento de su función natural en este campo. 

5. 	 Que debe preservarse y favorecerse la per-
manencia del niño en su núcleo familiar, 
salvo que existan razones determinantes para 
separarlo de su familia, en función del interés 
superior de aquél. La separación debe ser excep-
cional y, preferentemente, temporal. 

6. 	Que para la atención a los niños, el Estado debe 
valerse de instituciones que dispongan de per-
sonal adecuado, instalaciones suficientes, 
medios idóneos y experiencia probada en este 
género de tareas.

7. 	 Que el respeto del derecho a la vida, en rela-
ción con los niños, abarca no sólo las prohibi-
ciones, entre ellas, la de la privación arbitraria, 
establecidas en el artículo 4 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, sino que 
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comprende también la obligación de adoptar 
las medidas necesarias para que la existencia 
de los niños se desarrolle en condiciones 
dignas.

8. 	Que la verdadera y plena protección de los niños 
significa que éstos puedan disfrutar amplia-
mente de todos sus derechos, entre ellos los 
económicos, sociales y culturales, que les asig-
nan diversos instrumentos internacionales. Los 
Estados Partes en los tratados internacionales 
de derechos humanos tienen la obligación de 
adoptar medidas positivas para asegurar la 
protección de todos los derechos del niño. 

9. 	Que los Estados Partes en la Convención 
Americana tienen el deber, conforme a los artí-
culos 19 y 17, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma, de tomar todas las medidas positi-
vas que aseguren la protección a los niños 
contra malos tratos, sea en su relación con las 
autoridades públicas, o en las relaciones interin-
dividuales o con entes no estatales. 

10. Que en los procedimientos judiciales o admi-
nistrativos en que se resuelven derechos de los 
niños se deben observar los principios y las nor-
mas del debido proceso legal. Esto abarca las 
reglas correspondientes a juez natural –com-
petente, independiente e imparcial– doble ins-
tancia, presunción de inocencia, contradicción y 
audiencia y defensa, atendiendo las particulari-
dades que se derivan de la situación específica en 
que se encuentran los niños y que se proyectan 
razonablemente, entre otras materias, sobre la 
intervención personal de dichos procedimientos 

y las medidas de protección que sea indispensa-
ble adoptar en el desarrollo de éstos. 

11. Que los menores de 18 años a quienes se atribuya 
la comisión de una conducta delictuosa de-
ben quedar sujetos a órganos jurisdiccionales 
distintos de los correspondientes a los mayores 
de edad. Las características de la intervención 
que el Estado debe tener en el caso de los meno-
res infractores deben reflejarse en la integración 
y el funcionamiento de estos tribunales, así 
como en la naturaleza de las medidas que ellos 
pueden adoptar.

12. Que la conducta que motive la intervención del 
Estado en los casos a los que se refiere el punto 
anterior debe hallarse descrita en la ley penal. 
Otros casos, como son los de abandono, des-
valimiento, riesgo o enfermedad, deben 
ser atendidos en forma diferente, a la que 
corresponde a los procedimientos aplicables 
a quienes incurren en conductas típicas. Sin 
embargo, en dichos casos es preciso observar, 
igualmente, los principios y las normas del debi-
do proceso legal, tanto en lo que corresponde a 
los menores como en lo que toca a quienes ejer-
cen derechos en relación con éstos, derivados 
del estatuto familiar, atendiendo también a las 
condiciones específicas en que se encuentren los 
niños.

13. Que es posible emplear vías alternativas de 
solución de las controversias que afecten a los 
niños, pero es preciso regular con especial cui-
dado la aplicación de estos medios alternativos 
para que no se alteren o disminuyan los dere-
chos de aquéllos.



CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES 

(1989)

RATIFICACIÓN ARGENTINA por Ley 25.358 del año 2000 

ÁMBITO DE APLICACION

Artículo 1

La presente Convención tiene por objeto asegurar 
la pronta restitución de menores que tengan resi-
dencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan 
sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado 
a un Estado Parte o que habiendo sido trasladados 
legalmente hubieren sido retenidos ilegalmente. Es 
también objeto de esta Convención hacer respetar el 
ejercicio del derecho de visita y el de custodia o guar-
da por parte de sus titulares.

Artículo 2

Para los efectos de esta Convención se considera me-
nor a toda persona que no haya cumplido dieciséis 
años de edad.

Artículo 3

Para los efectos de esta Convención:

a. 	 El derecho de custodia o guarda comprende el 
derecho relativo al cuidado del menor y, en es-
pecial, el de decidir su lugar de residencia;

b. 	El derecho de visita comprende la facultad de 
llevar al menor por un período limitado a un lu-
gar diferente al de su residencia habitual.

Artículo 4

Se considera ilegal el traslado o la retención de un 
menor cuando se produzca en violación de los dere-
chos que ejercían, individual o conjuntamente, los 
padres, tutores o guardadores, o cualquier institu-
ción, inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de 
conformidad con la ley de la residencia habitual del 
menor.

Artículo 5

Podrán instaurar el procedimiento de restitución de 
menores, en ejercicio del derecho de custodia o de 
otro similar, las personas e instituciones designadas 
en el Artículo 4.

Artículo 6

Son competentes para conocer de la solicitud de res-
titución de menores a que se refiere esta Convención, 
las autoridades judiciales o administrativas del 
Estado Parte donde el menor tuviere su residencia 
habitual inmediatamente antes de su traslado o de su 
retención.

A opción del actor y cuando existan razones de ur-
gencia, podrá presentarse la solicitud de restitución 
ante las autoridades del Estado Parte en cuyo territo-
rio se encontrare o se supone se encontrare el menor 
ilegalmente trasladado o retenido, al momento de 



30pensarjusbaires 
SEPTIEMBRE 2015

PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

efectuarse dicha solicitud; igualmente, ante las auto-
ridades del Estado parte donde se hubiere producido 
el hecho ilícito que dio motivo a la reclamación.

El hecho de promover la solicitud bajo las condicio-
nes previstas en el párrafo anterior no conlleva modi-
ficación de las normas de competencia internacional 
definidas en el primer párrafo de este artículo.

AUTORIDAD CENTRAL

Artículo 7

Para los efectos de esta Convención cada Estado 
Parte designará una autoridad central encargada del 
cumplimiento de las obligaciones que le establece 
esta Convención, y comunicará dicha designación a la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos.

En especial, la autoridad central colaborará con los 
actores del procedimiento y con las autoridades com-
petentes de los respectivos Estados para obtener la 
localización y la restitución del menor; asimismo, lle-
vará a cabo los arreglos que faciliten el rápido regreso 
y la recepción del menor, auxiliando a los interesados 
en la obtención de los documentos necesarios para el 
procedimiento previsto en esta Convención.

Las autoridades centrales de los Estados Parte coo-
perarán entre sí e intercambiarán información sobre 
el funcionamiento de la Convención con el fin de ga-
rantizar la restitución inmediata de los menores y los 
otros objetivos de esta Convención.

PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCIÓN

Artículo 8

Los titulares del procedimiento de restitución podrán 
ejercitarlo conforme a lo dispuesto en el Artículo 6, 
de la siguiente forma:

a. 	 A través de exhorto o carta rogatoria; o

b. 	Mediante solicitud a la autoridad central, o

c. 	 Directamente, o por la vía diplomática o 
consular.

Artículo 9

1. La solicitud o demanda a que se refiere el artículo 
anterior, deberá contener:

a. 	 Los antecedentes o hechos relativos al traslado 
o retención, así como la información suficiente 
respecto a la identidad del solicitante, del menor 
sustraído o retenido y, de ser posible, de la per-
sona a quien se imputa el traslado o la retención;

b. 	La información pertinente relativa a la presunta 
ubicación del menor, a las circunstancias y fe-
chas en que se realizó el traslado al extranjero o 
al vencimiento del plazo autorizado, y

c. 	 Los fundamentos de derecho en que se apoya la 
restitución del menor.

2. A la solicitud o demanda se deberá acompañar:

a. 	 Copia íntegra y auténtica de cualquier resolución 
judicial o administrativa si existiera, o del acuer-
do que lo motiva; la comprobación sumaria de 
la situación fáctica existente o, según el caso, la 
alegación del derecho respectivo aplicable;

b. 	Documentación auténtica que acredite la legiti-
mación procesal del solicitante;

c. 	 Certificación o información expedida por la au-
toridad central del Estado de residencia habitual 
del menor o de alguna otra autoridad competen-
te del mismo Estado, en relación con el derecho 
vigente en la materia en dicho Estado;

d. 	Cuando sea necesario, traducción al idioma ofi-
cial del Estado requerido de todos los documen-
tos a que se refiere este artículo, y

e. 	 Indicación de las medidas indispensables para 
hacer efectivo el retorno.

3. La autoridad competente podrá prescindir de al-
guno de los requisitos o de la presentación de los do-
cumentos exigidos en este artículo si, a su juicio, se 
justificare la restitución.
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4. Los exhortos, las solicitudes y los documentos que 
los acompañaren no requerirán de legalización cuan-
do se transmitan por la vía diplomática o consular, o 
por intermedio de la autoridad central.

Artículo 10

El juez exhortado, la autoridad central u otras au-
toridades del Estado donde se encuentra el menor, 
adoptarán, de conformidad con su derecho y cuando 
sea pertinente, todas las medidas que sean adecuadas 
para la devolución voluntaria del menor.

Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, 
las autoridades judiciales o administrativas, previa 
comprobación del cumplimiento de los requisitos 
exigidos por el Artículo 9 y sin más trámite, tomarán 
conocimiento personal del menor, adoptarán las me-
didas necesarias para asegurar su custodia o guarda 
provisional en las condiciones que aconsejaren las 
circunstancias y, si fuere procedente, dispondrán sin 
demora su restitución. En este caso, se le comunicará 
a la institución que, conforme a su derecho interno, 
corresponda tutelar los derechos del menor.

Asimismo, mientras se resuelve la petición de resti-
tución, las autoridades competentes adoptarán las 
medidas necesarias para impedir la salida del menor 
del territorio de su jurisdicción.

Artículo 11

La autoridad judicial o administrativa del Estado re-
querido no estará obligada a ordenar la restitución 
del menor, cuando la persona o la institución que 
presentare oposición demuestre:

a. 	 Que los titulares de la solicitud o demanda de 
restitución no ejercían efectivamente su derecho 
en el momento del traslado o de la retención, o 
hubieren consentido o prestado su anuencia con 
posterioridad a tal traslado o retención, o

b. 	Que existiere un riesgo grave de que la restitu-
ción del menor pudiere exponerle a un peligro 
físico o psíquico.

La autoridad exhortada puede también rechazar la 
restitución del menor si comprobare que éste se opo-
ne a regresar y a juicio de aquélla, la edad y madurez 
del menor justificase tomar en cuenta su opinión.

Artículo 12

La oposición fundamentada a la que se refiere el artí-
culo anterior deberá presentarse dentro del término 
de ocho días hábiles contados a partir del momento 
en que la autoridad tomare conocimiento personal 
del menor y lo hiciere saber a quien lo retiene.

Las autoridades judiciales o administrativas eva-
luarán las circunstancias y las pruebas que aporte 
la parte opositora para fundar la negativa. Deberán 
enterarse del derecho aplicable y de los precedentes 
jurisprudenciales o administrativos existentes en el 
Estado de la residencia habitual del menor, y reque-
rirán, en caso de ser necesario, la asistencia de las au-
toridades centrales, o de los agentes diplomáticos o 
consulares de los Estados Parte.

Dentro de los sesenta días calendario siguientes a la 
recepción de la oposición, la autoridad judicial o ad-
ministrativa dictará la resolución correspondiente.

Artículo 13

Si dentro del plazo de cuarenta y cinco días calendario 
desde que fuere recibida por la autoridad requirente 
la resolución por la cual se dispone la entrega, no se 
hubieren tomado las medidas necesarias para hacer 
efectivo el traslado del menor, quedarán sin efecto la 
restitución ordenada y las providencias adoptadas.

Los gastos del traslado estarán a cargo del actor; en 
caso de que éste careciere de recursos económicos, 
las autoridades del Estado requirente podrán facili-
tar los gastos del traslado, sin perjuicio de repetir los 
mismos contra quien resultare responsable del des-
plazamiento o retención ilegal.

Artículo 14

Los procedimientos previstos en esta Convención 
deberán ser instaurados dentro del plazo de un año 



32pensarjusbaires 
SEPTIEMBRE 2015

PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

calendario contado a partir de la fecha en que el me-
nor hubiere sido trasladado o retenido ilegalmente.

Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, 
el plazo se computará a partir del momento en que 
fueren precisa y efectivamente localizados.

Por excepción el vencimiento del plazo del año no 
impide que se acceda a la solicitud de restitución si a 
criterio de la autoridad requerida lo justifican las cir-
cunstancias del caso, a menos que se demostrare que 
el menor se ha integrado a su nuevo entorno.

Artículo 15

La restitución del menor no implica prejuzgamien-
to sobre la determinación definitiva de su custodia o 
guarda.

Artículo 16

Después de haber sido informadas del traslado ilícito 
de un menor o de su retención en el marco del Artículo 
4, las autoridades judiciales o administrativas del 
Estado Parte a donde el menor ha sido trasladado o 
donde está retenido, no podrán decidir sobre el fondo 
del derecho de guarda hasta que se demuestre que no 
se reúnen las condiciones de la Convención para un 
retorno del menor o hasta que un período razonable 
haya transcurrido sin que haya sido presentada una 
solicitud de aplicación de esta Convención.

Artículo 17

Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no 
limitan el poder de la autoridad judicial o adminis-
trativa para ordenar la restitución del menor en cual-
quier momento.

LOCALIZACIÓN DE MENORES

Artículo 18

La autoridad central, o las autoridades judiciales o ad-
ministrativas de un Estado Parte, a solicitud de cual-
quiera de las personas mencionadas en el Artículo 5 
así como éstas directamente, podrán requerir de las 
autoridades competentes de otro Estado Parte la lo-
calización de menores que tengan la residencia ha-
bitual en el Estado de la autoridad solicitante y que 
presuntamente se encuentran en forma ilegal en el 
territorio del otro Estado.

La solicitud deberá ser acompañada de toda la infor-
mación que suministre el solicitante o recabe la au-
toridad requirente, concerniente a la localización del 
menor y a la identidad de la persona con la cual se 
presume se encuentra aquél.

Artículo 19

La autoridad central o las autoridades judiciales o 
administrativas de un Estado Parte que, a raíz de la 
solicitud a que se refiere el artículo anterior, llega-
ren a conocer que en su jurisdicción se encuentra un 
menor ilegalmente fuera de su residencia habitual, 
deberán adoptar de inmediato todas las medidas que 
sean conducentes para asegurar su salud y evitar su 
ocultamiento o traslado a otra jurisdicción.

La localización se comunicará a las autoridades del 
Estado requirente.

Artículo 20

Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo 
de sesenta días calendario, contados a partir de la co-
municación de la localización del menor a las autori-
dades del Estado requirente, las medidas adoptadas 
en virtud del Artículo 19 podrán quedar sin efecto.

El levantamiento de las medidas no impedirá el ejer-
cicio del derecho a solicitar la restitución, de acuerdo 
con los procedimientos y plazos establecidos en esta 
Convención.
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DERECHO DE VISITA

Artículo 21

La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el 
ejercicio de los derechos de visita por parte de sus ti-
tulares podrá ser dirigida a las autoridades compe-
tentes de cualquier Estado Parte conforme a lo dis-
puesto en el Artículo 6 de la presente Convención. 
El procedimiento respectivo será el previsto en esta 
Convención para la restitución del menor.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22

Los exhortos y solicitudes relativas a la restitución 
y localización podrán ser transmitidos al órgano re-
querido por las propias partes interesadas, por vía ju-
dicial, por intermedio de los agentes diplomáticos o 
consulares, o por la autoridad central competente del 
Estado requirente o requerido, según el caso.

Artículo 23

La tramitación de los exhortos o solicitudes con-
templados en la presente Convención y las medidas 
a que diere lugar, serán gratuitas y estarán exentas 
de cualquier clase de impuesto, depósito o caución, 
cualquiera que sea su denominación.

Si los interesados en la tramitación del exhorto o 
solicitud hubieren designado apoderado en el foro 
requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el 
ejercicio del poder que otorgue, estarán a su cargo.

Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor 
conforme a lo dispuesto en la presente Convención, 
las autoridades competentes podrán disponer, aten-
diendo a las circunstancias del caso, que la persona 
que trasladó o retuvo ilegalmente al menor pague 
los gastos necesarios en que haya incurrido el de-
mandante, los otros incurridos en la localización del 

menor, así como las costas y gastos inherentes a su 
restitución.

Artículo 24

Las diligencias y trámites necesarios para hacer efec-
tivo el cumplimiento de los exhortos o cartas rogato-
rias deben ser practicados directamente por la auto-
ridad exhortada, y no requieren intervención de parte 
interesada. Lo anterior no obsta para que las partes 
intervengan por sí o por intermedio de apoderado.

Artículo 25

La restitución del menor dispuesta conforme a la pre-
sente Convención podrá negarse cuando sea mani-
fiestamente violatoria de los principios fundamenta-
les del estado requerido consagrados en instrumen-
tos de carácter universal y regional sobre derechos 
humanos y del niño.

Artículo 26

La presente Convención no será obstáculo para que 
las autoridades competentes ordenen la restitución 
inmediata del menor cuando el traslado o retención 
del mismo constituya delito.

Artículo 27

El Instituto Interamericano del Niño tendrá a su car-
go, como Organismo Especializado de la Organización 
de los Estados Americanos, coordinar las activida-
des de las autoridades centrales en el ámbito de esta 
Convención, así como las atribuciones para recibir 
y evaluar información de los Estados Parte de esta 
Convención derivada de la aplicación de la misma.

Igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación 
con otros Organismos Internacionales competentes 
en la materia.



34pensarjusbaires 
SEPTIEMBRE 2015

PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 28

La presente Convención estará abierta a la firma 
de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos.

Artículo 29

La presente Convención está sujeta a ratificación. 
Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos.

Artículo 30

La presente Convención quedará abierta a la adhe-
sión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 31

Cada Estado podrá formular reservas a la presente 
Convención al momento de firmarla, ratificarla o al 
adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre 
una o más disposiciones específicas, y que no sea in-
compatible con el objeto y fines de esta Convención.

Artículo 32

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades 
territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídi-
cos relacionados con cuestiones tratadas en la presen-
te Convención, podrán declarar, en el momento de la 
firma, ratificación o adhesión, que la Convención se 
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamen-
te a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas median-
te declaraciones ulteriores, que especificarán expre-
samente la o las unidades territoriales a las que se 
aplicará la presente Convención. Dichas declaracio-
nes ulteriores se transmitirán a la Secretaría General 

de la Organización de los Estados Americanos y sur-
tirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 33

Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda 
de menores dos o más sistemas de derecho aplicable 
en unidades territoriales diferentes:

a. 	 Cualquier referencia a la residencia habitual en 
ese Estado contempla la residencia habitual en 
una unidad territorial de ese Estado;

b. 	Cualquier referencia a la ley del Estado de la re-
sidencia habitual contempla la ley de la unidad 
territorial en la que el menor tiene su residencia 
habitual.

Artículo 34

Entre los Estados miembros de la Organización de 
los Estados Americanos que fueren parte de esta 
Convención y de la Convención de La Haya del 25 
de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles del 
Secuestro Internacional de Menores, regirá la pre-
sente Convención.

Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir en-
tre ellos de forma bilateral la aplicación prioritaria de 
la citada Convención de La Haya del 25 de octubre 
de 1980.

Artículo 35

La presente Convención no restringirá las disposicio-
nes de convenciones que sobre esta misma materia 
hubieran sido suscritas o que se suscribieren en el fu-
turo en forma bilateral o multilateral por los Estados 
Parte, o las prácticas más favorables que dichos 
Estados pudieren observar en la materia.

Artículo 36

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que haya sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación.
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Para cada Estado que ratifique la Convención o se 
adhiera a ella después de haber sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o adhesión.

Artículo 37

La presente Convención regirá indefinidamente, 
pero cualquiera de los Estados Parte podrá denun-
ciarla. El instrumento de denuncia será depositado 
en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. Transcurrido un año, contado 
a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la convención cesará en sus efectos para el 
Estado denunciante, quedando subsistente para los 
demás Estados Parte.

Artículo 38

El instrumento original de la presente Convención, 
cuyos textos en español, francés, inglés y portugués, 
son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, la que enviará copia auténtica de su tex-
to a la Secretaría de las Naciones Unidas, para su re-
gistro y publicación, de conformidad con el Artículo 
102 de su Carta constitutiva. La Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos noti-
ficará a los Estados miembros de dicha Organización 
y a los Estados que hayan adherido a la Convención, 
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratifica-
ción, adhesión y denuncia, así como las reservas que 
hubiere. También les transmitirá las declaraciones 
previstas en los artículos pertinentes de la presente 
Convención.

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascri-
tos, debidamente autorizados por sus respectivos go-
biernos, firman la presente Convención.



PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN 
DE LOS DERECHOS DEL NIÑO, EN CONFLICTOS 

ARMADOS (2000)

RATIFICACIÓN ARGENTINA por Ley 25.616 del año 2002

Los Estados Partes en el presente Protocolo,

Alentados por el inmenso apoyo de que goza la 
Convención sobre los Derechos del Niño1, que de-
muestra que existe una voluntad general de luchar 
por la promoción y la protección de los derechos del 
niño,

Reafirmando que los derechos del niño requieren 
una protección especial y que, para ello, es necesario 
seguir mejorando la situación de los niños sin distin-
ción y procurar que éstos se desarrollen y sean edu-
cados en condiciones de paz y seguridad,

Preocupados por los efectos perniciosos y generales 
que tienen para los niños los conflictos armados, y 
por sus consecuencias a largo plazo para la paz, la se-
guridad y el desarrollo duraderos,

…….

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas po-
sibles para que ningún miembro de sus fuerzas ar-
madas menor de 18 años participe directamente en 
hostilidades.

Artículo 2

Los Estados Partes velarán por que no se reclute obli-
gatoriamente en sus fuerzas armadas a ningún me-
nor de 18 años.

Artículo 3

1. 	 Los Estados Partes elevarán la edad mínima, 
contada en años, para el reclutamiento volun-
tario de personas en sus fuerzas armadas nacio-
nales por encima de la fijada en el párrafo 3 del 
artículo 38 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño1, teniendo en cuenta los principios for-
mulados en dicho artículo, y reconociendo que 
en virtud de esa Convención los menores de 18 
años tienen derecho a una protección especial.

2. 	Cada Estado Parte depositará, al ratificar el pre-
sente Protocolo o adherirse a él, una declaración 
vinculante en la que se establezca la edad míni-
ma en que permitirá el reclutamiento voluntario 
en sus fuerzas armadas nacionales y se ofrezca 
una descripción de las salvaguardias que haya 
adoptado para asegurarse de que no se realiza 
ese reclutamiento por la fuerza o por coacción.

3. 	Los Estados Partes que permitan el reclutamien-
to voluntario en sus fuerzas armadas nacionales 
de menores de 18 años establecerán medidas de 
salvaguardia que garanticen, como mínimo, que:

a) 	Ese reclutamiento sea auténticamente 
voluntario;
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b) 	Ese reclutamiento se realice con el consenti-
miento informado de los padres o de quienes 
tengan la custodia legal;

c) 	Esos menores estén plenamente informados de 
los deberes que supone ese servicio militar;

d) 	Esos menores presenten pruebas fiables de su 
edad antes de ser aceptados en el servicio militar 
nacional.

4. 	Cada Estado Parte podrá ampliar su declara-
ción en cualquier momento mediante notifica-
ción a tal efecto dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas, el cual informará a to-
dos los Estados Partes. La notificación surtirá 
efecto desde la fecha en que sea recibida por el 
Secretario General.

5. 	 La obligación de elevar la edad según se estable-
ce en el párrafo 1 del presente artículo no es apli-
cable a las escuelas que las fuerzas armadas de 
los Estados Partes administren o tengan bajo su 
control, de conformidad con los artículos 28 y 29 
de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Artículo 4

1. 	 Los grupos armados distintos de las fuerzas ar-
madas de un Estado no deben en ninguna cir-
cunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a 
menores de 18 años.

2. 	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
posibles para impedir ese reclutamiento y utili-
zación, con inclusión de la adopción de las me-
didas legales necesarias para prohibir y tipificar 
esas prácticas.

3. 	La aplicación del presente artículo no afectará la 
situación jurídica de ninguna de las partes en un 
conflicto armado.

Artículo 5

Ninguna disposición del presente Protocolo se in-
terpretará de manera que impida la aplicación de 
los preceptos del ordenamiento de un Estado Parte, 
de instrumentos internacionales o del derecho 

humanitario internacional cuando esos preceptos 
sean más propicios a la realización de los derechos 
del niño.

Artículo 6

1. 	 Cada Estado Parte adoptará todas las medidas 
jurídicas, administrativas y de otra índole nece-
sarias para garantizar la aplicación efectiva y la 
vigilancia del cumplimiento efectivo de las dis-
posiciones del presente Protocolo dentro de su 
jurisdicción.

2. 	Los Estados Partes se comprometen a difundir y 
promover por los medios adecuados, entre adul-
tos y niños por igual, los principios y disposicio-
nes del presente Protocolo.

3. 	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
posibles para que las personas que estén bajo su 
jurisdicción y hayan sido reclutadas o utilizadas 
en hostilidades en contradicción con el presen-
te Protocolo sean desmovilizadas o separadas 
del servicio de otro modo. De ser necesario, los 
Estados Partes prestarán a esas personas toda la 
asistencia conveniente para su recuperación físi-
ca y psicológica y su reintegración social.

Artículo 7

1. 	 Los Estados Partes cooperarán en la aplicación 
del presente Protocolo, en particular en la pre-
vención de cualquier actividad contraria al mis-
mo y la rehabilitación y reintegración social de 
las personas que sean víctimas de actos contra-
rios al presente Protocolo, entre otras cosas me-
diante la cooperación técnica y la asistencia fi-
nanciera. Esa asistencia y esa cooperación se lle-
varán a cabo en consulta con los Estados Partes 
afectados y las organizaciones internacionales 
pertinentes.

2. 	Los Estados Partes que estén en condiciones de 
hacerlo prestarán esa asistencia mediante los 
programas multilaterales, bilaterales o de otro 
tipo existentes o, entre otras cosas, mediante 
un fondo voluntario establecido de conformidad 
con las normas de la Asamblea General.
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Artículo 8

1. 	 A más tardar dos años después de la entra-
da en vigor del presente Protocolo respecto de 
un Estado Parte, éste presentará al Comité de 
los Derechos del Niño un informe que conten-
ga una exposición general de las medidas que 
haya adoptado para dar cumplimiento a las dis-
posiciones del Protocolo, incluidas las medidas 
adoptadas con objeto de aplicar las disposiciones 
relativas a la participación y el reclutamiento.

2. 	Después de la presentación del informe general, 
cada Estado Parte incluirá en los informes que 
presente al Comité de los Derechos del Niño de 
conformidad con el artículo 44 de la Convención 
información adicional sobre la aplicación del 
presente Protocolo. Los demás Estados Partes 
en el Protocolo presentarán un informe cada cin-
co años.

3. 	El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir 
a los Estados Partes más información sobre la 
aplicación del presente Protocolo.

Artículo 9

1. 	 El presente Protocolo estará abierto a la firma de 
todo Estado que sea Parte en la Convención o la 
haya firmado.

2. 	El presente Protocolo está sujeto a la ratificación 
y abierto a la adhesión de todos los Estados. Los 
instrumentos de ratificación o de adhesión se de-
positarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

3. 	El Secretario General, en su calidad de deposita-
rio de la Convención y del Protocolo, informará a 
todos los Estados Partes en la Convención y a to-
dos los Estados que hayan firmado la Convención 
del depósito de cada uno de los instrumentos de 
declaración en virtud del artículo 3.

Artículo 10

1. 	 El presente Protocolo entrará en vigor tres me-
ses después de la fecha en que haya sido deposi-
tado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión.

2. 	Respecto de los Estados que hayan ratificado el 
presente Protocolo o se hayan adherido a él des-
pués de su entrada en vigor, el Protocolo entrará 
en vigor un mes después de la fecha en que se 
haya depositado el correspondiente instrumento 
de ratificación o de adhesión.

Artículo 11

1. 	 Todo Estado Parte podrá denunciar el presente 
Protocolo en cualquier momento mediante no-
tificación escrita dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien informará de ello 
a los demás Estados Partes en la Convención 
y a todos los Estados que hayan firmado la 
Convención. La denuncia surtirá efecto un año 
después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el Secretario General. No obs-
tante, si al concluir ese plazo de un año el Estado 
Parte denunciante está interviniendo en un con-
flicto armado, la denuncia no surtirá efecto hasta 
que termine dicho conflicto.

2. 	Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las 
obligaciones que le incumban en virtud del pre-
sente Protocolo respecto de todo acto que se 
haya producido antes de la fecha en que aquélla 
surta efecto. La denuncia tampoco obstará en 
modo alguno para que el Comité de los Derechos 
del Niño prosiga el examen de cualquier asunto 
iniciado antes de esa fecha.

Artículo 12

1. 	 Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas 
y depositarlas en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. El Secretario General 
comunicará las enmiendas propuestas a los 
Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen 
si desean que se convoque una conferencia de 
Estados Partes con el fin de examinar las pro-
puestas y someterlas a votación. Si dentro de 
los cuatro meses siguientes a la fecha de esa-
notificación un tercio, al menos, de los Estados 
Partes se declaran en favor de tal conferencia, 
el Secretario General la convocará con el aus-
picio de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de los Estados Partes 
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presentes y votantes en la conferencia será so-
metida a la aprobación de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas.

2. 	Toda enmienda adoptada de conformidad con 
el párrafo 1 del presente artículo entrará en vi-
gor cuando haya sido aprobada por la Asamblea 
General y aceptada por una mayoría de dos ter-
cios de los Estados Partes.

3. 	Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán 
obligatorias para los Estados Partes que las ha-
yan aceptado; los demás Estados Partes segui-
rán obligados por las disposiciones del presente 
Protocolo y por toda enmienda anterior que hu-
biesen aceptado.

Artículo 13

1. 	 El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, será depositado en los archi-
vos de las Naciones Unidas.

2. 	El Secretario General de las Naciones Unidas en-
viará copias certificadas del presente Protocolo 
a todos los Estados Partes en la Convención 
y a todos los Estados que hayan firmado la 
Convención.
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A 

VENTAS DE MENORES Y PROSTITUCION (2000)

RATIFICACIÓN ARGENTINA por Ley 25.763 del año 2003

Los Estados Partes en el presente Protocolo,

Considerando que para asegurar el mejor logro de 
los propósitos de la Convención sobre los Derechos 
del Niño1 y la aplicación de sus disposiciones y es-
pecialmente de los artículos 1, 11, 21, 32, 33, 34, 35 
y 36, sería conveniente ampliar las medidas que de-
ben adoptar los Estados Partes a fin de garantizar la 
protección de los menores contra la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía,

Considerando también que en la Convención sobre 
los Derechos del Niño se reconoce el derecho del niño 
a la protección contra la explotación económica y la 
realización de trabajos que puedan ser peligrosos, 
entorpecer su educación o afectar su salud o desarro-
llo físico, mental, espiritual, moral o social,

Gravemente preocupados por la importante y cre-
ciente trata internacional de menores a los fines de 
la venta de niños, su prostitución y su utilización en 
la pornografía,

Manifestando su profunda preocupación por la prác-
tica difundida y continuada del turismo sexual, a la 
que los niños son especialmente vulnerables ya que 
fomenta directamente la venta de niños, su utiliza-
ción en la pornografía y su prostitución,

Reconociendo que algunos grupos especialmente 
vulnerables, en particular las niñas, están expuestos 

a un peligro mayor de explotación sexual, y que la re-
presentación de niñas entre las personas explotadas 
sexualmente es desproporcionadamente alta,

Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor 
de pornografía infantil en la Internet y otros medios 
tecnológicos modernos y recordando la Conferencia 
Internacional de Lucha contra la Pornografía Infantil 
en la Internet (Viena, 1999) y, en particular, sus con-
clusiones, en las que se pide la penalización en todo el 
mundo de la producción, distribución, exportación, 
transmisión, importación, posesión intencional y 
propaganda de este tipo de pornografía, y subrayan-
do la importancia de una colaboración y asociación 
más estrechas entre los gobiernos y el sector de la 
Internet,

Estimando que será más fácil erradicar la venta de 
niños, la prostitución infantil y la utilización de ni-
ños en la pornografía si se adopta un enfoque global 
que permita hacer frente a todos los factores que 
contribuyen a ello, en particular el subdesarrollo, la 
pobreza, las disparidades económicas, las estructu-
ras socioeconómicas no equitativas, la disfunción de 
las familias, la falta de educación, la migración del 
campo a la ciudad, la discriminación por motivos de 
sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los 
adultos, las prácticas tradicionales nocivas, los con-
flictos armados y la trata de niños,
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Estimando que se deben hacer esfuerzos por sensibi-
lizar al público a fin de reducir el mercado de consu-
midores que lleva a la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía, y 
estimando también que es importante fortalecer la 
asociación mundial de todos los agentes, así como 
mejorar la represión a nivel nacional,

...

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de 
las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo 
a los fines de la protección y el desarrollo armonioso 
del niño,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la 
prostitución infantil y la pornografía infantil, de con-
formidad con lo dispuesto en el presente Protocolo.

Artículo 2

A los efectos del presente Protocolo:

a) 	Por venta de niños se entiende todo acto o tran-
sacción en virtud del cual un niño es transferi-
do por una persona o grupo de personas a otra 
a cambio de remuneración o de cualquier otra 
retribución;

b) 	Por prostitución infantil se entiende la utiliza-
ción de un niño en actividades sexuales a cambio 
de remuneración o de cualquier otra retribución;

c) 	Por pornografía infantil se entiende toda repre-
sentación, por cualquier medio, de un niño de-
dicado a actividades sexuales explícitas, reales 
o simuladas, o toda representación de las partes 
genitales de un niño con fines primordialmente 
sexuales.

Artículo 3

1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, 
como mínimo, los actos y actividades que a continua-
ción se enumeran queden íntegramente comprendi-
dos en su legislación penal, tanto si se han cometido 

dentro como fuera de sus fronteras, o si se han perpe-
trado individual o colectivamente:

a) 	En relación con la venta de niños, en el sentido 
en que se define en el artículo 2:

i) 	 Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier 
medio, un niño con fines de:

a. 	 Explotación sexual del niño;

b. 	Transferencia con fines de lucro de órga-
nos del niño;

c. 	 Trabajo forzoso del niño;

ii) 	Inducir indebidamente, en calidad de inter-
mediario, a alguien a que preste su consenti-
miento para la adopción de un niño en viola-
ción de los instrumentos jurídicos internacio-
nales aplicables en materia de adopción;

b) La oferta, posesión, adquisición o entrega de un 
niño con fines de prostitución, en el sentido en 
que se define en el artículo 2;

c) La producción, distribución, divulgación, impor-
tación, exportación, oferta, venta o posesión, con 
los fines antes señalados, de pornografía infantil, 
en el sentido en que se define en el artículo 2.

2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los 
Estados Partes, estas disposiciones se aplicarán tam-
bién en los casos de tentativa de cometer cualquiera 
de estos actos y de complicidad o participación en 
cualquiera de estos actos.

3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con pe-
nas adecuadas a su gravedad.

4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los 
Estados Partes adoptarán, cuando proceda, disposi-
ciones que permitan hacer efectiva la responsabili-
dad de personas jurídicas por los delitos enunciados 
en el párrafo 1 del presente artículo. Con sujeción a 
los principios jurídicos aplicables en el Estado Parte, 
la responsabilidad de las personas jurídicas podrá ser 
penal, civil o administrativa.

5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposi-
ciones legales y administrativas pertinentes para que 
todas las personas que intervengan en la adopción de 
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un niño actúen de conformidad con los instrumentos 
jurídicos internacionales aplicables.

Artículo 4

1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones nece-
sarias para hacer efectiva su jurisdicción con respec-
to a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 
3, cuando esos delitos se cometan en su territorio o a 
bordo de un buque o una aeronave que enarbolen su 
pabellón.

2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposicio-
nes necesarias para hacer efectiva su jurisdicción con 
respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del 
artículo 3 en los casos siguientes:

a) 	Cuando el presunto delincuente sea nacional 
de ese Estado o tenga residencia habitual en su 
territorio;

b) 	Cuando la víctima sea nacional de ese Estado.

3. Todo Estado Parte adoptará también las dispo-
siciones que sean necesarias para hacer efectiva su 
jurisdicción con respecto a los delitos antes señala-
dos cuando el presunto delincuente sea hallado en 
su territorio y no sea extraditado a otro Estado Parte 
en razón de haber sido cometido el delito por uno de 
susnacionales.

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo ex-
cluirá el ejercicio de la jurisdicción penal de confor-
midad con la legislación nacional.

Artículo 5

1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 
3 se considerarán incluidos entre los delitos que dan 
lugar a extradición en todo tratado de extradición 
celebrado entre Estados Partes, y se incluirán como 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado 
de extradición que celebren entre sí en el futuro, de 
conformidad con las condiciones establecidas en esos 
tratados.

2. El Estado Parte que subordine la extradición a 
la existencia de un tratado, si recibe de otro Estado 
Parte con el que no tiene tratado al respecto una 
solicitud de extradición, podrá invocar el presente 
Protocolo como base jurídica para la extradición res-
pecto de esos delitos. La extradición estará sujeta a 
las demás condiciones establecidas en la legislación 
del Estado requerido.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradi-
ción a la existencia de un tratado reconocerán que 
esos delitos dan lugar a la extradición entre esos 
Estados, con sujeción a las condiciones establecidas 
en la legislación del Estado requerido.

4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, 
se considerará que los delitos se han cometido no so-
lamente en el lugar donde ocurrieron sino también 
en el territorio de los Estados obligados a hacer efec-
tiva su jurisdicción con arreglo al artículo 4.

5. Si se presenta una solicitud de extradición respec-
to de uno de los delitos a que se refiere el párrafo 1 
del artículo 3 y el Estado requerido no la concede o 
no desea concederla en razón de la nacionalidad del 
autor del delito, ese Estado adoptará las medidas que 
correspondan para someter el caso a sus autoridades 
competentes a los efectos de su enjuiciamiento.

Artículo 6

1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia 
posible en relación con cualquier investigación, pro-
ceso penal o procedimiento de extradición que se 
inicie con respecto a los delitos a que se refiere el pá-
rrafo 1 del artículo 3, en particular asistencia para la 
obtención de todas las pruebas necesarias para esos 
procedimientos que obren en su poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que 
les incumban en virtud del párrafo 1 del presente ar-
tículo de conformidad con los tratados u otros acuer-
dos de asistencia judicial recíproca que existan entre 
ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los 
Estados Partes se prestarán dicha asistencia de con-
formidad con su legislación.
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Artículo 7

Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los 
Estados Partes:

a) 	Adoptarán medidas para incautar y confiscar, 
según corresponda:

i) 	 Los bienes tales como materiales, activos y 
otros medios utilizados para cometer o faci-
litar la comisión de los delitos a que se refiere 
el presente Protocolo;

ii) 	Las utilidades obtenidas de esos delitos;

b) 	Darán curso a las peticiones formuladas por 
otros Estados Partes para que se proceda a la in-
cautación o confiscación de los bienes o las utili-
dades a que se refiere el inciso i) del apartado a);

c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o defi-
nitivamente, los locales utilizados para cometer 
esos delitos.

Artículo 8

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas 
para proteger en todas las fases del proceso penal 
los derechos e intereses de los niños víctimas de las 
prácticas prohibidas por el presente Protocolo y, en 
particular, deberán:

a) 	Reconocer la vulnerabilidad de los niños vícti-
mas y adaptar los procedimientos de forma que 
se reconozcan sus necesidades especiales, in-
cluidas las necesidades especiales para declarar 
como testigos;

b) 	Informar a los niños víctimas de sus derechos, 
su papel, el alcance, las fechas y la marcha de las 
actuaciones y la resolución de la causa;

c) 	Autorizar la presentación y consideración de las 
opiniones, necesidades y preocupaciones de los 
niños víctimas en las actuaciones en que se vean 
afectados sus intereses personales, de una ma-
nera compatible con las normas procesales de la 
legislación nacional;

d) 	Prestar la debida asistencia durante todo el pro-
ceso a los niños víctimas;

e) 	Proteger debidamente la intimidad e identidad 
de los niños víctimas y adoptar medidas de con-
formidad con la legislación nacional para evitar 
la divulgación de información que pueda condu-
cir a la identificación de esas víctimas;

f) 	 Velar por la seguridad de los niños víctimas, así 
como por la de sus familias y los testigos a su fa-
vor, frente a intimidaciones y represalias;

g) 	Evitar las demoras innecesarias en la resolución 
de las causas y en la ejecución de las resoluciones 
o decretos por los que se conceda reparación a 
los niños víctimas

2. Los Estados Partes garantizarán que el hecho de 
haber dudas acerca de la edad real de la víctima no 
impida la iniciación de las investigaciones penales, 
incluidas las investigaciones encaminadas a determi-
nar la edad de la víctima.

3. Los Estados Partes garantizarán que en el trata-
miento por la justicia penal de los niños víctimas de 
los delitos enunciados en el presente Protocolo, la 
consideración primordial a que se atienda sea el inte-
rés superior del niño.

4. Los Estados Partes adoptarán medidas para ase-
gurar una formación apropiada, particularmente en 
los ámbitos jurídico y psicológico, de las personas 
que trabajen con víctimas de los delitos prohibidos 
en virtud del presente Protocolo.

5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, 
medidas para proteger la seguridad e integridad de 
las personas u organizaciones dedicadas a la preven-
ción o la protección y rehabilitación de las víctimas 
de esos delitos.

6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se en-
tenderá en perjuicio de los derechos del acusado a un 
juicio justo e imparcial, ni será incompatible con esos 
derechos.

Artículo 9

1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, apli-
carán y darán publicidad a las leyes, las medidas ad-
ministrativas, las políticas y los programas sociales, 
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destinados a la prevención de los delitos a que se 
refiere el presente Protocolo. Se prestará particular 
atención a la protección de los niños que sean espe-
cialmente vulnerables a esas prácticas.

2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización 
del público en general, incluidos los niños, median-
te la información por todos los medios apropiados y 
la educación y adiestramiento acerca de las medidas 
preventivas y los efectos perjudiciales de los delitos 
a que se refiere el presente Protocolo. Al cumplir las 
obligaciones que les impone este artículo, los Estados 
Partes alentarán la participación de la comunidad y, 
en particular, de los niños y de los niños víctimas, en 
tales programas de información, educación y adies-
tramiento, incluso en el plano internacional.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas po-
sibles con el fin de asegurar toda la asistencia apro-
piada a las víctimas de esos delitos, así como su plena 
reintegración social y su plena recuperación física y 
psicológica.

4. Los Estados Partes asegurarán que todos los ni-
ños víctimas de los delitos enunciados en el presente 
Protocolo tengan acceso a procedimientos adecua-
dos para obtener sin discriminación de las personas 
legalmente responsables, reparación por los daños 
sufridos.

5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesa-
rias para prohibir efectivamente la producción y pu-
blicación de material en que se haga publicidad a los 
delitos enunciados en el presente Protocolo.

Artículo 10

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
necesarias para fortalecer la cooperación interna-
cional mediante acuerdos multilaterales, regionales 
y bilaterales, para la prevención, la detección, la in-
vestigación, el enjuiciamiento y el castigo de los res-
ponsables de actos de venta de niños, prostitución 
infantil y utilización de niños en la pornografía o el 
turismo sexual. Los Estados Partes promoverán tam-
bién la cooperación internacional y la coordinación 

entre sus autoridades y las organizaciones no guber-
namentales nacionales e internacionales, así como 
las organizaciones internacionales.

2. Los Estados Partes promoverán la cooperación in-
ternacional en ayuda de los niños víctimas a los fines 
de su recuperación física y psicológica, reintegración 
social y repatriación.

3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento 
de la cooperación internacional con miras a luchar 
contra los factores fundamentales, como la pobreza y 
el subdesarrollo, que contribuyen a lavulnerabilidad 
de los niños a las prácticas de venta de niños, prosti-
tución infantil y utilización de niños en la pornogra-
fía o en el turismo sexual.

4. Los Estados Partes que estén en condiciones de 
hacerlo proporcionarán asistencia financiera, técnica 
o de otra índole, por conducto de los programas exis-
tentes en el plano multilateral, regional o bilateral o 
de otros programas.

Artículo 11

Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se en-
tenderá en perjuicio de cualquier disposición más 
propicia a la realización de los derechos del niño que 
esté contenida en:

a) 	La legislación de un Estado Parte;

b) 	El derecho internacional en vigor con respecto a 
ese Estado.

Artículo 12

1. En el plazo de dos años después de la entrada en 
vigor del Protocolo respecto de un Estado Parte, éste 
presentará al Comité de los Derechos del Niño un 
informe que contenga una exposición general de las 
medidas que haya adoptado para dar cumplimiento a 
las disposiciones del Protocolo.

2. Después de la presentación del informe general, 
cada Estado Parte incluirá en los informes que presen-
te al Comité de los Derechos del Niño, de conformi-
dad con el artículo 44 de la Convención, información 
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adicional sobre la aplicación del Protocolo. Los de-
más Estados Partes en el Protocolo presentarán un 
informe cada cinco años.

3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a 
los Estados Partes cualquier información pertinente 
sobre la aplicación del presente Protocolo.

Artículo 13

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de 
todo Estado que sea Parte en la Convención o la haya 
firmado.

2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y 
abierto a la adhesión de todo Estado que sea Parte en 
la Convención o la haya firmado. Los instrumentos 
de ratificación o de adhesión se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 14

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses 
después de la fecha en que haya sido depositado el 
décimo instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el 
presente Protocolo o se hayan adherido a él después 
de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en vigor 
un mes después de la fecha en que se haya depositado 
el correspondiente instrumento de ratificación o de 
adhesión.

Artículo 15

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente 
Protocolo en cualquier momento notificándolo por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará de ello a los demás Estados Partes 
en la Convención y a todos los Estados que hayan 
firmado la Convención. La denuncia surtirá efec-
to un año después de la fecha en que la notificación 
haya sido recibida por el Secretario General de las 
Naciones Unidas.

2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las 
obligaciones que le incumban en virtud del pre-
sente Protocolo respecto de todo delito que se haya 

cometido antes de la fecha en que aquélla surta efec-
to. La denuncia tampoco obstará en modo alguno 
para que el Comité prosiga el examen de cualquier 
asunto iniciado antes de esa fecha.

Artículo 16

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda 
y depositarla en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará 
la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidién-
doles que le notifiquen si desean que se convoque a 
una conferencia de Estados Partes con el fin de exa-
minar la propuesta y someterla a votación. Si dentro 
de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa no-
tificación un tercio, al menos, de los Estados Partes 
se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario 
General la convocará con el auspicio de las Naciones 
Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de 
los Estados Partes presentes y votantes en la confe-
rencia se someterá a la aprobación de la Asamblea 
General.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el 
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuan-
do haya sido aprobada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes.

3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obli-
gatorias para los Estados Partes que las hayan acep-
tado; los demás Estados Partes seguirán obligados 
por las disposiciones del presente Protocolo y por 
toda enmienda anterior que hubiesen aceptado.

Artículo 17

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente autén-
ticos, será depositado en los archivos de las Naciones 
Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas en-
viará copias certificadas del presente Protocolo a to-
dos los Estados Partes en la Convención y a todos los 
Estados que hayan firmado la Convención.



PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A UN 
PROCEDIMIENTO DE COMUNICACIONES (2011)

RATIFICACIÓN ARGENTINA por Ley 27.005 (2014)

Los Estados partes en el presente Protocolo,

Considerando que, de conformidad con los princi-
pios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, 
la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en 
el reconocimiento de la dignidad inherente a todos 
los miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables,

Observando que los Estados partes en la Convención 
sobre los Derechos del Niño (en adelante “la 
Convención”) reconocen los derechos enunciados en 
la Convención a todos los niños sujetos a su jurisdic-
ción sin discriminación alguna, independientemente 
de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la 
opinión política o de otra índole, el origen nacional, 
étnico o social, la posición económica, la discapa-
cidad, el nacimiento o cualquier otra condición del 
niño, de sus padres o de su tutor legal,

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, inter-
dependencia e interrelación de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales,

Reafirmando también la condición del niño como 
sujeto de derechos y ser humano con dignidad y con 
capacidades en evolución,

Reconociendo que la situación especial y de depen-
dencia de los niños les puede dificultar seriamente el 
ejercicio de recursos para reparar la violación de sus 
derechos,

Considerando que el presente Protocolo vendrá a re-
forzar y complementar los mecanismos nacionales y 
regionales al permitir a los niños denunciar la viola-
ción de sus derechos,

Reconociendo que el respeto del interés superior 
del niño deberá ser una consideración fundamental 
cuando se ejerzan recursos para reparar la violación 
de sus derechos, así como la necesidad de procedi-
mientos adaptados al niño en todas las instancias,

Alentando a los Estados partes a que establezcan me-
canismos nacionales apropiados para que los niños 
cuyos derechos hayan sido vulnerados tengan acceso 
a recursos efectivos en sus países,

Recordando la importante función que pueden des-
empeñar a ese respecto las instituciones nacionales 
de derechos humanos y otras instituciones especiali-
zadas competentes que tengan el mandato de promo-
ver y proteger los derechos del niño,

Considerando que, a fin de reforzar y complementar 
esos mecanismos nacionales y de mejorar la aplica-
ción de la Convención y, cuando sea el caso, de sus 
Protocolos facultativos relativos a la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía, y a la participación de niños en los con-
flictos armados, convendría facultar al Comité de los 
Derechos del Niño (en adelante “el Comité”) para 
que desempeñe las funciones previstas en el presente 
Protocolo,
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Han convenido en lo siguiente :

Parte I: Generalidades

Artículo 1: Competencia del Comité de los 
Derechos del Niño

1. Los Estados partes en el presente Protocolo reco-
nocen la competencia del Comité conforme a lo dis-
puesto en el presente Protocolo.

2. El Comité no ejercerá su competencia respecto de 
un Estado parte en el presente Protocolo en relación 
con la violación de los derechos establecidos en un 
instrumento en que dicho Estado no sea parte.

3. El Comité no recibirá ninguna comunicación que 
concierna a un Estado que no sea parte en el presente 
Protocolo.

Artículo 2: Principios generales que rigen las 
funciones del Comité

Al ejercer las funciones que le confiere el presente 
Protocolo, el Comité se guiará por el principio del 
interés superior del niño. También tendrá en cuenta 
los derechos y las opiniones del niño, y dará a esas 
opiniones el debido peso, en consonancia con la edad 
y la madurez del niño.

Artículo 3: Reglamento

1.El Comité aprobará el reglamento que habrá de 
aplicar en el ejercicio de las funciones que le confiere 
el presente Protocolo. Al hacerlo tendrá en cuenta, en 
particular, el artículo 2 del presente Protocolo, para 
garantizar que los procedimientos se adapten al niño.

2. El Comité incluirá en su reglamento salvaguardias 
para evitar que quienes actúen en nombre de niños 
los manipulen, y podrá negarse a examinar toda co-
municación que en su opinión no redunde en el inte-
rés superior del niño.

Artículo 4: Medidas de protección

1. Los Estados partes adoptarán todas las medidas 
que procedan para que las personas sujetas a su ju-
risdicción no sean objeto de ninguna violación de sus 
derechos humanos, maltrato o intimidación como 
consecuencia de haberse comunicado con el Comité 
o de haber cooperado con él de conformidad con el 
presente Protocolo.

2. No se revelará públicamente la identidad de nin-
guna persona o grupo de personas interesados sin su 
consentimiento expreso.

Parte II : Procedimiento de comunicaciones

Artículo 5: Comunicaciones individuales

1. Las comunicaciones podrán ser presentadas por, o 
en nombre de, personas o grupos de personas suje-
tas a la jurisdicción de un Estado parte que afirmen 
ser víctimas de una violación por el Estado parte de 
cualquiera de los derechos enunciados en cualquiera 
de los siguientes instrumentos en que ese Estado sea 
parte :

a) 	La Convención;

b) 	El Protocolo facultativo de la Convención relati-
vo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía;

c) 	El Protocolo facultativo de la Convención rela-
tivo a la participación de niños en los conflictos 
armados.

2. Cuando se presente una comunicación en nombre 
de una persona o un grupo de personas, se requerirá 
su consentimiento, a menos que el autor pueda jus-
tificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento.

Artículo 6: Medidas provisionales

1. El Comité, tras recibir una comunicación y antes 
de pronunciarse sobre la cuestión de fondo, podrá 
en cualquier momento dirigir al Estado parte de 
que se trate, para que este la estudie con urgencia, 
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la solicitud de que adopte las medidas provisionales 
que puedan ser necesarias en circunstancias excep-
cionales para evitar posibles daños irreparables a la 
víctima o las víctimas de la presunta violación.

2. El hecho de que el Comité ejerza la facultad discre-
cional que le confiere el párrafo 1 del presente artícu-
lo no entrañará juicio alguno sobre la admisibilidad 
ni sobre el fondo de la comunicación.

Artículo 7: Admisibilidad

El Comité declarará inadmisible toda comunicación 
que:

a) 	Sea anónima;

b) 	No se presente por escrito;

c) 	Constituya un abuso del derecho a presentar 
tales comunicaciones o sea incompatible con 
las disposiciones de la Convención y/o de sus 
Protocolos facultativos;

d) 	Se refiera a una cuestión que ya haya sido exami-
nada por el Comité o que haya sido o esté siendo 
examinada en virtud de otro procedimiento de 
investigación o arreglo internacional;

e) 	Se presente sin que se hayan agotado todos los 
recursos internos disponibles, salvo que la tra-
mitación de esos recursos se prolongue injustifi-
cadamente o que sea improbable que con ellos se 
logre una reparación efectiva;

f) 	 Sea manifiestamente infundada o no esté sufi-
cientemente fundamentada;

g) 	Se refiera a hechos sucedidos antes de la fecha 
de entrada en vigor del presente Protocolo para 
el Estado parte de que se trate, salvo que esos he-
chos hayan continuado produciéndose después 
de esa fecha;

h) 	No se haya presentado en el plazo de un año tras 
el agotamiento de los recursos internos, salvo en 
los casos en que el autor pueda demostrar que no 
fue posible presentarla dentro de ese plazo.

Artículo 8: Transmisión de la comunicación

1. A menos que el Comité considere que una comu-
nicación es inadmisible sin remisión al Estado par-
te interesado, el Comité pondrá en conocimiento de 
ese Estado parte, de forma confidencial y a la mayor 
brevedad, toda comunicación que se le presente con 
arreglo al presente Protocolo.

2. El Estado parte presentará al Comité por escrito 
explicaciones o declaraciones en las que se aclare la 
cuestión y se indiquen las medidas correctivas que se 
hayan adoptado, de ser ese el caso. El Estado parte 
presentará su respuesta a la mayor brevedad y dentro 
de un plazo de seis meses.

Artículo 9: Solución amigable

1. El Comité pondrá sus buenos oficios a disposición 
de las partes interesadas con miras a llegar a una so-
lución amigable de la cuestión sobre la base del respe-
to de las obligaciones establecidas en la Convención 
y/o en sus Protocolos facultativos.

2. El acuerdo en una solución amigable logrado bajo 
los auspicios del Comité pondrá fin al examen de la 
comunicación en el marco del presente Protocolo.

Artículo 10: Examen de las comunicaciones

1. El Comité examinará las comunicaciones que re-
ciba en virtud del presente Protocolo con la mayor 
celeridad posible y a la luz de toda la documenta-
ción que se haya puesto a su disposición, siempre 
que esa documentación sea transmitida a las partes 
interesadas.

2. El Comité examinará en sesión privada las comuni-
caciones que reciba en virtud del presente Protocolo.

3. Cuando el Comité haya solicitado medidas provi-
sionales, acelerará el examen de la comunicación.

4. Al examinar una comunicación en que se denun-
cien violaciones de derechos económicos, sociales o 
culturales, el Comité considerará hasta qué punto son 
razonables las medidas adoptadas por el Estado par-
te de conformidad con el artículo 4 de la Convención. 
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Al hacerlo, el Comité tendrá presente que el Estado 
parte puede adoptar toda una serie de posibles me-
didas de política para hacer efectivos los derechos 
económicos, sociales y culturales enunciados en la 
Convención.

5. Tras examinar una comunicación, el Comité hará 
llegar sin dilación a las partes interesadas su dicta-
men sobre la comunicación, junto con sus eventuales 
recomendaciones.

Artículo 11: Seguimiento

1. El Estado parte dará la debida consideración al 
dictamen del Comité, así como a sus eventuales reco-
mendaciones, y le enviará una respuesta por escrito 
que incluya información sobre las medidas que haya 
adoptado o tenga previsto adoptar a la luz del dic-
tamen y las recomendaciones del Comité. El Estado 
parte presentará su respuesta a la mayor brevedad y 
dentro de un plazo de seis meses.

2. El Comité podrá invitar al Estado parte a presentar 
más información sobre las medidas que haya adopta-
do en atención a su dictamen o sus recomendaciones, 
o en aplicación de un eventual acuerdo de solución 
amigable, incluso si el Comité lo considera proce-
dente, en los informes que presente ulteriormente de 
conformidad con el artículo 44 de la Convención, el 
artículo 12 del Protocolo facultativo de la Convención 
relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y 
la utilización de niños en la pornografía o el artículo 
8 del Protocolo facultativo de la Convención relativo 
a la participación de niños en los conflictos armados, 
según el caso.

Artículo 12: Comunicaciones entre Estados

1. Todo Estado parte en el presente Protocolo podrá 
declarar en cualquier momento que reconoce la com-
petencia del Comité para recibir y examinar comu-
nicaciones en que un Estado parte alegue que otro 
Estado parte no cumple las obligaciones dimanantes 
de cualquiera de los siguientes instrumentos en que 
ese Estado sea parte:

a) 	La Convención ;

b) 	El Protocolo facultativo de la Convención relati-
vo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía ;

c) 	El Protocolo facultativo de la Convención rela-
tivo a la participación de niños en los conflictos 
armados.

2. El Comité no admitirá comunicaciones que se re-
fieran a un Estado parte que no haya hecho esa decla-
ración, ni comunicaciones procedentes de un Estado 
parte que no haya hecho esa declaración.

3. El Comité pondrá sus buenos oficios a disposición 
de los Estados partes de que se trate con miras a lle-
gar a una solución amigable de la cuestión sobre la 
base del respeto de las obligaciones establecidas en la 
Convención y en sus Protocolos facultativos.

4. Los Estados partes depositarán la declaración pre-
vista en el párrafo 1 del presente artículo en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas, que 
remitirá copias de ella a los demás Estados partes. 
La declaración podrá retirarse en cualquier momen-
to mediante notificación al Secretario General. Dicho 
retiro se hará sin perjuicio del examen de asunto al-
guno que sea objeto de una comunicación ya trans-
mitida en virtud del presente artículo; después de 
que el Secretario General haya recibido la notifica-
ción correspondiente de retiro de la declaración, 
no se recibirán nuevas comunicaciones de ningún 
Estado parte en virtud del presente artículo, a menos 
que el Estado parte interesado haya hecho una nueva 
declaración.

Parte III: Procedimiento de investigación

Artículo 13: Procedimiento de investigación en 
caso de violaciones graves o sistemáticas

1. El Comité, si recibe información fidedigna que in-
dique violaciones graves o sistemáticas por un Estado 
parte de los derechos enunciados en la Convención o 
en sus Protocolos facultativos relativos a la venta de 
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niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía o a la participación de niños en los 
conflictos armados, invitará a ese Estado a colaborar 
en el examen de la información y, a esos efectos, a 
presentar sin dilación sus observaciones al respecto.

2. El Comité, teniendo en cuenta las observaciones 
que haya presentado el Estado parte de que se trate, 
así como cualquier otra información fidedigna que se 
haya puesto a su disposición, podrá designar a uno o 
más de sus miembros para que realicen una investi-
gación y le presenten un informe con carácter urgen-
te. Cuando se justifique, y con el consentimiento del 
Estado parte, la investigación podrá incluir una visita 
al territorio de este.

3. La investigación tendrá carácter confidencial, y se 
recabará la colaboración del Estado parte en todas 
las etapas del procedimiento.

4. Tras examinar las conclusiones de la investigación, 
el Comité las transmitirá sin dilación al Estado parte 
de que se trate, junto con las observaciones y reco-
mendaciones del caso.

5. El Estado parte interesado presentará sus propias 
observaciones al Comité lo antes posible, dentro de 
un plazo de seis meses contado a partir de la fecha 
en que reciba los resultados de la investigación y las 
observaciones y recomendaciones que le transmita el 
Comité.

6. Cuando hayan concluido las actuaciones relacio-
nadas con una investigación realizada de conformi-
dad con el párrafo 2 del presente artículo, el Comité, 
previa consulta con el Estado parte de que se trate, 
podrá decidir que se incluya un resumen de sus resul-
tados en el informe a que se refiere el artículo 16 del 
presente Protocolo.

7. Cada Estado parte podrá declarar, en el momento 
de firmar o ratificar el presente Protocolo o de adhe-
rirse a él, que no reconoce la competencia del Comité 
prevista en el presente artículo con respecto a los de-
rechos enunciados en algunos de los instrumentos 
enumerados en el párrafo 1, o en todos ellos.

8. El Estado parte que haya hecho una declaración 
conforme a lo dispuesto en el párrafo 7 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento me-
diante notificación dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas.

Artículo 14: Seguimiento del procedimiento de 
investigación

1. Transcurrido el plazo de seis meses que se indica 
en el artículo 13, párrafo 5, el Comité, de ser necesa-
rio, podrá invitar al Estado parte de que se trate a que 
lo informe de las medidas que haya adoptado y tenga 
previsto adoptar a raíz de una investigación realizada 
en virtud del artículo 13 del presente Protocolo.

2. El Comité podrá invitar al Estado parte a presen-
tar más información sobre cualquiera de las medidas 
que haya tomado a raíz de una investigación realiza-
da en virtud del artículo 13, incluso, si el Comité lo 
considera procedente, en los informes que presente 
ulteriormente de conformidad con el artículo 44 de 
la Convención, el artículo 12 del Protocolo facultativo 
de la Convención relativo a la venta de niños, la pros-
titución infantil y la utilización de niños en la porno-
grafía o el artículo 8 del Protocolo facultativo de la 
Convención relativo a la participación de niños en los 
conflictos armados, según el caso.

Parte IV -Disposiciones finales

Artículo 15: Asistencia y cooperación 
internacionales

1. El Comité, con el consentimiento del Estado par-
te de que se trate, podrá transmitir a los organismos 
especializados, fondos y programas y otros órganos 
competentes de las Naciones Unidas sus dictáme-
nes o recomendaciones acerca de las comunicacio-
nes e investigaciones en que se indique la necesidad 
de asistencia o asesoramiento técnico, junto con las 
eventuales observaciones y sugerencias del Estado 
parte sobre esos dictámenes o recomendaciones.
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2. El Comité también podrá señalar a la atención de 
esos órganos, con el consentimiento del Estado parte 
de que se trate, toda cuestión que se plantee en las 
comunicaciones examinadas en virtud del presen-
te Protocolo que pueda ayudarlos a pronunciarse, 
cada cual dentro de su esfera de competencia, sobre 
la convenienciade adoptar medidas internaciona-
les para ayudar a los Estados partes a hacer valer de 
forma más efectiva los derechos reconocidos en la 
Convención y/o en sus Protocolos facultativos.

Artículo 16: Informe a la Asamblea General

El Comité incluirá en el informe que presenta cada 
dos años a la Asamblea General de conformidad con 
el artículo 44, párrafo 5, de la Convención un resu-
men de las actividades que haya realizado con arreglo 
al presente Protocolo.

Artículo 17: Divulgación e información sobre el 
Protocolo facultativo

Cada Estado parte se compromete a dar a conocer 
ampliamente y divulgar el presente Protocolo, por 
medios eficaces y apropiados y en formatos asequi-
bles, tanto entre los adultos como entre los niños, in-
cluidos aquellos con discapacidad, así como a facili-
tar la consulta de información sobre los dictámenes y 
recomendaciones del Comité, en particular respecto 
de las cuestiones que le conciernan.

Artículo 18: Firma, ratificación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de 
todos los Estados que hayan firmado o ratificado la 
Convención o alguno de sus dos primeros Protocolos 
facultativos, o se hayan adherido a aquella o a alguno 
de estos.

2. El presente Protocolo estará sujeto a ratifica-
ción por cualquier Estado que haya ratificado la 
Convención o alguno de sus dos primeros Protocolos 
facultativos, o se haya adherido a aquella o a algu-
no de estos. Los instrumentos de ratificación serán 
depositados en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhe-
sión de todos los Estados que hayan ratificado la 
Convención o alguno de sus dos primeros Protocolos 
facultativos, o se hayan adherido a aquella o a alguno 
de estos.

4. La adhesión se hará efectiva mediante el depó-
sito del instrumento correspondiente en poder del 
Secretario General.

Artículo 19: Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses 
después de la fecha en que se deposite el décimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo 
o se adhiera a él después de haberse depositado el 
décimo instrumento de ratificación o de adhesión, el 
presente Protocolo entrará en vigor tres meses des-
pués de la fecha en que ese Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 20: Violaciones ocurridas después de 
la entrada en vigor

1. La competencia del Comité solo se extenderá a las 
violaciones por los Estados partes de cualquiera de 
los derechos enunciados en la Convención y/o en sus 
dos primeros Protocolos facultativos que ocurran con 
posterioridad a la fecha de entrada en vigor del pre-
sente Protocolo.

2. Si un Estado pasa a ser parte en el presente 
Protocolo después de su entrada en vigor, sus obli-
gaciones con respecto al Comité solo se extenderán 
a las violaciones de los derechos enunciados en la 
Convención y/o en sus dos primeros Protocolos fa-
cultativos que ocurran con posterioridad a la fecha 
de entrada en vigor del presente Protocolo para ese 
Estado.

Artículo 21: Enmiendas

1. Cualquier Estado parte podrá proponer enmien-
das al presente Protocolo y presentarlas al Secretario 
General de las Naciones Unidas, el cual comunicará 
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a los Estados partes las enmiendas propuestas y les 
pedirá que le notifiquen si desean que convoque una 
reunión de los Estados partes para examinar las pro-
puestas y tomar una decisión al respecto. Si, en el 
plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comu-
nicación, al menos un tercio de los Estados partes se 
declara en favor de la reunión, el Secretario General 
la convocará bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas. Las enmiendas adoptadas por una mayoría 
de los dos tercios de los Estados partes presentes y 
votantes serán sometidas por el Secretario General a 

la aprobación de la Asamblea General y, posterior-
mente, a la aceptación de todos los Estados partes.

2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas de confor-
midad con el párrafo 1 del presente artículo entrarán 
en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que 
el número de instrumentos de aceptación deposita-
dos equivalga a los dos tercios del número de Estados 
partes a la fecha de su adopción. Posteriormente, la 
enmienda entrará en vigor para cualquier Estado 
parte el trigésimo día después del depósito de su pro-
pio instrumento de aceptación. Las enmiendas solo 
tendrán fuerza obligatoria para los Estados partes 
que las hayan aceptado.

Artículo 22: Denuncia

1. Todo Estado parte podrá denunciar el presente 
Protocolo en cualquier momento mediante notifica-
ción por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia entrará en vigor un año después 
de la fecha en que el Secretario General reciba la 
notificación.

2. La denuncia se entenderá sin perjuicio de que 
se sigan aplicando las disposiciones del presente 
Protocolo a las comunicaciones presentadas en vir-
tud de los artículos 5 o 12 o de que continúen las in-
vestigaciones iniciadas en virtud del artículo 13 antes 
de la fecha efectiva de la denuncia.

Artículo 23: Depositario y notificación del 
Secretario General

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será 
el depositario del presente Protocolo.

2. El Secretario General notificará a todos los Estados:

a) 	Las firmas y ratificaciones del presente Protocolo 
y las adhesiones a él;

b) 	La fecha de entrada en vigor del presente 
Protocolo y de las enmiendas a él que se aprue-
ben en virtud del artículo 21;

c) 	Las denuncias que se reciban en virtud del 
artículo 22 del presente Protocolo.



CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES  
DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL  

DE MENORES (1980)

Ratificación Argentina por Ley 23.857 (1990)

Los Estados signatarios del presente Convenio.

Profundamente convencidos de que los intereses del 
menor son de una importancia primordial para todas 
las cuestiones relativas a su custodia.

Deseosa de proteger al menor en el plano internacio-
nal, de los efectos perjudiciales que podría ocasionar-
le un traslado o una retención ilícita, y de establecer 
los procedimientos que permitan garantizar la resti-
tución inmediata del menor al Estado en que tenga 
su residencia habitual, así como de asegurar la pro-
tección del derecho de visita.

Han acordado concluir un Convenio a estos efectos, y 
convienen en las siguientes disposiciones:

CAPÍTULO I. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL 
CONVENIO

Artículo 1

La finalidad del presente Convenio será la siguiente:

a) 	garantizar la restitución inmediata de los meno-
res trasladados o retenidos de manera ilícita en 
cualquier Estado contratante;

b) 	velar por que los derechos de custodia y de visita 
vigentes en uno de los Estados contratantes se 
respeten en los demás Estados contratantes.

Artículo 2

Los Estados contratantes adoptarán todas las medi-
das apropiadas para garantizar que se cumplan en 
sus territorios respectivos los objetivos del Convenio. 
Para ello deberán recurrir a los procedimientos de 
urgencia de que dispongan.

Artículo 3

El traslado o la retención de un menor se considera-
rán ilícitos:

a) 	Cuando se hayan producido con infracción de un 
derecho de custodia atribuido, separada o con-
juntamente, a una persona, a una institución, o 
a cualquier otro organismo, con arreglo al dere-
cho vigente en el Estado en que el menor tenía su 
residencia habitual inmediatamente antes de su 
traslado o retención; y

b) 	Cuando este derecho se ejercía en forma efecti-
va, separada o conjuntamente, en el momento 
del traslado o de la retención, o se habría ejer-
cido de no haberse producido dicho traslado o 
retención.

El derecho de custodia mencionado en a) puede re-
sultar, en particular, de una atribución de plano de-
recho, de una decisión judicial o administrativa, o de 
un acuerdo vigente según el derecho de dicho Estado.
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Artículo 4

El Convenio se aplicará a todo menor que haya tenido 
su residencia habitual en un Estado contratante in-
mediatamente antes de la infracción de los derechos 
de custodia o de visita. El Convenio dejará de aplicar-
se cuando el menor alcance la edad de 16 años.

Artículo 5

A los efectos del presente Convenio:

a) 	El “derecho de custodia” comprenderá el dere-
cho relativo al cuidado de la persona del menor 
y, en particular, el de decidir sobre su lugar de 
residencia;

b) 	El “derecho de visita” comprenderá el derecho 
de llevar al menor, por un período de tiempo 
limitado, a otro lugar diferente a aquel en que 
tiene su residencia habitual.

CAPÍTULO II. AUTORIDADES CENTRALES

Artículo 6

Cada uno de los Estados contratantes designará una 
Autoridad Central encargada del cumplimiento de 
las obligaciones que le impone el Convenio.

Los Estados federales, los Estados en que estén vigen-
tes más de un sistema de derecho, o los Estados que 
cuenten con organizaciones territoriales autónomas, 
tendrán libertad para designar más de una Autoridad 
Central y para especificar la extensión territorial 
de los poderes de cada una de estas autoridades. El 
Estado que haga uso de esta facultad designará la 
Autoridad Central a la que deban dirigirse las solici-
tudes, con el fin de que las transmita a la Autoridad 
Central competente en dicho Estado.

Artículo 7

Las Autoridades Centrales deberán colaborar entre 
sí y promover la colaboración ente las autoridades 
competentes en sus respectivos Estados, con el fin de 

garantizar la restitución inmediata de los menores y 
para conseguir el resto de los objetivos del presente 
Convenio.

Deberán adoptar, en particular, ya sea directamen-
te o a través de un intermediario, todas las medidas 
apropiadas que permitan:

a) 	Localizar a los menores trasladados o retenidos 
de manera ilícita;

b) 	prevenir que el menor sufra mayores daños o 
que resulten perjudicadas las partes interesadas, 
par lo cual adoptarán o harán que se adopten 
medidas provisionales;

c) 	garantizar la restitución voluntaria del menor o 
facilitar una solución amigable.

d) 	intercambiar información relativa a la situación 
social del menor, si se estima conveniente;

e) 	facilitar información general sobre la Legislación 
de su país relativa a la aplicación del Convenio;

f) 	 incoar o facilitar la apertura de un procedimien-
to judicial o administrativo, con el objeto de 
conseguir la restitución del menor y, en su caso, 
permitir que se organice o se ejerza de manera 
efectiva el derecho de visita;

g) 	conceder o facilitar, según el caso, la obtención 
de asistencia judicial y jurídica, incluida la parti-
cipación de un abogado;

h) 	garantizar, desde el punto de vista administra-
tivo, la restitución del menor sin peligro, si ello 
fuese necesario y apropiado;

i) 	 mantenerse mutuamente informadas sobre la 
aplicación del presente Convenio y eliminar, en 
la medida de lo posible, los obstáculos que pue-
dan oponerse a dicha aplicación.

CAPÍTULO III. RESTITUCIÓN DEL MENOR

Artículo 8

Toda persona, institución u organismo que sostenga 
que un menor ha sido objeto de traslado o retención 
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con infracción del derecho de custodia, podrá dirigir-
se a la Autoridad Central de la residencia habitual del 
menor, o a la de cualquier otro Estado contratante, 
para que con su asistencia quede garantizada la res-
titución del menor.

La solicitud incluirá:

a) 	información relativa a la identidad del deman-
dante, del menor y de la persona que se alega 
que ha sustraído o retenido al menor.

b) 	la fecha de nacimiento del menor, cuando sea 
posible obtenerla;

c) 	 los motivos en que se basa el demandante para 
reclamar la restitución del menor;

d) 	toda la información disponible relativa a la loca-
lización del menor y la identidad de las personas 
con la que se supone que está el menor;

La demanda podrá ir acompañada o complementada 
por:

e) 	una copia legalizada de toda decisión o acuerdo 
pertinentes;

f) 	 una certificación o declaración jurada expedida 
por una Autoridad Central o por otra autoridad 
competente del Estado donde el menor tenga su 
residencia habitual o por una persona calificada 
con respecto al derecho vigente en esta materia 
de dicho Estado;

g) 	cualquier otro documento pertinente.

Artículo 9

Si la Autoridad Central que recibe una demanda en 
virtud de lo dispuesto en el Artículo 8º tiene razones 
para creer que el menor se encuentra en otro Estado 
contratante, transmitirá la demanda directamente y 
sin demora a la Autoridad Central de ese Estado con-
tratante e informará a la Autoridad Central requiren-
te, o en su caso al demandante.

Artículo 10

La Autoridad Central del estado donde se encuentre 
el menor adoptará o hará que se adopten todas las 

medidas adecuadas tendientes a conseguir la restitu-
ción voluntaria del menor.

Artículo 11

Las autoridades judiciales o administrativas de los 
Estados contratantes actuarán con urgencia en los 
procedimientos para la restitución de los menores.

Si la autoridad judicial o administrativa competente 
no hubiera llegado a una decisión en el plazo de seis 
semanas a partir de la fecha de iniciación de los pro-
cedimientos el demandante o la Autoridad Central 
del Estado requerido por iniciativa propia o a instan-
cias de la Autoridad Central del Estado requirente 
tendrá derecho a pedir una declaración sobre las ra-
zones de la demora.

Si la Autoridad Central del Estado requerido reci-
biera una respuesta, dicha autoridad la transmitirá 
a la Autoridad Central del Estado requirente o, en su 
caso, al demandante.

Artículo 12

Cuando un menor haya sido trasladado o retenido 
ilícitamente en el sentido previsto en el Artículo 3º 
y, en la fecha de la iniciación del procedimiento ante 
la autoridad judicial o administrativa del Estado con-
tratante donde se halle el menor, hubiera transcurri-
do un período inferior a un año desde el momento 
en que se produjo el traslado o retención ilícitos, la 
autoridad competente ordenará la restitución inme-
diata del menor.

La autoridad judicial o administrativa, aún en el caso 
de que se hubieren iniciado los procedimientos des-
pués de la expiración del plazo de un año a que se 
hace referencia en el párrafo precedente, ordenará 
asimismo la restitución del menor salvo que quede 
demostrado que el menor ha quedado integrado en 
su nuevo medio.

Cuando la autoridad judicial o administrativa del 
Estado requerido tenga razones para creer que 
el menor ha sido trasladado a otro Estado, podrá 



56pensarjusbaires 
SEPTIEMBRE 2015

PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA 
CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

suspender el procedimiento o rechazar la demanda 
de restitución del menor.

Artículo 13

No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, la 
autoridad judicial o administrativa del Estado reque-
rido no está obligada a ordenar la restitución del me-
nor si la persona, institución u otro organismo que se 
opone a su restitución demuestra que:

a) 	la persona, institución u organismo que se hu-
biera hecho cargo de la persona del menor no 
ejercía de modo efectivo el derecho de custodia 
en el momento en que fue trasladado o retenido 
o había consentido o posteriormente aceptado el 
traslado o retención; o

b) 	existe un grave riesgo de que la restitución del 
menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o 
que de cualquier otra manera ponga al menor en 
una situación intolerable.

La autoridad judicial o administrativa podrá asi-
mismo negarse a ordenar la restitución del menor si 
comprueba que el propio menor se opone a su resti-
tución, cuando el menor haya alcanzado una edad y 
un grado de madurez en que resulta apropiado tener 
en cuenta sus opiniones.

Al examinar las circunstancias a que se hace referen-
cia en el presente artículo, las autoridades judiciales 
y administrativas tendrán en cuenta la información 
que sobre la situación social del menor, proporcione 
la Autoridad Central u otra autoridad competente del 
lugar de residencia habitual del menor.

Artículo 14

Para determinar la existencia de un traslado o de una 
retención ilícitos en el sentido del Artículo 3º, las 
autoridades judiciales o administrativas del Estado 
requerido podrán tener en cuenta directamente la le-
gislación y las decisiones judiciales o administrativas, 
ya sean reconocidas formalmente o no en el Estado 
de la residencia habitual del menor, sin tener que re-
currir a procedimientos concretos para probar la vi-
gencia de esa legislación o para el reconocimiento de 

las decisiones extranjeras que de lo contrario serían 
aplicables.

Artículo 15

Las autoridades judiciales o administrativas de un 
Estado contratante, antes de emitir una orden para 
la restitución del menor podrán pedir que el deman-
dante obtenga de las autoridades del Estado de resi-
dencia habitual del menor una decisión o una certi-
ficación que acredite que el traslado o retención del 
menor era lícito en el sentido previsto en el Artículo 
3º del Convenio, siempre que la mencionada decisión 
o certificación pueda obtenerse en dicho Estado.

Las Autoridades Centrales de los Estados contratan-
tes harán todo lo posible por prestar asistencia a los 
demandantes para que obtengan una decisión o cer-
tificación de esa clase.

Artículo 16

Después de haber sido informadas de un traslado o 
retención ilícitos de un menor en el sentido previsto 
en el Artículo 3º, las autoridades judiciales o admi-
nistrativas del Estado contratante adonde haya sido 
trasladado el menor o donde esté retenido ilícita-
mente, no decidirán sobre la cuestión de fondo de 
los derechos de custodia hasta que se haya determi-
nado que no se reúnen las condiciones del presente 
Convenio para la restitución del menor o hasta que 
haya transcurrido un período de tiempo razonable 
sin que se haya presentado una demanda en virtud 
de este Convenio.

Artículo 17

El solo hecho de que se haya dictado una decisión 
relativa a la custodia del menor o que esa decisión 
pueda ser reconocida en el Estado requerido no po-
drá justificar la negativa para restituir a un menor 
conforme a lo dispuesto en el presente Convenio, 
pero las autoridades judiciales o administrativas del 
Estado requerido podrán tener en cuenta los motivos 
de dicha decisión al aplicar el presente Convenio.
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Artículo 18

Las disposiciones del presente capítulo no limitarán 
las facultades de una autoridad judicial o administra-
tiva para ordenar la restitución del menor en cual-
quier momento.

Artículo 19

Una decisión adoptada en virtud del presente 
Convenio sobre la restitución del menor no afectará 
la cuestión de fondo del derecho de custodia.

Artículo 20

La restitución del menor conforme a lo dispuesto en 
el Artículo 12 podrá denegarse cuando no lo permitan 
los principios fundamentales del Estado requerido 
en materia de protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales.

CAPÍTULO IV. DERECHO DE VISITA

Artículo 21

Una demanda que tenga como fin la organización o 
la garantía del ejercicio efectivo de los derechos de 
visita podrá presentarse a las Autoridades Centrales 
de los Estados contratantes, en la misma forma que 
la demanda para la restitución del menor.

Las Autoridades Centrales estarán sujetas a las obli-
gaciones de cooperación establecidas en el Artículo 
7º para asegurar el ejercicio pacífico de los derechos 
de visita y el cumplimiento de todas las condiciones a 
que pueda estar sujeto el ejercicio de esos derechos. 
Las Autoridades Centrales adoptarán las medidas ne-
cesarias para eliminar, en la medida de lo posible, to-
dos los obstáculos para el ejercicio de esos derechos.

Las Autoridades Centrales, directamente o por vía 
de intermediarios, podrán incoar procedimientos o 
favorecer su incoación con el fin de organizar o pro-
teger dichos derechos y asegurar el cumplimiento de 

las condiciones a que pudiera estar sujeto el ejercicio 
de los mismos.

CAPÍTULO V. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22

No podrá exigirse ninguna fianza ni depósito, cual-
quiera que sea la designación que se le dé, para ga-
rantizar el pago de las costas y gastos de los procedi-
mientos judiciales o administrativos previstos en el 
Convenio.

Artículo 23

No se exigirá, en el contexto del presente Convenio, 
ninguna legalización ni otras formalidades análogas.

Artículo 24

Toda demanda, comunicación u otro documento que 
se envíe a la Autoridad Central del Estado requerido 
se remitirá en el idioma de origen e irá acompañado 
de una traducción al idioma oficial o a uno de los idio-
mas oficiales del Estado requerido o, cuando esto no 
sea factible, de una traducción al francés o al inglés.

No obstante, un Estado contratante, mediante la 
formulación de una reserva conforme a lo dispues-
to en el Artículo 42, podrá oponerse a la utilización 
del francés o del inglés, pero no de ambos idiomas, 
en toda demanda, comunicación u otros documentos 
que se envíen a su Autoridad Central.

Artículo 25

Los nacionales de los Estados contratantes y las per-
sonas que residen habitualmente en esos Estados 
tendrán derecho en todo lo referente a la aplicación 
del presente Convenio, a la asistencia judicial y al ase-
soramiento jurídico en cualquier otro Estado contra-
tante en las mismas condiciones que si fueran nacio-
nales y residieran habitualmente en ese otro Estado.
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Artículo 26

Cada Autoridad Central sufragará sus propios gastos 
en la aplicación del presente Convenio.

Las Autoridades Centrales y otros servicios públicos 
de los Estados contratantes no impondrán cantidad 
alguna en relación con las demandas presentadas 
en virtud de lo dispuesto en el presente Convenio ni 
exigirán al demandante ningún pago por las costas 
y gastos del proceso ni, dado el caso, por los gastos 
derivados de la participación de un abogado o asesor 
jurídico. No obstante, se les podrá exigir el pago de 
los gastos originados o que vayan a originarse por la 
restitución del menor.

Sin embargo, un Estado contratante, mediante la for-
mulación de una reserva conforme a lo dispuesto en 
el Artículo 42, podrá declarar que no estará obligado 
a asumir ningún gasto de los mencionados en el pá-
rrafo precedente que se deriven de la participación de 
un abogado o asesores jurídicos o del proceso judi-
cial, excepto en la medida que dichos gastos puedan 
quedar cubiertos por su sistema de asistencia judicial 
y asesoramiento jurídico.

Al ordenar la restitución de un menor o al expedir 
una orden relativa a los derechos de visita conforme a 
lo dispuesto en el presente Convenio, las autoridades 
judiciales o administrativas podrán disponer, dado el 
caso, que la persona que trasladó o que retuvo al me-
nor o que impidió el ejercicio del derecho de visita, 
pague los gastos necesarios en que haya incurrido el 
demandante o en que se haya incurrido en su nom-
bre, incluidos los gastos de viajes, todos los costos o 
pagos efectuados para localizar al menor, las costas 
de la representación judicial del demandante y los 
gastos de la restitución del menor.

Artículo 27

Cuando se ponga de manifiesto que no se han cum-
plido las condiciones requeridas en el presente 
Convenio o que la demanda carece de fundamento, 
una Autoridad Central no estará obligada a acep-
tar la demanda. En este caso, la Autoridad Central 

informará inmediatamente sus motivos al deman-
dante o a la Autoridad Central por cuyo conducto se 
haya presentado la demanda, según el caso.

Artículo 28

Una Autoridad Central podrá exigir que la demanda 
vaya acompañada de una autorización por escrito 
que le confiera poderes para actuar por cuenta del 
demandante, o para designar un representante habi-
litado para actuar en su nombre.

Artículo 29

El presente Convenio no excluirá que cualquier per-
sona, institución u organismo que pretenda que ha 
habido una violación del derecho de custodia o de los 
derechos de visita en el sentido previsto en los artícu-
los 3º ó 21, reclame directamente ante las autorida-
des judiciales o administrativas de un Estado contra-
tante, conforme o no a las disposiciones del presente 
Convenio.

Artículo 30

Toda demanda presentada a las Autoridades 
Centrales o directamente a las autoridades judiciales 
o administrativas de un Estado contratante de con-
formidad con los términos del presente Convenio, 
junto con los documentos o cualquier otra informa-
ción que la acompañen o que haya proporcionado 
una Autoridad Central será admisible ante los tribu-
nales o ante las autoridades administrativas de los 
Estados contratantes.

Artículo 31

Cuando se trate de un Estado que en materia de cus-
todia de menores tenga dos o más sistemas de de-
recho aplicables en unidades territoriales diferentes:

a) 	toda referencia a la residencia habitual en dicho 
Estado, se interpretará que se refiere a la resi-
dencia habitual en una unidad territorial de ese 
Estado.
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b) 	toda referencia a la ley del Estado de residencia 
habitual, se interpretará que se refiere a la ley de 
la unidad territorial del Estado donde resida ha-
bitualmente el menor.

Artículo 32

Cuando se trate de un Estado que en materia de cus-
todia de menores tenga dos o más sistemas de de-
recho aplicables a diferentes categorías de personas, 
toda referencia a la ley de ese Estado se interpretará 
que se refiere al sistema de derecho especificado por 
la ley de dicho Estado.

Artículo 33

Un Estado en el que las diferentes unidades territo-
riales tengan sus propias normas jurídicas respecto a 
la custodia de menores, no estará obligado a aplicar 
el presente Convenio cuando no esté obligado a apli-
carlo un Estado que tenga un sistema unificado de 
derecho.

Artículo 34

El presente Convenio tendrá prioridad en las cues-
tiones incluidas en su ámbito de aplicación sobre el 
“Convenio del 5 de octubre de 1961 relativo a la com-
petencia de las autoridades y a la ley aplicable en ma-
teria de protección de menores”, entre los Estados 
partes en ambos Convenios.

Por lo demás el presente Convenio no restringirá la 
aplicación de un instrumento internacional en vigor 
entre el Estado de origen y el Estado requerido ni la 
invocación de otras normas jurídicas del Estado re-
querido, para obtener la restitución de un menor que 
haya sido trasladado o retenido ilícitamente o para 
organizar el derecho de visita.

Artículo 35

El presente Convenio sólo se aplicará entre los 
Estados contratantes en los casos de traslados o re-
tenciones ilícitos ocurridos después de su entrada en 
vigor en esos Estados.

Si se hubiera formulado una declaración conforme 
a lo dispuesto en los artículos 39 ó 40, la referen-
cia a un Estado contratante que figura en el párrafo 
precedente se entenderá que se refiere a la unidad o 
unidades territoriales a las que se aplica el presente 
Convenio.

Artículo 36

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio im-
pedirá que dos o más Estados contratantes, con el 
fin de limitar las restricciones a las que podría estar 
sometida la restitución del menor, acuerden mutua-
mente la derogación de algunas de las disposiciones 
del presente Convenio que podrían implicar esas 
restricciones.

CAPÍTULO VI. CLÁUSULAS FINALES

Artículo 37

El Convenio estará abierto a la firma de los Estados 
que fueron Miembros de la Conferencia de La Haya 
sobre el Derecho Internacional Privado en su decimo-
cuarto período de sesiones. Será ratificado, aceptado 
o aprobado, y los instrumentos de ratificación, acep-
tación o aprobación se depositarán ante el Ministerio 
de Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos.

Artículo 38

Cualquier otro Estado podrá adherir al Convenio.

El instrumento de adhesión será depositado ante el 
Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los 
Países Bajos.

Para el Estado que adhiera al Convenio, éste entrará 
en vigor el primer día del tercer mes calendario des-
pués del depósito de su instrumento de adhesión.

La adhesión tendrá efecto sólo para las relaciones 
entre el Estado que adhiera y aquellos Estados con-
tratantes que hayan declarado aceptar esta adhesión. 
Esta declaración habrá de ser formulada asimismo 
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por cualquier Estado miembro que ratifique, acep-
te o apruebe el Convenio después de una adhesión. 
Dicha declaración será depositada ante el Ministerio 
de Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos; 
este Ministerio enviará por vía diplomática una copia 
certificada a cada uno de los Estados contratantes.

El Convenio entrará en vigor entre el Estado que ad-
hiere y el Estado que haya declarado que acepta esa 
adhesión el primer día del tercer mes calendario des-
pués del depósito de la declaración de aceptación.

Artículo 39

Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, podrá declarar 
que el Convenio extenderá al conjunto de los territo-
rios que representa en el plano internacional, o sólo a 
uno o varios de esos territorios. Esta declaración ten-
drá efecto en el momento en que el Convenio entre en 
vigor para dicho Estado.

Esa declaración, así como toda extensión posterior, 
será notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores de 
los Países Bajos.

Artículo 40

Si un Estado contratante tiene dos o más unidades 
territoriales en las que se aplican sistemas de derecho 
distintos en relación con las materias de que trata el 
presente Convenio, podrá declarar, en el momento 
de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, que el presente Convenio se aplicará a to-
das sus unidades territoriales o sólo a una o varias de 
ellas y podrá modificar esta declaración en cualquier 
momento, para lo que habrá de formular una nueva 
declaración.

Estas declaraciones se notificarán al Ministerio de 
Relaciones Exteriores de los Países Bajos y se indica-
rá en ellas expresamente, las unidades territoriales a 
las que se aplica el presente Convenio.

Artículo 41

Cuando un Estado contratante tenga un sistema de 
gobierno en el cual los poderes ejecutivo, judicial y 
legislativo estén distribuidos entre las Autoridades 
Centrales y otras autoridades dentro de dicho 
Estado, la firma, ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión del presente Convenio, o la formulación 
de cualquier declaración conforme a lo dispuesto en 
el Artículo 40, no implicará consecuencia alguna en 
cuanto a la distribución interna de los poderes en di-
cho Estado.

Artículo 42

Cualquier Estado podrá formular una o las dos reser-
vas previstas en el Artículo 24 y en el tercer párrafo 
del Artículo 26, a más tardar en el momento de la ra-
tificación, aceptación, aprobación o adhesión o en el 
momento de formular una declaración conforme a lo 
dispuesto en los artículos 39 ó 40. No se permitirá 
ninguna otra reserva.

Cualquier Estado podrá retirar en cualquier momen-
to una reserva que hubiera formulado. El retiro será 
notificado al Ministerio de Relaciones Exteriores del 
Reino de los Países Bajos.

La reserva dejará de tener efecto el primer día del 
tercer mes calendario después de las notificaciones a 
que se hace referencia en el párrafo precedente.

Artículo 43

El Convenio entrará en vigor el primer día del tercer 
mes calendario después del depósito del tercer ins-
trumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión a que se hace referencia en los artículos 37 
y 38.

En adelante el Convenio entrará en vigor:

1. 	 Para cada Estado que lo ratifique, acepte, aprue-
be o adhiera con posterioridad, el primer día del 
tercer mes calendario después del depósito de su 
instrumento de ratificación, aceptación, aproba-
ción o adhesión:
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2. 	Para los territorios o unidades territoriales a los 
que se haya extendido el Convenio de conformi-
dad con el Artículo 39 ó 40, el primer día del ter-
cer mes calendario después de la notificación a 
que se hace referencia en esos artículos.

Artículo 44

El Convenio permanecerá en vigor durante cinco 
años a partir de la fecha de su entrada en vigor de 
conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo 
del Artículo 43, incluso para los Estados que con pos-
terioridad lo hubieran ratificado, aceptado, aprobado 
o adherido. Si no hubiera denuncia se renovará táci-
tamente cada cinco años.

Toda denuncia será notificada al Ministerio de 
Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos, por 
lo menos, seis meses antes de la expiración del plazo 
de cinco años. La denuncia podrá limitarse a deter-
minados territorios o unidades territoriales a los que 
se aplica el Convenio.

La denuncia tendrá efectos sólo respecto al Estado 
que la hubiera notificado. El Convenio permanecerá 
en vigor para los demás Estados contratantes.

Artículo 45

El Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los 
Países Bajos notificará a los Estados Miembros de la 
Conferencia y a los Estados que hayan adherido de 
conformidad con lo dispuesto en el Artículo 33 lo 
siguiente:

1) 	 las firmas y ratificaciones, aceptaciones y apro-
baciones a que hace referencia el Artículo 37.

2) 	las adhesiones a que hace referencia el Artículo 
33.

3) 	la fecha en que el Convenio entre en vigor con-
forme a lo dispuesto en el Artículo 43.

4) 	las extensiones a que hace referencia el Artículo 
39.

5) 	las declaraciones mencionadas en los artículos 
38 y 40.

6) 	las reservas previstas en el Artículo 24 y en el 
tercer párrafo del Artículo 26, y los retiros pre-
vistos en el Artículo 42.

7) 	las denuncias previstas en el Artículo 44.

EN FE DE LO CUAL, los infrascriptos, debidamen-
te autorizados para ello, han firmado el presente 
Convenio.



REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE 

MENORES (REGLAS DE BEIJING) (1984)

PRIMERA PARTE. PRINCIPIOS GENERALES

1. Orientaciones fundamentales

Los Estados Miembros procurarán, en consonancia 
con sus respectivos intereses generales, promover el 
bienestar del menor y de su familia.

Los Estados Miembros se esforzarán por crear condi-
ciones que garanticen al menor una vida significativa 
en la comunidad fomentando, durante el período de 
edad en que el menor es más propenso a un compor-
tamiento desviado, un proceso de desarrollo perso-
nal y educación lo más exento de delito y delincuen-
cia posible.

Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin 
de reducir la necesidad de intervenir con arreglo a la 
ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y 
equitativo al menor que tenga problemas con la ley, 
se concederá la debida importancia a la adopción de 
medidas concretas que permitan movilizar plena-
mente todos los recursos disponibles, con inclusión 
de la familia, los voluntarios y otros grupos de carác-
ter comunitario, así como las escuelas y otras institu-
ciones de la comunidad.

La justicia de menores se ha de concebir como una 
parte integrante del proceso de desarrollo nacional 
de cada país y deberá administrarse en el marco ge-
neral de justicia social para todos los menores, de 

manera que contribuya a la protección de los jóvenes 
y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.

Las presentes Reglas se aplicarán según el contex-
to de las condiciones económicas, sociales y cultu-
rales que predominen en cada uno de los Estados 
Miembros.

Los servicios de justicia de menores se perfecciona-
rán y coordinarán sistemáticamente con miras a ele-
var y mantener la competencia de sus funcionarios, e 
incluso los métodos, enfoques y actitudes adoptados.

2. Alcance de las Reglas y definiciones 
utilizadas 

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continua-
ción se aplicarán a los menores delincuentes con im-
parcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición.

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados 
Miembros aplicarán las definiciones siguientes en 
forma compatible con sus respectivos sistemas y con-
ceptos jurídicos:

	 Menor es todo niño o joven que, con arreglo al 
sistema jurídico respectivo, puede ser castigado 
por un delito en forma diferente a un adulto;
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	 Delito es todo comportamiento (acción u omi-
sión) penado por la ley con arreglo al sistema 
jurídico de que se trate; y

	 Menor delincuente es todo niño o joven al que 
se ha imputado la comisión de un delito o se le 
ha considerado culpable de la comisión de un 
delito.

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará pro-
mulgar un conjunto de leyes, normas y disposiciones 
aplicables específicamente a los menores delincuen-
tes, así como a los órganos e instituciones encargados 
de las funciones de administración de la justicia de 
menores, conjunto que tendrá por objeto:

	 Responder a las diversas necesidades de los me-
nores delincuentes, y al mismo tiempo proteger 
sus derechos básicos;

	 Satisfacer las necesidades de la sociedad;

	 Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que 
se enuncian a continuación.

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las 
Reglas 

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no 
sólo se aplicarán a los menores delincuentes, sino 
también a los menores que puedan ser procesados 
por realizar cualquier acto concreto que no sea pu-
nible tratándose del comportamiento de los adultos.

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios 
contenidos en las Reglas a todos los menores com-
prendidos en los procedimientos relativos a la aten-
ción al menor y a su bienestar.

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los 
principios contenidos en las Reglas a los delincuentes 
adultos jóvenes. 

4. Mayoría de edad penal 

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el 
concepto de mayoría de edad penal con respecto 
a los menores, su comienzo no deberá fijarse a una 
edad demasiado temprana habida cuenta de las 

circunstancias que acompañan a la madurez emocio-
nal, mental e intelectual.

5. Objetivos de la justicia de menores 

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié 
en el bienestar de éstos y garantizará que cualquier 
respuesta a los menores delincuentes será en todo 
momento proporcionada a las circunstancias del de-
lincuente y del delito.

6. Alcance de las facultades discrecionales 

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades espe-
ciales de los menores, así como de la diversidad de 
medidas disponibles, se facultará un margen sufi-
ciente para el ejercicio de facultades discrecionales 
en las diferentes etapas de los juicios y en los distin-
tos niveles de la administración de justicia de meno-
res, incluidos los de investigación, procesamiento, 
sentencia y de las medidas complementarias de las 
decisiones.

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida 
competencia en todas las fases y niveles en el ejer-
cicio de cualquiera de esas facultades discrecionales.

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar 
especialmente preparados o capacitados para hacerlo 
juiciosamente y en consonancia con sus respectivas 
funciones y mandatos.

7. Derechos de los menores 

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán ga-
rantías procesales básicas tales como la presunción 
de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusa-
ciones, el derecho a no responder, el derecho al ase-
soramiento, el derecho a la presencia de los padres o 
tutores, el derecho a la confrontación con los testigos 
y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante 
una autoridad superior.

8. Protección de la intimidad 

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el pro-
ceso de difamación perjudiquen a los menores, se 
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respetará en todas las etapas el derecho de los meno-
res a la intimidad.

8.2 En principio, no se publicará ninguna informa-
ción que pueda dar lugar a la individualización de un 
menor delincuente.

9. Cláusulas de salvedad 

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas po-
drá ser interpretada en el sentido de excluir a los me-
nores del ámbito de la aplicación de las Reglas mí-
nimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas 
por las Naciones Unidas y de otros instrumentos y 
normas reconocidos por la comunidad internacional 
relativos al cuidado y protección de los jóvenes. 

SEGUNDA PARTE. INVESTIGACIÓN Y 
PROCESAMIENTO

10. Primer contacto 

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la deten-
ción se notificará inmediatamente a sus padres o su 
tutor, y cuando no sea posible dicha notificación in-
mediata, se notificará a los padres o al tutor en el más 
breve plazo posible.

10.2 El juez, funcionario u organismo competente 
examinará sin demora la posibilidad de poner en li-
bertad al menor.

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamen-
te las circunstancias de cada caso, se establecerán 
contactos entre los organismos encargados de hacer 
cumplir la ley y el menor delincuente para proteger la 
condición jurídica del menor, promover su bienestar 
y evitar que sufra daño.

11. Remisión de casos 

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de 
ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir a 
las autoridades competentes, mencionadas en la re-
gla 14.1 infra, para que los juzguen oficialmente.

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organis-
mos que se ocupen de los casos de delincuencia de 
menores estarán facultados para fallar dichos casos 
discrecionalmente, sin necesidad de vista oficial, con 
arreglo a los criterios establecidos al efecto en los res-
pectivos sistemas jurídicos y también en armonía con 
los principios contenidos en las presentes Reglas.

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a 
disposición de las instituciones pertinentes de la co-
munidad o de otro tipo estará supeditada al consen-
timiento del menor o al de sus padres o su tutor; sin 
embargo, la decisión relativa a la remisión del caso 
se someterá al examen de una autoridad competente, 
cuando así se solicite.

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los 
casos de menores, se procurará facilitar a la comuni-
dad programas de supervisión y orientación tempo-
rales, restitución y compensación a las víctimas.

12. Especialización policial 

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los 
agentes de policía que traten a menudo o de manera 
exclusiva con menores o que se dediquen fundamen-
talmente a la prevención de la delincuencia de meno-
res, recibirán instrucción y capacitación especial. En 
las grandes ciudades habrá contingentes especiales 
de policía con esa finalidad.

13. Prisión preventiva 

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como últi-
mo recurso y durante el plazo más breve posible.

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas 
sustitutorias de la prisión preventiva, como la super-
visión estricta, la custodia permanente, la asignación 
a una familia o el traslado a un hogar o a una institu-
ción educativa.

13.3 Los menores que se encuentren en prisión pre-
ventiva gozarán de todos los derechos y garantías 
previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento 
de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas.
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13.4 Los menores que se encuentren en prisión pre-
ventiva estarán separados de los adultos y recluidos 
en establecimientos distintos o en recintos separa-
dos en los establecimientos en que haya detenidos 
adultos.

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los meno-
res recibirán cuidados, protección y toda la asistencia 
–social, educacional, profesional, sicológica, médica 
y física– que requieran, habida cuenta de su edad, 
sexo y características individuales.

TERCERA PARTE. DE LA SENTENCIA Y LA 
RESOLUCIÓN

14. Autoridad competente para dictar 
sentencia 

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto 
de remisión (con arreglo a la regla 11) será puesto a 
disposición de la autoridad competente (corte, tribu-
nal, junta, consejo, etc.), que decidirá con arreglo a 
los principios de un juicio imparcial y equitativo.

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del 
menor y se sustanciará en un ambiente de compren-
sión, que permita que el menor participe en él y se 
exprese libremente.

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los 
padres y tutores 

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar 
por un asesor jurídico durante todo el proceso o a so-
licitar asistencia jurídica gratuita cuando esté previs-
ta la prestación de dicha ayuda en el país.

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a partici-
par en las actuaciones y la autoridad competente po-
drá requerir su presencia en defensa del menor. No 
obstante, la autoridad competente podrá denegar la 
participación si existen motivos para presumir que la 
exclusión es necesaria en defensa del menor.

16. Informes sobre investigaciones sociales 

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa 
por parte de la autoridad competente, y a menos que 
se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad 
dicte una resolución definitiva se efectuará una in-
vestigación completa sobre el medio social y las con-
diciones en que se desarrolla la vida del menor y so-
bre las circunstancias en las que se hubiere cometido 
el delito.

17. Principios rectores de la sentencia y la 
resolución 

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajusta-
rá a los siguientes principios:

La respuesta que se dé al delito será siempre propor-
cionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad 
del delito, sino también a las circunstancias y nece-
sidades del menor, así como a las necesidades de la 
sociedad;

b) 	Las restricciones a la libertad personal del me-
nor se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y 
se reducirán al mínimo posible;

c) 	Sólo se impondrá la privación de libertad perso-
nal en el caso de que el menor sea condenado por 
un acto grave en el que concurra violencia con-
tra otra persona o por la reincidencia en cometer 
otros delitos graves, y siempre que no haya otra 
respuesta adecuada;

d) 	En el examen de los casos se considerará pri-
mordial el bienestar del menor.

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancio-
narán en ningún caso con la pena capital.

17.3 Los menores no serán sancionados con penas 
corporales.

17.4 La autoridad competente podrá suspender el 
proceso en cualquier momento.

18. Pluralidad de medidas resolutorias 

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medi-
da de lo posible el confinamiento en establecimientos 
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penitenciarios, la autoridad competente podrá adop-
tar una amplia diversidad de decisiones. Entre tales 
decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse si-
multáneamente, figuran las siguientes:

	 Ordenes en materia de atención, orientación y 
supervisión;

	 Libertad vigilada;

	 Ordenes de prestación de servicios a la 
comunidad;

	 Sanciones económicas, indemnizaciones y 
devoluciones;

	 Ordenes de tratamiento intermedio y otras for-
mas de tratamiento;

	 Ordenes de participar en sesiones de asesora-
miento colectivo y en actividades análogas;

	 Ordenes relativas a hogares de guarda, co-
munidades de vida u otros establecimientos 
educativos;

	 Otras órdenes pertinentes.

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o par-
cialmente, a la supervisión de sus padres, a no ser 
que las circunstancias de su caso lo hagan necesario.

19. Carácter excepcional del confinamiento en 
establecimientos penitenciarios 

19.1 El confinamiento de menores en establecimien-
tos penitenciarios se utilizará en todo momento como 
último recurso y por el más breve plazo posible.

20. Prevención de demoras innecesarias 

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo 
de manera expedita y sin demoras innecesarias.

21. Registros 

21.1 Los registros de menores delincuentes serán 
de carácter estrictamente confidencial y no podrán 
ser consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a 
dichos archivos las personas que participen direc-
tamente en la tramitación de un caso en curso, así 
como otras personas debidamente autorizadas.

21.2 Los registros de menores delincuentes no se 
utilizarán en procesos de adultos relativos a casos 
subsiguientes en los que esté implicado el mismo 
delincuente.

22. Necesidad de personal especializado y 
capacitado 

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimien-
to de la competencia profesional necesaria a todo el 
personal que se ocupa de casos de menores, se im-
partirá enseñanza profesional, cursos de capacitación 
durante el servicio y cursos de repaso, y se emplearán 
otros sistemas adecuados de instrucción.

22.2 El personal encargado de administrar la justicia 
de menores responderá a las diversas características 
de los menores que entran en contacto con dicho sis-
tema. Se procurará garantizar una representación 
equitativa de mujeres y de minorías en los organis-
mos de justicia de menores.

CUARTA PARTE. TRATAMIENTO FUERA DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

23. Ejecución efectiva de la resolución 

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la 
ejecución de las órdenes que dicte la autoridad com-
petente, y que se mencionan en la regla 14.1, por esa 
misma autoridad o por otra distinta si las circunstan-
cias así lo exigen.

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otor-
gada a la autoridad competente para modificar di-
chas órdenes periódicamente según estime perti-
nente, a condición de que la modificación se efectúe 
en consonancia con los principios enunciados en las 
presentes Reglas.

24. Prestación de asistencia 

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en 
todas las etapas del procedimiento, asistencia en 
materia de alojamiento, enseñanza o capacitación 
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profesional, empleo o cualquiera otra forma de asis-
tencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de 
rehabilitación.

25. Movilización de voluntarios y otros 
servicios de carácter comunitario 

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organiza-
ciones de voluntarios, a las instituciones locales y a 
otros recursos de la comunidad para que contribu-
yan eficazmente a la rehabilitación del menor en un 
ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea 
posible, en el seno de la unidad familiar.

QUINTA PARTE. TRATAMIENTO EN 
ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

26. Objetivos del tratamiento en 
establecimientos penitenciarios 

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores 
confinados en establecimientos penitenciarios tie-
nen por objeto garantizar su cuidado y protección, 
así como su educación y formación profesional para 
permitirles que desempeñen un papel constructivo y 
productivo en la sociedad.

26.2 Los menores confinados en establecimientos 
penitenciarios recibirán los cuidados, la protección 
y toda la asistencia necesaria -social, educacional, 
profesional, sicológica, médica y física- que puedan 
requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en 
interés de su desarrollo sano.

26.3 Los menores confinados en establecimientos pe-
nitenciarios se mantendrán separados de los adultos 
y estarán detenidos en un establecimiento separado 
o en una parte separada de un establecimiento en el 
que también estén encarcelados adultos.

26.4 La delincuente joven confinada en un estable-
cimiento merece especial atención en lo que atañe a 
sus necesidades y problemas personales. En ningún 
caso recibirá menos cuidados, protección, asistencia, 
tratamiento y capacitación que el delincuente joven. 
Se garantizará su tratamiento equitativo.

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en 
un establecimiento penitenciario, tendrán derecho 
de acceso los padres o tutores.

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministe-
rios y los departamentos para dar formación acadé-
mica o, según proceda, profesional adecuada al me-
nor que se encuentre confinado en un establecimien-
to penitenciario a fin de garantizar que al salir no se 
encuentre en desventaja en el plano de la educación.

27. Aplicación de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos aprobadas por las 
Naciones Unidas 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tra-
tamiento de los reclusos y las recomendaciones co-
nexas serán aplicables en la medida pertinente al 
tratamiento de los menores delincuentes en estable-
cimientos penitenciarios, inclusive los que estén en 
prisión preventiva.

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades 
del menor específicas a su edad, sexo y personalidad, 
se procurará aplicar los principios pertinentes de las 
mencionadas Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos en toda la medida de lo posible.

28. Frecuente y pronta concesión de la 
libertad condicional 

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor 
medida posible a la libertad condicional y la concede-
rá tan pronto como sea posible.

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán 
asistencia del correspondiente funcionario a cuya 
supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la 
comunidad.

29. Sistemas intermedios 

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios 
como establecimientos de transición, hogares edu-
cativos, centros de capacitación diurnos y otros sis-
temas pertinentes que puedan facilitar la adecuada 
reintegración de los menores a la sociedad.
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SEXTA PARTE. INVESTIGACIÓN, 
PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y 
EVALUACIÓN DE POLÍTICAS

30. La investigación como base de la 
planificación y de la formulación y la 
evaluación de políticas 

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investiga-
ciones necesarias como base para una planificación y 
una formulación de políticas que sean efectivas.

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamen-
te las tendencias, los problemas y las causas de la 
delincuencia y criminalidad de menores, así como 

las diversas necesidades particulares del menor en 
custodia.

30.3 Se procurará establecer con carácter regular un 
mecanismo de evaluación e investigación en el siste-
ma de administración de justicia de menores y reco-
pilar y analizar los datos y la información pertinentes 
con miras a la debida evaluación y perfeccionamiento 
ulterior de dicho sistema

30.4 La prestación de servicios en la administración 
de justicia de menores se preparará y ejecutará de 
modo sistemático como parte integrante de los es-
fuerzos de desarrollo nacional.



DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS  
PARA LA PREVENCIÓN DE LA  

DELINCUENCIA JUVENIL  
(DIRECTRICES DE RIAD) (1990)

I. Principios fundamentales

1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte 
esencial de la prevención del delito en la sociedad. 
Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y social 
mente útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan 
la vida con criterio humanista, pueden adquirir acti-
tudes no criminógenas. 

2. Para poder prevenir eficazmente la delincuencia 
juvenil es necesario que toda la sociedad procure 
un desarrollo armonioso de los adolescentes, y res-
pete y cultive su personalidad a partir de la primera 
infancia.

3. A los efectos de la interpretación de las presentes 
Directrices, se debe centrar la atención en el niño. 
Los jóvenes deben desempeñar una función activa y 
participativa e n la sociedad y no deben ser conside-
rados meros objetos de socialización o control.

4. En la aplicación de las presentes Directrices y de 
conformidad con los ordenamientos jurídicos nacio-
nales, los programas preventivos deben centrarse, en 
el bienestar de los jóvenes desde su primera infancia.

5. Deberá reconocer la necesidad y la importancia de 
aplicar una política progresista de prevención de la 
delincuencia, así como de estudiar sistemáticamen-
te y elaborar medidas pertinentes que eviten crimi-
nalizar y penalizar al niño por una conducta que no 

causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica 
a los demás. La política y las medidas de esa índole 
deberán incluir:

a) 	La creación de oportunidades, en particular edu-
cativas, para atender a las diversas necesidades 
de los jóvenes y servir de marco de apoyo para 
velar por el desarrollo personal de todos los jó-
venes, en particular de aquellos que están paten-
temente en peligro o en situación de riesgo social 
y necesitan cuidado y protección especiales;

b) 	La formulación de doctrinas y criterios especia-
lizados para la prevención de la delincuencia, 
basados en las leyes, los procesos, las institucio-
nes, las instalaciones y una red de servicios, cuya 
finalidad sea reducir los motivos, la necesidad y 
las oportunidades de comisión de las infraccio-
nes o las condiciones que las propicien;

c) 	Una intervención oficial que se guíe por la justi-
cia y la equidad, y cuya finalidad primordial sea 
velar por el interés general de los jóvenes;

d) 	La protección del bienestar, el desarrollo, los de-
rechos y los intereses de todos los jóvenes; 

e) 	El reconocimiento del hecho de que el compor-
tamiento o la conducta de los jóvenes que no se 
ajustan a los valores y normas generales de la so-
ciedad son con frecuencia parte del proceso de 
maduración y crecimiento y tienden a desapare-
cer espontáneamente en la mayoría de las perso-
nas cuando llegan a la edad adulta;
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f) 	 La conciencia de que, según la opinión predo-
minante de los expertos, calificar a un joven de 
“extraviado”, “delincuente” o “pre delincuente” 
a menudo contribuye a que los jóvenes desarro-
llen pautas permanentes de comportamiento 
indeseable.

6. Deben crearse servicios y programas con base en 
la comunidad para la prevención de la delincuencia 
juvenil, sobre todo si no se han establecido todavía 
organismos oficiales. Sólo en última instancia ha de 
recurrirse a organismos oficiales. Sólo en última ins-
tancia ha de recurrirse a organismos oficiales de con-
trol social. 

II. Alcance de las directrices

7. Las presentes Directrices deberán interpretar-
se y aplicarse en el marco general de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, la Declaración de los Derechos del 
Niño, y la Convención sobre los Derechos del Niño, y 
en el contexto de las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de meno-
res (Reglas de Beijing), así como de otros instrumen-
tos y normas relativos a los derechos, los intereses y 
el bienestar de todos los menores y jóvenes.

8. Las presentes Directrices deberán igualmente apli-
carse en el contexto de las condiciones económicas, 
sociales y culturales imperantes en cada uno de los 
Estados Miembros.

III. Prevención general

9. Deberán formularse en todos los niveles del go-
bierno planes generales de prevención que, entre 
otras cosas, comprendan:

a) 	Análisis a fondo del problema y reseñas de 
programas y servicios, facilidades y recursos 
disponibles;

b) 	Funciones bien definidas de los organismos, ins-
tituciones y personal competentes que se ocupan 
de actividades preventivas; 

c) 	Mecanismos para la coordinación adecuada de 
las actividades de prevención entre los organis-
mos gubernamentales y no gubernamentales; 

d) 	Políticas, estrategias y programas b asados en 
estudios de pronósticos que sean objeto de vigi-
lancia permanente y evaluación cuidadosa en el 
curso de su aplicación;

e) 	Métodos para disminuir eficazmente las opor-
tunidades de cometer actos de delincuencia 
juvenil;

f) 	 Participación de la comunidad mediante una 
amplia gama de servicios y programas; 

g) 	Estrecha cooperación interdisciplinaria entre 
los gobiernos nacionales, estatales, provinciales 
y municipales, con la participación del sector 
privado, de ciudadanos representativos de la co-
munidad interesada y de Organismos laborales, 
de cuidado del niño, de educación sanitaria, so-
ciales, judiciales y de los servicios de aplicación 
de la ley en la adopción de medidas coordinadas 
para prevenir la delincuencia juvenil y los delitos 
de los jóvenes;

h) 	Participación de los jóvenes en las políticas y en 
los procesos de prevención de la delincuencia 
juvenil, incluida la utilización de los recursos co-
munitarios, y la aplicación de programas de au-
toayuda juvenil y de indemnización y asistencia 
a las víctimas;

i)  	Personal especializado en todos los niveles.

IV. Procesos de socialización

10. Deberá prestarse especial atención a las políti-
cas de prevención que favorezcan la socialización e 
integración eficaces de todos los niños y jóvenes, en 
particular por conducto de la familia, la comunidad, 
los grupos de jóvenes que se encuentran en condi-
ciones similares, la escuela, la formación profesional 
y el medio laboral, así como mediante la acción de 
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organizaciones voluntarias. Se deberá respetar debi-
damente el desarrollo personal de los niños y jóvenes 
y aceptarlos, en pie de igualdad, como copartícipes 
en los procesos de socialización e integración.

A. La familia

11. Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a 
las necesidades y el bienestar de la familia y de todos 
sus miembros 

12. Dado que la familia es la unidad central encar-
gada de la integración social primaria del niño, los 
gobiernos y la sociedad deben tratar de preservar la 
integridad de la familia, incluida la familia extensa. 
La sociedad tiene la obligación de ayudar a la familia 
a cuidar y proteger al niño y asegurar su bienestar 
físico y mental. Deberán prestarse servicios apropia-
dos, inclusive de guarderías.

13. Los gobiernos deberán adoptar una política que 
permita a los niños criarse en un ambiente familiar 
de estabilidad y bienestar. Deberán facilitarse servi-
cios adecuados a las familias que necesiten asistencia 
para resolver situaciones de inestabilidad o conflicto.

14. Cuando no exista un ambiente familiar de esta-
bilidad y bienestar, los intentos de la comunidad por 
ayudar a los padres en este aspecto hayan fracasado y 
la familia extensa no pueda ya cumplir esta función, 
se deberá recurrir a otras posibles modalidades de 
colocación familiar, entre ellas los hogares de guarda 
y la adopción, que en la medida de lo posible debe-
rán reproducir un ambiente familiar de estabilidad 
y bienestar y, al mismo tiempo, crear en los niños un 
sentimiento de permanencia, para evitar los proble-
mas relacionados con el “desplazamiento” de un lu-
gar a otro.

15. Deberá prestarse especial atención a los niños de 
familias afectadas por problemas creados por cam-
bios económicos, sociales y culturales rápidos y des-
iguales, en especial a los niños de familias indígenas 
o de inmigrantes y refugiados. Como tales cambios 
pueden perturbar la capacidad social de la familia 
para asegurar la educación y crianza tradicionales 

de los hijos, a menudo como resultado de conflictos 
culturales o relacionados con el papel del padre o de 
la madre, será necesario elaborar modalidades inno-
vadora y socialmente constructivas para la socializa-
ción de los niños.

16. Se deberán adoptar medidas y elaborar progra-
mas para dar a las familias la oportunidad de apren-
der las funciones y obligaciones de los padres en 
relación con el desarrollo y el cuidado de sus hijos, 
para lo cual se fomentarán relaciones positivas entre 
padres e hijos, se hará que los padres cobren concien-
cia de los problemas de los niños y los jóvenes y se 
fomentará la participación de los jóvenes en las acti-
vidades familiares y comunitarias.

17. Los gobiernos deberán adoptar medidas para 
fomentar la unión y la armonía en la familia y des-
alentar la separación de los hijos de sus padres, salvo 
cuando circunstancias que afecten al bienestar y al 
futuro de los hijos no dejen otra opción viable.

18. Es importante insistir en la función socializadora 
de la familia y de la familia extensa; es igualmente 
importante reconocer el papel futuro, las responsabi-
lidades, la participación y la colaboración de los jóve-
nes en la sociedad.

19. Al garantizar el derecho de los niños a una socia-
lización adecuada, los gobiernos y otras instituciones 
deben basarse en los organismos sociales y jurídicos 
existentes pero, cuando las instituciones y costum-
bres tradicionales resulten insuficientes, deberán 
también prever y permitir medidas innovadoras.

B. La educación

20. Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos 
los jóvenes acceso a la enseñanza pública.

21. Los sistemas de educación, además de sus posibi-
lidades de formación académica y profesional, debe-
rán dedicar especial atención a:

a) 	Enseñar los valores fundamentales y fomentar el 
respeto de la identidad propia y de las caracterís-
ticas culturales del niño, de los valores sociales 
del país en que vive el niño, de las civilizaciones 
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diferentes de la suya y de los derechos humanos 
y libertades fundamentales; 

b) 	Fomentar y desarrollar en todo lo posible la per-
sonalidad, las aptitudes y la capacidad mental y 
física de los jóvenes;

c) 	Lograr que los jóvenes participen activa y eficaz-
mente en el proceo educativo en lugar de ser me-
ros objetos pasivos de dicho proceso;

d) 	Desarrollar actividades que fomenten un senti-
miento de identidad y pertenencia a la escuela y 
la comunidad;

e) 	Alentar a los jóvenes a comprender y respetar 
opiniones y puntos de vista diversos, así como 
las diferencias culturales y de otra índole;

f) 	 Suministrar información y orientación en lo que 
se refiere a la formación profesional, las oportu-
nidades de empleo y posibilidades de carrera; 

g) 	Proporcionar apoyo emocional positivo a los jó-
venes y evitar el maltrato psicológico;

h) 	Evitar las medidas disciplinarias severas, en par-
ticular los castigos corporales.

22. Los sistemas de educación deberán tratar de tra-
bajar en cooperación con los padres, las organizacio-
nes comunitarias y los organismos que se ocupan de 
las actividades de los jóvenes.

23. Deberá darse información a los jóvenes y a sus 
familias sobre la ley y sus derechos y obligaciones 
con respecto a la ley, así como sobre el sistema de 
valores universales, incluidos los instrumentos de las 
Naciones Unidas.

24. Los sistemas de educación deberán cuidar y a ten-
der de manera especial a los jóvenes que se encuen-
tren en situación de riesgo social. Deberán preparar-
se y utilizarse plenamente programas de prevención 
y materiales didácticos, planes de estudios, criterios 
e instrumentos especializados.

25. Deberá prestarse especial atención a la adopción 
de políticas y estrategias generales de prevención del 
uso indebido, por los jóvenes, del alcohol, las drogas 

y otras sustancias. Deberá darse formación y dotarse 
de medios a maestros y otros profesionales a fin de 
prevenir y resolver estos problemas. Deberá darse a 
los estudiantes información sobre el empleo y el uso 
indebido de drogas, incluido el alcohol.

26. Las escuelas deberán servir de centros de infor-
mación y consulta para prestar atención médica, 
asesoramiento y otros servicios a los jóvenes, sobre 
todo a los que están especialmente necesitados y son 
objeto de malos tratos, abandono, victimización y 
explotación.

27. Se aplicarán diversos programas educativos 
para lograr que los maestros, otros adultos y los es-
tudiantes comprendan los problemas, necesidades 
y preocupaciones de los jóvenes, especialmente de 
aquellos que pertenecen a grupos más necesitados, 
menos favorecidos, a grupos de bajos ingresos y a mi-
norías étnicas u otros grupos minoritarios.

28. Los sistemas escolares deberán tratar de alcan-
zar y promover los niveles profesionales y educativos 
más elevados en lo que respecta a programas de es-
tudio, métodos y criterios didácticos y de aprendi-
zaje, contratación y formación de personal docente 
capacitado. Deberá practicarse una supervisión y 
evaluación regulares de los resultados, tarea que se 
encomendará a las organizaciones profesionales y a 
los órganos competentes.

29. En cooperación con grupos de la comunidad, los 
sistemas educativos deberán planificar, organizar y 
desarrolla r actividades extracurriculares que sean 
de interés para los jóvenes.

30. Deberá prestarse ayuda especial a niños y jóvenes 
que tengan dificultades para cumplir las normas de 
asistencia, así como a los que abandonan los estudios.

31. Las escuelas deberán fomentar la adopción de po-
líticas y normas equitativas y justas, y los estudiantes 
estarán representados en los órganos encargados de 
formular la política escolar, incluida la política disci-
plinaria, y participarán en la adopción de decisiones.
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C. La comunidad

32. Deberán establecerse servicios y programas de 
carácter comunitario, o fortalecerse los ya existentes, 
que respondan a las necesidades, problemas, intere-
ses e inquietudes especiales de los jóvenes y ofrezcan, 
a ellos y a sus familias, asesoramiento y orientación 
adecuados.

33. Las comunidades deberán adoptar o reforzar una 
amplia gama de medidas de apoyo comunitario a los 
jóvenes, incluido el establecimiento de centros de de-
sarrollo comunitario, instalaciones y servicios de re-
creo, a fin de hacer frente a los problemas especiales 
de los menores expuestos a riesgo social. Esta forma 
de ayuda deberá prestarse respetando los derechos 
individuales.

34. Deberán establecerse servicios especiales para 
brindar alojamiento adecuado a los jóvenes que no 
puedan seguir viviendo en sus hogares o que carez-
can de hogar.

35. Se organizarán diversos servicios y sistemas de 
ayuda para hacer frente a las dificultades que expe-
rimentan los jóvenes al pasar a la edad adulta. Entre 
estos servicios deberán figurar programas especiales 
para los jóvenes toxicómanos en los que se dé máxi-
ma importancia a los cuidados, el asesoramiento, la 
asistencia y a las medidas de carácter terapéutico.

36. Los gobiernos y otras instituciones deberán dar 
apoyo financiero y de otra índole a las organizaciones 
voluntarias que prestan servicios a los jóvenes.

37. En el plano local deberán crearse o reforzarse or-
ganizaciones juveniles que participen plenamente en 
la gestión de los asuntos comunitarios. Estas orga-
nizaciones deberán alentar a los jóvenes a organizar 
proyectos colectivos y voluntarios, en particular pro-
yectos cuya finalidad sea prestar ayuda a los jóvenes 
que la necesiten.

38. Los organismos gubernamentales deberán asu-
mir especialmente la responsabilidad del cuidado de 

los niños sin hogar o los niños de la calle y de propor-
cionarles los servicios que necesiten. Deberá hacer-
se fácilmente accesible a los jóvenes la información 
acerca de servicios locales, alojamiento, empleo y 
otras formas y fuentes de ayuda.

39. Deberá organizarse una gran variedad de instala-
ciones y servicios recreativos de especial interés para 
los jóvenes, a los que éstos tengan fácil acceso.

D. Los medios de comunicación

40. Deberá alentarse a los medios de comunicación 
a que garanticen que los jóvenes tengan acceso a in-
formación y material procedentes de diversas fuentes 
nacionales e internacionales.

41. Deberá alentarse a los medios de comunicación 
a que den a conocer la contribución positiva de los 
jóvenes a la sociedad.

42. Deberá alentarse a los medios de comunicación a 
que difundan información relativa a la existencia en 
la sociedad de servicios, instalaciones y oportunida-
des destinados a los jóvenes. 

43. Deberá instarse a los medios de comunicación 
en general, y a la televisión y al cine en particular, 
a que reduzcan al mínimo el nivel de pornografía, 
drogadicción y violencia en sus mensajes y den una 
imagen desfavorable de la violencia y la explotación, 
eviten presentaciones degradantes especialmente de 
los niños, de la mujer y de las relaciones interperso-
nales y fomenten los principios y modelos de carácter 
igualitario.

44. Los medios de comunicación deberán percatarse 
de la importancia de su función y su responsabilidad 
sociales, así como de su influencia en las comunica-
ciones relacionadas con el uso indebido de drogas y 
alcohol entre los jóvenes. Deberán utilizar su poder 
para prevenir el uso indebido de drogas median-
te mensajes coherentes con un criterio equilibrado. 
Deberán fomentar campañas eficaces de lucha contra 
las drogas en todos los niveles.
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V. Política social

45. Los organismos gubernamentales deberán asig-
nar elevada prioridad a los planes y programas dedi-
cados a los jóvenes y suministrar suficientes fondos 
y recursos de otro tipo para prestar servicios efica-
ces, proporcionar las instalaciones y el personal para 
brindar servicios adecuados de atención médica, sa-
lud mental, nutrición, vivienda y otros servicios ne-
cesarios, en particular de prevención y tratamiento 
del uso indebido de drogas y alcohol, y cerciorarse de 
que esos recursos lleguen a los jóvenes y redunden 
realmente en beneficio de ellos.

46. Sólo deberá recluirse a los jóvenes en institucio-
nes como último recurso y por el período mínimo 
necesario, y deberá darse máxima importancia a los 
propios intereses del joven. Los criterios para auto-
rizar una intervención oficial de esta índole deberán 
definirse estrictamente y limitarse a las situaciones 
siguientes:

a) cuando el niño o joven haya sufrido lesiones físi	
cas causadas por los padres o tutores;

b) 	cuando el niño o joven haya sido víctima de ma-
los tratos sexuales, físicos o emocionales por 
parte de los padres o tutores;

c) 	cuando el niño o joven haya sido descuidado, 
abandonado o explotado por los padres o tutores,

d) 	cuando el niño o joven se vea amenazado por un 
peligro físico o moral debido al comportamiento 
de los padres o tutores; y

e) 	cuando se haya manifestado en el propio com-
portamiento del niño o del joven un grave peligro 
físico o psicológico para el niño o el joven mismo 
y ni los padres o tutores, ni el propio joven ni los 
servicios comunitarios no residenciales puedan 
hacer frente a dicho peligro por otro medio que 
no sea la reclusión en una institución.

47. Los organismos gubernamentales deberán dar a 
los jóvenes oportunidad de continuar su educación 
a jornada completa, financiada por el Estado cuando 
los padres o tutores no los puedan mantener, y de ad-
quirir experiencia profesional. 

48. Los programas de prevención de la delincuencia 
deberán planificarse y ejecutarse sobre la base de 
conclusiones fiables que sean resultado de una inves-
tigación científica, y periódicamente deberán ser su-
pervisados, evaluad os y readaptados en consonancia 
con esas conclusiones.

49. Deberá difundirse entre la comunidad profe-
sional y el público en general información científica 
acerca del tipo de comportamiento o de situación que 
pueda resultar en la victimización de los jóvenes, en 
daños y malos tratos físicos y sicológicos contra ellos 
o en su explotación.

50. La participación en todos los planes y programas 
deberá ser, en general, voluntaria. Los propios jóve-
nes deberán intervenir en su formulación, desarrollo 
y ejecución.

51. Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o se-
guir estudiando, formulando y aplicando políticas, 
medidas y estrategias dentro y fuera del sistema de 
justicia penal para prevenir la violencia en el hogar 
contra los jóvenes o que los afecte, y garantizar un 
trato justo a las víctimas de este tipo de violencia.

VI. Legislación y administración de la justicia 
de menores

52. Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes 
y procedimientos especiales para fomentar y prote-
ger los derechos y el bienestar de todos los jóvenes.

53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohí-
ban la victimización, los malos tratos y la explotación 
de los niños y jóvenes, así como su utilización para 
actividades delictivas.

54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medi-
das de corrección o castigo severos o degradantes en 
el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución.

55. Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y 
controlar el acceso de los niños y jóvenes a las armas 
de cualquier tipo.
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56. A fin de impedir que prosiga la estigmatización, 
victimización y criminalización de los jóvenes, de-
berán promulgarse leyes que garanticen que ningún 
acto que no sea considerado delito ni sea sancionado 
cuando lo comete un adulto se considere delito ni sea 
objeto de sanción cuando es cometido por un joven.

57. Debería considerarse la posibilidad de establecer 
un puesto de mediador o un órgano análogo inde-
pendiente para los jóvenes que garantice el respeto 
de su condición jurídica, sus derechos y sus intere-
ses, así como la posibilidad de remitir los casos a 
los servicios disponibles. El mediador u otro órgano 
designado supervisaría además la aplicación de las 
Directrices de Riad, las Reglas de Beijing y las Reglas 
para la protección de los menores privados de liber-
tad. El mediador u otro órgano publicaría periódi-
camente un informe sobre los progresos alcanzados 
y las dificultades encontradas en el proceso de apli-
cación. Se deberían establecer también servicios de 
defensa jurídica del niño.

58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos en-
cargado de hacer cumplir la ley y de otras funciones 
pertinentes para que pueda atender a las necesidades 
especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al 
corriente de los programas y posibilidades de remi-
sión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida 
de los posible con el fin de sustraer a los jóvenes al 
sistema de justicia penal.

59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente 
leyes para proteger a los niños y a los jóvenes del uso 
indebido de drogas y de los traficantes de drogas.

VII. Investigación, formulación de normas y 
coordinación

60. Se procurará fomentar la interacción y coordi-
nación, con carácter multidisciplinario e intradis-
ciplinario, de los organismos y servicios económi-
cos, sociales, educativos y de salud con el sistema 
de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, 
a la comunidad y al desarrollo y otras instituciones 

pertinentes, y deberán establecerse los mecanismos 
apropiados a tal efecto.

61. Deberá intensificarse, en los planos nacional, 
regional e internacional, el intercambio de informa-
ción, experiencia y conocimientos técnicos obtenidos 
gracias a proyectos, programas, prácticas e iniciati-
vas relacionadas con la delincuencia juvenil, la pre-
vención de la delincuencia y la justicia de menores. 

62. Deberá promoverse e intensificarse la coopera-
ción regional e internacional en asuntos relativos a la 
delincuencia juvenil, la prevención de la delincuencia 
juvenil y la justicia de menores, con la participación 
de profesionales, expertos y autoridades.

63. Todos los gobiernos, el sistema de las Naciones 
Unidas y otras organizaciones interesadas deberán 
apoyar firmemente la cooperación técnica y científica 
en asuntos prácticos relacionados con la formulación 
de normas, en particular en los proyectos experimen-
tales, de capacitación y demostración, sobre cuestio-
nes concretas relativas a la prevención de la delin-
cuencia juvenil y de delitos cometidos por jóvenes.

64. Deberá alentarse la colaboración en las activida-
des de investigación científica sobre las modalidades 
eficaces de prevención de la delincuencia juvenil y de 
los delitos cometidos por jóvenes; y sus conclusiones 
deberán ser objeto de amplia difusión y evaluación.

65. Los órganos, institutos, organismos y oficinas 
competentes de las Naciones Unidas deberán mante-
ner una estrecha colaboración y coordinación en dis-
tintas cuestiones relacionadas con los niños, la jus-
ticia de menores y la prevención de la delincuencia 
juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes.

66. Sobre la base de estas Directrices, las Naciones 
Unidas, en cooperación con las instituciones inte-
resadas, deberán desempeñar un papel activo en la 
investigación, colaboración científica, formulación 
de opciones de política, y en el examen y supervisión 
de su aplicación, y servir de fuente de información 
fidedigna acerca de modalidades eficaces para la pre-
vención de la delincuencia.



REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS  
PARA LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES 

PRIVADOS DE LIBERTAD (TOKIO 1991)

I. Perspectivas fundamentales 

1. El sistema de justicia de menores deberá respetar 
los derechos y la seguridad de los menores y fomen-
tar su bienestar físico y mental. El encarcelamiento 
deberá usarse como último recurso.

2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de 
conformidad con los principios y procedimientos 
establecidos en las presentes Reglas, así como en 
las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Reglas de 
Beijing)82. La privación de libertad de un menor de-
berá decidirse como último recurso y por el período 
mínimo necesario y limitarse a casos excepcionales. 
La duración de la sanción debe ser determinada por 
la autoridad judicial sin excluir la posibilidad de que 
el menor sea puesto en libertad antes de ese tiempo.

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer nor-
mas mínimas aceptadas por las Naciones Unidas para 
la protección de los menores privados de libertad en 
todas sus formas, compatibles con los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, con miras a 
contrarrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de 
detención y fomentar la integración en la sociedad.

4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a to-
dos los menores, sin discriminación alguna por moti-
vos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacio-
nalidad, opinión política o de otra índole, prácticas o 

creencias culturales, patrimonio, nacimiento, situa-
ción de familia, origen étnico o social o incapacidad. 
Se deberán respetar las creencias religiosas y cultu-
rales, así como las prácticas y preceptos morales de 
los menores.

5. Las Reglas están concebidas para servir de patro-
nes prácticos de referencia y para brindar alicientes 
y orientación a los profesionales que participen en la 
administración del sistema de justicia de menores.

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del per-
sonal de justicia de menores en sus idiomas naciona-
les. Los menores que no conozcan suficientemente el 
idioma hablado por el personal del establecimiento 
de detención tendrán derecho a los servicios gratui-
tos de un intérprete siempre que sea necesario, en 
particular durante los reconocimientos médicos y las 
actuaciones disciplinarias.

7. Cuando corresponda, los Estados deberán incor-
porar las presentes Reglas a su legislación o modifi-
carla en consecuencia y establecer recursos eficaces 
en caso de inobservancia, incluida la indemnización 
en los casos en que se causen perjuicios a los meno-
res. Los Estados deberán además vigilar la aplicación 
de las Reglas.

8. Las autoridades competentes procurarán sensibi-
lizar constantemente al público sobre el hecho de que 
el cuidado de los menores detenidos y su preparación 
para su reintegración en la sociedad constituyen un 
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servicio social de gran importancia y, a tal efecto, se 
deberá adoptar medidas eficaces para fomentar los 
contactos abiertos entre los menores y la comunidad 
local.

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las 
presentes Reglas deberá interpretarse de manera que 
excluya la aplicación de los instrumentos y normas 
pertinentes de las Naciones Unidas ni de los referen-
tes a los derechos humanos, reconocidos por la co-
munidad internacional, que velen mejor por los de-
rechos; la atención y la protección de los menores, de 
los niños y de todos los jóvenes.

10. En el caso de que la aplicación práctica de las re-
glas específicas contenidas en las secciones II a V, in-
clusive, sea incompatible con las reglas que figuran 
en la presente sección estas últimas prevalecerán so-
bre las primeras.

II. Alcance y aplicación de las Reglas 

11. A los efectos de las presentes Reglas, deben apli-
carse las definiciones siguientes:

a) 	Se entiende por menor toda persona de menos 
de 18 años de edad. La edad límite por debajo 
de la cual no se permitirá privar a un niño de su 
libertad debe fijarse por ley;

b) 	Por privación de libertad se entiende toda for-
ma de detención o encarcelamiento, así como el 
internamiento en un establecimiento público o 
privado del que no se permita salir al menor por 
su propia voluntad, por orden de cualquier au-
toridad judicial, administrativa u otra autoridad 
pública.

12. La privación de la libertad deberá efectuarse en 
condiciones y circunstancias que garanticen el respe-
to de los derechos humanos de los menores. Deberá 
garantizarse a los menores recluidos en centros el 
derecho a disfrutar de actividades y programas útiles 
que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarro-
llo y su dignidad, promover su sentido de responsabi-
lidad e infundirles actitudes y conocimientos que les 

ayuden a desarrollar sus posibilidades como miem-
bros de la sociedad.

13. No se deberá negar a los menores privados de li-
bertad, por razón de su condición, los derechos ci-
viles, económicos, políticos, sociales o culturales que 
les correspondan de conformidad con la legislación 
nacional o el derecho internacional y que sean com-
patibles con la privación de la libertad.

14. La protección de los derechos individuales de los 
menores por lo que respecta especialmente a la le-
galidad de la ejecución de las medidas de detención 
será garantizada por la autoridad competente, mien-
tras que los objetivos de integración social deberán 
garantizarse mediante inspecciones regulares y otras 
formas de control llevadas a cabo, de conformidad 
con las normas internacionales, la legislación y los 
reglamentos nacionales, por un órgano debidamen-
te constituido que esté autorizado para visitar a los 
menores y que no pertenezca a la administración del 
centro de detención.

15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros 
y establecimientos de detención de cualquier clase o 
tipo en donde haya menores privados de libertad. Las 
partes I, II, IV y V de las Reglas se aplican a todos los 
centros y establecimientos de internamiento en don-
de haya menores detenidos, en tanto que la parte III 
se aplica a menores bajo arresto o en espera de juicio.

16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las 
condiciones económicas, sociales y culturales impe-
rantes en cada Estado Miembro.

III. Menores detenidos o en prisión preventiva 

17. Se presume que los menores detenidos bajo arres-
to o en espera de juicio son inocentes y deberán ser 
tratados como tales. En la medida de lo posible, de-
berá evitarse y limitarse a circunstancias excepcio-
nales la detención antes del juicio. En consecuencia, 
deberá hacerse todo lo posible por aplicar medidas 
sustitutorias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a 
la detención preventiva, los tribunales de menores y 
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los órganos de investigación deberán atribuir máxi-
ma prioridad a la más rápida tramitación posible de 
esos casos a fin de que la detención sea lo más breve 
posible. Los menores detenidos en espera de juicio 
deberán estar separados de los declarados culpables.

18. Las condiciones de detención de un menor que 
no haya sido juzgado deberán ajustarse a las reglas 
siguientes, y a otras disposiciones concretas que re-
sulten necesarias y apropiadas, dadas las exigencias 
de la presunción de inocencia, la duración de la de-
tención y la condición jurídica y circunstancias de 
los menores. Entre esas disposiciones figurarán las 
siguientes, sin que esta enumeración tenga carácter 
taxativo:

a) 	Los menores tendrán derecho al asesoramien-
to jurídico y podrán solicitar asistencia jurídica 
gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse re-
gularmente con sus asesores jurídicos. Deberá 
respetarse el carácter privado y confidencial de 
esas comunicaciones;

b) 	Cuando sea posible, deberá darse a los menores 
la oportunidad de efectuar un trabajo remune-
rado y de proseguir sus estudios o capacitación, 
pero no serán obligados a hacerlo. En ningún 
caso se mantendrá la detención por razones de 
trabajo, de estudios o de capacitación;

c) 	Los menores estarán autorizados a recibir y con-
servar material de entretenimiento y recreo que 
sea compatible con los intereses de la adminis-
tración de justicia.

IV. La administración de los centros de 
menores 

A. Antecedentes 

19. Todos los informes, incluidos los registros jurídi-
cos y médicos, las actas de las actuaciones discipli-
narias, así como todos los demás documentos rela-
cionados con la forma, el contenido y los datos del 
tratamiento deberán formar un expediente personal 
y confidencial, que deberá ser actualizado, accesible 

sólo a personas autorizadas y clasificado de forma 
que resulte fácilmente comprensible. Siempre que 
sea posible, todo menor tendrá derecho a impugnar 
cualquier hecho u opinión que figure en su expedien-
te, de manera que se puedan rectificar las afirmacio-
nes inexactas, infundadas o injustas. Para el ejercicio 
de este derecho será necesario establecer procedi-
mientos que permitan a un tercero apropiado tener 
acceso al expediente y consultarlo, si así lo solicita. 
Al quedar en libertad un menor su expediente será 
cerrado y, en su debido momento, destruido.

20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro 
de detención sin una orden válida de una autoridad 
judicial o administrativa u otra autoridad pública. 
Los detalles de esta orden deberán consignarse inme-
diatamente en el registro. Ningún menor será deteni-
do en ningún centro en el que no exista ese registro.

B. Ingreso, registro, desplazamiento y traslado 

21. En todos los lugares donde haya menores dete-
nidos, deberá llevarse un registro completo y fiable 
de la siguiente información relativa a cada uno de los 
menores admitidos:

a) 	Datos relativos a la identidad del menor;

b) 	Las circunstancias del internamiento, así como 
sus motivos y la autoridad con que se ordenó;

c) 	El día y hora del ingreso, el traslado y la 
liberación;

d) 	Detalles de la notificación de cada ingreso, tras-
lado o liberación del menor a los padres o tuto-
res a cuyo cargo estuviese en el momento de ser 
internado;

e) 	Detalles acerca de los problemas de salud física 
y mental conocidos, incluido el uso indebido de 
drogas y de alcohol.

22. La información relativa al ingreso, lugar de in-
ternamiento, traslado y liberación deberá notificarse 
sin demora a los padres o tutores o al pariente más 
próximo del menor.

23. Lo antes posible después del ingreso, se pre-
pararán y presentarán a la dirección informes 
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completos y demás información pertinente acerca de 
la situación personal y circunstancias de cada menor. 
24. En el momento del ingreso, todos los menores de-
berán recibir copia del reglamento que rija el centro 
de detención y una descripción escrita de sus dere-
chos y obligaciones en un idioma que puedan com-
prender, junto con la dirección de las autoridades 
competentes ante las que puedan formular quejas, 
así como de los organismos y organizaciones públi-
cos o privados que presten asistencia jurídica. Para 
los menores que sean analfabetos o que no puedan 
comprender el idioma en forma escrita, se deberá 
comunicar la información de manera que se pueda 
comprender perfectamente.

25. Deberá ayudarse a todos los menores a compren-
der los reglamentos que rigen la organización interna 
del centro, los objetivos y metodología del tratamien-
to dispensado, las exigencias y procedimientos dis-
ciplinarios, otros métodos autorizados para obtener 
información y formular quejas y cualquier otra cues-
tión que les permita comprender cabalmente sus de-
rechos y obligaciones durante el internamiento.

26. El transporte de menores deberá efectuarse a 
costa de la administración, en vehículos debidamen-
te ventilados e iluminados y en condiciones que no 
les impongan de modo alguno sufrimientos físicos o 
morales. Los menores no serán trasladados arbitra-
riamente de un centro a otro.

C. Clasificación y asignación 

27. Una vez admitido un menor, será entrevistado lo 
antes posible y se preparará un informe sicológico y 
social en el que consten los datos pertinentes al tipo 
y nivel concretos de tratamiento y programa que re-
quiera el menor. Este informe, junto con el prepara-
do por el funcionario médico que haya reconocido al 
menor en el momento del ingreso, deberá presentar-
se al director a fin de decidir el lugar más adecuado 
para la instalación del menor en el centro y deter-
minar el tipo y nivel necesarios de tratamiento y de 
programa que deberán aplicarse. Cuando se requiera 

tratamiento rehabilitador especial, y si el tiempo de 
permanencia en la institución lo permite, funciona-
rios calificados de la institución deberán preparar un 
plan de tratamiento individual por escrito en que se 
especifiquen los objetivos del tratamiento, el plazo y 
los medios, etapas y fases en que haya que procurar 
los objetivos.

28. La detención de los menores sólo se producirá en 
condiciones que tengan en cuenta plenamente sus 
necesidades y situaciones concretas y los requisitos 
especiales que exijan su edad, personalidad, sexo y 
tipo de delito, así como su salud física y mental, y que 
garanticen su protección contra influencias nocivas 
y situaciones de riesgo. El criterio principal para se-
parar a los diversos grupos de menores privados de 
libertad deberá ser la prestación del tipo de asisten-
cia que mejor se adapte a las necesidades concretas 
de los interesados y la protección de su bienestar e 
integridad físicos, mentales y morales.

29. En todos los centros de detención, los menores 
deberán estar separados de los adultos a menos que 
pertenezcan a la misma familia. En situaciones con-
troladas, podrá reunirse a los menores con adultos 
cuidadosamente seleccionados en el marco de un 
programa especial cuya utilidad para los menores in-
teresados haya sido demostrada.

30. Deben organizarse centros de detención abiertos 
para menores. Se entiende por centros de detención 
abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad 
son escasas o nulas. La población de esos centros de 
detención deberá ser lo menos numerosa posible. El 
número de menores internado en centros cerrados 
deberá ser también suficientemente pequeño a fin de 
que el tratamiento pueda tener carácter individual. 
Los centros de detención para menores deberán es-
tar descentralizados y tener un tamaño que facilite el 
acceso de las familias de los menores y su contactos 
con ellas. Convendrá establecer pequeños centros de 
detención e integrarlos en el entorno social, econó-
mico y cultural de la comunidad.
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D. Medio físico y alojamiento 

31. Los menores privados de libertad tendrán derecho 
a contar con locales y servicios que satisfagan todas 
las exigencias de la higiene y de la dignidad humana.

32. El diseño de los centros de detención para me-
nores y el medio físico deberán responder a su fina-
lidad, es decir, la rehabilitación de los menores en 
tratamiento de internado, teniéndose debidamente 
en cuenta la necesidad del menor de intimidad, de 
estímulos sensoriales, de posibilidades de asociación 
con sus compañeros y de participación en activida-
des de esparcimiento. El diseño y la estructura de 
los centros de detención para menores deberán ser 
tales que reduzcan al mínimo el riesgo de incendio 
y garanticen una evacuación segura de los locales. 
Deberá haber un sistema eficaz de alarma en los ca-
sos de incendio, así como procedimientos estableci-
dos y ejercicios de alerta que garanticen la seguridad 
de los menores. Los centros de detención no estarán 
situados en zonas de riesgos conocidos para la salud 
o donde existan otros peligros.

33. Los locales para dormir deberán consistir nor-
malmente en dormitorios para pequeños grupos o 
en dormitorios individuales, teniendo presentes las 
normas del lugar. Por la noche, todas las zonas desti-
nadas a dormitorios colectivos, deberán ser objeto de 
una vigilancia regular y discreta para asegurar la pro-
tección de todos los menores. Cada menor dispondrá, 
según los usos locales o nacionales, de ropa de cama 
individual suficiente, que deberá entregarse limpia, 
mantenerse en buen estado y mudarse con regulari-
dad por razones de aseo.

34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un ni-
vel adecuado y estar situadas de modo que el menor 
pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimi-
dad y en forma aseada y decente.

35. La posesión de efectos personales es un elemento 
fundamental del derecho a la intimidad y es indispen-
sable para el bienestar sicológico del menor. Deberá 
reconocerse y respetarse plenamente el derecho de 
todo menor a poseer efectos personales y a disponer 

de lugares seguros para guardarlos. Los efectos per-
sonales del menor que éste decida no conservar o que 
le sean confiscados deberán depositarse en lugar se-
guro. Se hará un inventario de dichos efectos que el 
menor firmará y se tomarán las medidas necesarias 
para que se conserven en buen estado. Todos estos 
artículos, así como el dinero, deberán restituirse al 
menor al ponerlo en libertad, salvo el dinero que se 
le haya autorizado a gastar o los objetos que haya re-
mitido al exterior. Si el menor recibe medicamentos 
o se descubre que los posee, el médico deberá decidir 
el uso que deberá hacerse de ellos.

36. En la medida de lo posible, los menores tendrán 
derecho a usar sus propias prendas de vestir. Los 
centros de detención velarán porque todos los me-
nores dispongan de prendas personales apropiadas 
al clima y suficientes para mantenerlos en buena sa-
lud. Dichas prendas no deberán ser en modo alguno 
degradantes ni humillantes. Los menores que salgan 
del centro o a quienes se autorice a abandonarlo con 
cualquier fin podrán vestir sus propias prendas.

37. Todos los centros de detención deben garantizar 
que todo menor disponga de una alimentación ade-
cuadamente preparada y servida a las horas acos-
tumbradas, en calidad y cantidad que satisfagan las 
normas de la dietética, la higiene y la salud y, en la 
medida de lo posible, las exigencias religiosas y cultu-
rales. Todo menor deberá disponer en todo momento 
de agua limpia y potable.

E. Educación, formación profesional y trabajo 

38. Todo menor en edad de escolaridad obligatoria 
tendrá derecho a recibir una enseñanza adaptada 
a sus necesidades y capacidades y destinada a pre-
pararlo para su reinserción en la sociedad. Siempre 
que sea posible, esta enseñanza deberá impartirse 
fuera del establecimiento, en escuelas de la comu-
nidad, y en todo caso, a cargo de maestros compe-
tentes, mediante programas integrados en el siste-
ma de instrucción pública, a fin de que, cuando sean 
puestos en libertad, los menores puedan continuar 
sus estudios sin dificultad. La administración de los 
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establecimientos deberá prestar especial atención a 
la enseñanza de los menores de origen extranjero o 
con necesidades culturales o étnicas particulares. Los 
menores analfabetos o que presenten problemas cog-
nitivos o de aprendizaje tendrán derecho a enseñan-
za especial.

39. Deberá autorizarse y alentarse a los menores que 
hayan superado la edad de escolaridad obligatoria y 
que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y 
deberá hacerse todo lo posible por que tengan acceso 
a programas de enseñanza adecuados.

40. Los diplomas o certificados de estudios otorga-
dos a los menores durante su detención no deberán 
indicar en ningún caso que los menores han estado 
recluidos.

41. Todo centro de detención deberá facilitar el acce-
so de los menores a una biblioteca bien provista de 
libros y periódicos instructivos y recreativos que sean 
adecuados; se deberá estimular y permitir que utili-
cen al máximo los servicios de la biblioteca.

42. Todo menor tendrá derecho a recibir formación 
para ejercer una profesión que lo prepare para un fu-
turo empleo.

43. Teniendo debidamente en cuenta una selección 
profesional racional y las exigencias de la administra-
ción del establecimiento, los menores deberán poder 
optar por la clase de trabajo que deseen realizar.

44. Deberán aplicarse a los menores privados de li-
bertad todas las normas nacionales e internacionales 
de protección que se aplican al trabajo de los niños y 
a los trabajadores jóvenes.

45. Siempre que sea posible, deberá darse a los me-
nores la oportunidad de realizar un trabajo remune-
rado, de ser posible en el ámbito de la comunidad 
local, que complemente la formación profesional 
impartida a fin de aumentar la posibilidad de que 
encuentren un empleo conveniente cuando se rein-
tegren a sus comunidades. El tipo de trabajo debe-
rá ser tal que proporcione una formación adecuada 
y útil para los menores después de su liberación. La 
organización y los métodos de trabajo que haya en 

los centros de detención deberán asemejarse lo más 
posible a los de trabajos similares en la comunidad, 
a fin de preparar a los menores para las condiciones 
laborales normales.

46. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá de-
recho a una remuneración justa. El interés de los 
menores y de su formación profesional no deberá 
subordinarse al propósito de obtener beneficios para 
el centro de detención o para un tercero. Una parte 
de la remuneración del menor debería reservarse de 
ordinario para constituir un fondo de ahorro que le 
será entregado cuando quede en libertad. El menor 
debería tener derecho a utilizar el remanente de esa 
remuneración para adquirir objetos destinados a su 
uso personal, indemnizar a la víctima perjudicada 
por su delito, o enviarlo a su propia familia o a otras 
personas fuera del centro.

F. Actividades recreativas 

47. Todo menor deberá disponer diariamente del 
tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos al 
aire libre si el clima lo permite, durante el cual se pro-
porcionará normalmente una educación recreativa y 
física adecuada. Para estas actividades, se pondrán a 
su disposición terreno suficiente y las instalaciones 
y el equipo necesarios. Todo menor deberá disponer 
diariamente de tiempo adicional para actividades de 
esparcimiento, parte de las cuales deberán dedicar-
se, si el menor así lo desea, a desarrollar aptitudes 
en artes y oficios. El centro de detención deberá velar 
porque cada menor esté físicamente en condiciones 
de participar en los programas de educación física 
disponibles. Deberá ofrecerse educación física co-
rrectiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a los 
menores que la necesiten.

G. Religión 

48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus 
obligaciones religiosas y satisfacer sus necesidades 
espirituales, permitiéndose participar en los servi-
cios o reuniones organizados en el establecimiento 
o celebrar sus propios servicios y tener en su poder 
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libros u objetos de culto y de instrucción religiosa de 
su confesión. Si en un centro de detención hay un nú-
mero suficiente de menores que profesan una deter-
minada religión, deberá nombrase o admitirse a uno 
o más representantes autorizados de ese culto que 
estarán autorizados para organizar periódicamente 
servicios religiosos y efectuar visitas pastorales parti-
culares a los menores de su religión, previa solicitud 
de ellos. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas 
de un representante calificado de cualquier religión 
de su elección, a no participar en servicios religiosos 
y rehusar libremente la enseñanza, el asesoramiento 
o el adoctrinamiento religioso.

H. Atención médica 

49. Todo menor deberá recibir atención médica ade-
cuada, tanto preventiva como correctiva, incluida 
atención odontológica, oftalmológica y de salud men-
tal, así como los productos farmacéuticos y dietas 
especiales que hayan sido recetados por un médico. 
Normalmente, toda esta atención médica debe pres-
tarse cuando sea posible a los jóvenes reclusos por 
conducto de los servicios e instalaciones sanitarios 
apropiados de la comunidad en que esté situado el 
centro de detención, a fin de evitar que se estigmatice 
al menor y de promover su dignidad personal y su 
integración en la comunidad.

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por 
un médico inmediatamente después de su ingreso en 
un centro de menores, con objeto de hacer constar 
cualquier prueba de malos tratos anteriores y veri-
ficar cualquier estado físico o mental que requiera 
atención médica.

51. Los servicios médicos a disposición de los meno-
res deberán tratar de detectar y tratar toda enferme-
dad física o mental, todo uso indebido de sustancias 
químicas y cualquier otro estado que pudiera cons-
tituir un obstáculo para la integración del joven en 
la sociedad. Todo centro de detención de menores 
deberá tener acceso inmediato a instalaciones y equi-
po médicos adecuados que guarden relación con el 

número y las necesidades de sus residentes, así como 
personal capacitado en atención sanitaria preventiva 
y en tratamiento de urgencias médicas. Todo menor 
que esté enfermo, se queje de enfermedad o presente 
síntomas de dificultades físicas o mentales deberá ser 
examinado rápidamente por un funcionario médico.

52. Todo funcionario médico que tenga razones para 
estimar que la salud física o mental de un menor ha 
sido afectada, o pueda serlo, por el internamiento 
prolongado, una huelga de hambre o cualquier cir-
cunstancia del internamiento, deberá comunicar 
inmediatamente este hecho al director del estable-
cimiento y a la autoridad independiente responsable 
del bienestar del menor.

53. Todo menor que sufra una enfermedad mental 
deberá recibir tratamiento en una institución espe-
cializada bajo supervisión médica independiente. Se 
adoptarán medidas, de acuerdo con los organismos 
competentes, para que pueda continuar cualquier 
tratamiento de salud mental que requiera después de 
la liberación.

54. Los centros de detención de menores deberán or-
ganizar programas de prevención del uso indebido de 
drogas y de rehabilitación administrados por perso-
nal calificado. Estos programas deberán adaptarse a 
la edad, al sexo y otras circunstancias de los menores 
interesados, y deberán ofrecerse servicios de desin-
toxicación dotados de personal calificado a los meno-
res toxicómanos o alcohólicos.

55. Sólo se administrará medicamentos para un tra-
tamiento necesario o por razones médicas y, cuando 
se pueda, después de obtener el consentimiento del 
menor debidamente informado. En particular, no se 
deben administrar para obtener información o con-
fesión, ni como sanción o medio de reprimir al me-
nor. Los menores nunca servirán como objeto para 
experimentar el empleo de fármacos o tratamientos. 
La administración de cualquier fármaco deberá ser 
siempre autorizada y efectuada por personal médico 
calificado.
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I. Notificación de enfermedad, accidente y 
defunción 

56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra 
persona designada por dicho menor, tienen el dere-
cho de ser informados, si así lo solicitan, del estado 
de salud del menor y en el caso de que se produzca 
un cambio importante en él. El director del centro de 
detención deberá notificar inmediatamente a la fami-
lia o al tutor del menor, o a cualquier otra persona 
designada por él, en caso de fallecimiento, enferme-
dad que requiera el traslado del menor a un centro 
médico fuera del centro, o un estado que exija un tra-
tamiento de más de 48 horas en el servicio clínico del 
centro de detención. También se deberá notificar a 
las autoridades consulares del Estado de que sea ciu-
dadano el menor extranjero.

57. En caso de fallecimiento de un menor durante 
el período de privación de libertad, el pariente más 
próximo tendrá derecho a examinar el certificado 
de defunción, a pedir que le muestren el cadáver y 
disponer su último destino en la forma que decida. 
En caso de fallecimiento de un menor durante su in-
ternamiento, deberá practicarse una investigación 
independiente sobre las causas de la defunción, cu-
yas conclusiones deberán quedar a disposición del 
pariente más próximo. Dicha investigación deberá 
practicarse cuando el fallecimiento del menor se pro-
duzca dentro de los seis meses siguientes a la fecha de 
su liberación del centro de detención y cuando haya 
motivos para creer que el fallecimiento guarda rela-
ción con el período de reclusión.

58. Deberá informarse al menor inmediatamente del 
fallecimiento, o de la enfermedad o el accidente gra-
ves de un familiar inmediato y darle la oportunidad 
de asistir al funeral del fallecido o, en caso de enfer-
medad grave de un pariente, a visitarle en su lecho 
de enfermo.

J. Contactos con la comunidad en general 

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para 
que los menores tengan una comunicación adecuada 
con el mundo exterior, pues ella es parte integrante 

del derecho a un tratamiento justo y humanitario y 
es indispensable para preparar la reinserción de los 
menores en la sociedad. Deberá autorizarse a los me-
nores a comunicarse con sus familiares, sus amigos 
y otras personas o representantes de organizaciones 
prestigiosas del exterior, a salir de los centros de de-
tención para visitar su hogar y su familia, y se darán 
permisos especiales para salir del establecimiento por 
motivos educativos, profesionales u otras razones de 
importancia. En caso de que el menor esté cumplien-
do una condena, el tiempo transcurrido fuera de un 
establecimiento deberá computarse como parte del 
período de cumplimiento de la sentencia.

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regu-
lares y frecuentes, en principio una vez por semana y 
por lo menos una vez al mes, en condiciones que res-
peten la necesidad de intimidad del menor, el contac-
to y la comunicación sin restricciones con la familia y 
con el abogado defensor.

61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por 
escrito o por teléfono, al menos dos veces por sema-
na, con la persona de su elección, salvo que se le haya 
prohibido legalmente hacer uso de este derecho, y 
deberá recibir la asistencia necesaria para que pueda 
ejercer eficazmente ese derecho. Todo menor tendrá 
derecho a recibir correspondencia.

62. Los menores deberán tener la oportunidad de in-
formarse periódicamente de los acontecimientos por 
la lectura de diarios, revistas u otras publicaciones, 
mediante el acceso a programas de radio y televisión 
y al cine, así como a través de visitas de los represen-
tantes de cualquier club u organización de carácter 
lícito en que el menor esté interesado.

K. Limitaciones de la coerción física y del uso 
de la fuerza 

63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de 
coerción y a la fuerza con cualquier fin, salvo en los 
casos establecidos en el artículo 64 infra.

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instru-
mentos de coerción en casos excepcionales, cuando 
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se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás 
medios de control y sólo de la forma expresamente 
autorizada y descrita por una ley o un reglamento. 
Esos instrumentos no deberán causar humillación 
ni degradación y deberán emplearse de forma res-
trictiva y sólo por el lapso estrictamente necesario. 
Por orden del director de la administración, podrán 
utilizarse esos instrumentos para impedir que el me-
nor lesione a otros o a sí mismo o cause importantes 
daños materiales. En esos casos, el director deberá 
consultar inmediatamente al personal médico y otro 
personal competente e informar a la autoridad admi-
nistrativa superior.

65. En todo centro donde haya menores detenidos 
deberá prohibirse al personal portar y utilizar armas.

L. Procedimientos disciplinarios 

66. Todas las medidas y procedimientos disciplina-
rios deberán contribuir a la seguridad y a una vida co-
munitaria ordenada y ser compatibles con el respeto 
de la dignidad inherente del menor y con el objetivo 
fundamental del tratamiento institucional, a saber, 
infundir un sentimiento de justicia y de respeto por 
uno mismo y por los derechos fundamentales de toda 
persona.

67. Estarán estrictamente prohibidas todas las me-
didas disciplinarias que constituyan un trato cruel, 
inhumano o degradante, incluido los castigos corpo-
rales, la reclusión en celda oscura y las penas de ais-
lamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra 
sanción que pueda poner en peligro la salud física o 
mental del menor. Estarán prohibidas, cualquiera 
que sea su finalidad, la reducción de alimentos y la 
restricción o denegación de contacto con familiares. 
El trabajo será considerado siempre un instrumento 
de educación y un medio de promover el respeto del 
menor por sí mismo, como preparación para su rein-
serción en la comunidad, y nunca deberá imponerse 
a título de sanción disciplinaria. No deberá sancio-
narse a ningún menor más de una vez por la misma 
infracción disciplinaria. Deberán prohibirse las san-
ciones colectivas.

68. Las leyes o reglamentos aprobados por la auto-
ridad administrativa competente deberán establecer 
normas relativas a los siguientes elementos, teniendo 
plenamente en cuenta las características, necesida-
des y derechos fundamentales del menor:

a) 	La conducta que constituye una infracción a la 
disciplina;

b) 	El carácter y la duración de las sanciones disci-
plinarias que se pueden aplicar;

c) 	La autoridad competente para imponer esas 
sanciones;

d) 	La autoridad competente en grado de apelación.

69. Los informes de mala conducta serán presenta-
dos de inmediato a la autoridad competente, la cual 
deberá decidir al respecto sin demoras injustificadas. 
La autoridad competente deberá examinar el caso 
con detenimiento.

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones discipli-
narias que no se ajusten estrictamente a lo dispues-
to en las leyes o los reglamentos en vigor. No debe-
rá sancionarse a ningún menor a menos que haya 
sido informado debidamente de la infracción que le 
es imputada, en forma que el menor comprenda ca-
balmente, y que se le haya dado la oportunidad de 
presentar su defensa, incluido el derecho de apelar 
a una autoridad imparcial competente. Deberá le-
vantarse un acta completa de todas las actuaciones 
disciplinarias.

71. Ningún menor deberá tener a su cargo funciones 
disciplinarias, salvo en lo referente a la supervisión 
de ciertas actividades sociales, educativas o deporti-
vas o programas de autogestión.

M. Inspección y reclamaciones 

72. Los inspectores calificados o una autoridad de-
bidamente constituida de nivel equivalente que no 
pertenezca a la administración del centro deberán 
estar facultados para efectuar visitas periódicas, y 
a hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y 
para gozar de plenas garantías de independencia en 
el ejercicio de esta función. Los inspectores deberán 
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tener acceso sin restricciones a todas las personas 
empleadas o que trabajen en los establecimientos 
o instalaciones donde haya o pueda haber menores 
privados de libertad, a todos los menores y a toda la 
documentación de los establecimientos.

73. En las inspecciones deberán participar funcio-
narios médicos especializados adscritos a la entidad 
inspectora o al servicio de salud pública, quienes eva-
luarán el cumplimiento de las reglas relativas al am-
biente físico, la higiene, el alojamiento, la comida, el 
ejercicio y los servicios médicos, así como cualesquie-
ra otros aspectos o condiciones de la vida del centro 
que afecten a la salud física y mental de los menores. 
Todos los menores tendrán derecho a hablar confi-
dencialmente con los inspectores.

74. Terminada la inspección, el inspector deberá pre-
sentar un informe sobre sus conclusiones. Este infor-
me incluirá una evaluación de la forma en que el cen-
tro de detención observa las presentes Reglas y las 
disposiciones pertinentes de la legislación nacional, 
así como recomendaciones acerca de las medidas que 
se consideren necesarias para garantizar su obser-
vancia. Todo hecho descubierto por un inspector que 
parezca indicar que se ha producido una violación de 
las disposiciones legales relativas a los derechos de 
los menores o al funcionamiento del centro de deten-
ción para menores deberá comunicarse a las autori-
dades competentes para que lo investigue y exija las 
responsabilidades correspondientes.

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de 
presentar en todo momento peticiones o quejas al 
director del establecimiento o a su representante 
autorizado.

76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía 
prescrita y sin censura en cuanto al fondo, una peti-
ción o queja a la administración central de los esta-
blecimientos para menores, a la autoridad judicial o 
cualquier otra autoridad competente, y a ser infor-
mado sin demora de la respuesta.

77. Debería procurarse la creación de un cargo in-
dependiente de mediador, facultado para recibir e 

investigar las quejas formuladas por los menores pri-
vados de libertad y ayudar a la consecución de solu-
ciones equitativas.

78. A los efectos de formular una queja, todo menor 
tendrá derecho a solicitar asistencia a miembros de 
su familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u 
otros cuando sea posible. Se prestará asistencia a los 
menores analfabetos cuando necesiten recurrir a los 
servicios de organismos u organizaciones públicos o 
privados que brindan asesoramiento jurídico o que 
son competentes para recibir reclamaciones.

N. Reintegración en la comunidad 

79. Todos los menores deberán beneficiarse de 
medidas concebidas para ayudarles a reintegrar-
se en la sociedad, la vida familiar y la educación 
o el trabajo después de ser puestos en libertad. A 
tal fin se deberán establecer procedimientos, in-
clusive la libertad anticipada, y cursos especiales. 
80. Las autoridades competentes deberán crear o re-
currir a servicios que ayuden a los menores a rein-
tegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar los 
prejuicios que existen contra esos menores. Estos 
servicios, en la medida de lo posible, deberán pro-
porcionar al menor alojamiento, trabajo y vestidos 
convenientes, así como los medios necesarios para 
que pueda mantenerse después de su liberación para 
facilitar su feliz reintegración. Los representantes de 
organismos que prestan estos servicios deberán ser 
consultados y tener acceso a los menores durante su 
internamiento con miras a la asistencia que les pres-
ten para su reinserción en la comunidad.

V. Personal 

81. El personal deberá ser competente y contar con 
un número suficiente de especialistas, como educa-
dores, instructores profesionales, asesores, asistentes 
sociales, siquiatras y sicólogos. Normalmente, esos 
funcionarios y otros especialistas deberán formar 
parte del personal permanente, pero ello no excluirá 
los auxiliares a tiempo parcial o voluntarios cuando 
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resulte apropiado y beneficioso por el nivel de apoyo 
y formación que puedan prestar. Los centros de de-
tención deberán aprovechar todas las posibilidades 
y modalidades de asistencia correctivas, educativas, 
morales, espirituales y de otras índoles disponibles 
en la comunidad y que sean idóneas, en función de 
las necesidades y los problemas particulares de los 
menores recluidos.

82. La administración deberá seleccionar y contratar 
cuidadosamente al personal de todas las clases y ca-
tegorías, por cuanto la buena marcha de los centros 
de detención depende de su integridad, actitud hu-
manitaria, capacidad y competencia profesional para 
tratar con menores, así como de sus dotes personales 
para el trabajo.

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designar-
se funcionarios profesionales con una remuneración 
suficiente para atraer y retener a hombres y mujeres 
capaces. Deberá darse en todo momento estímulos a 
los funcionarios de los centros de detención de me-
nores para que desempeñen sus funciones y obliga-
ciones profesionales en forma humanitaria, dedica-
da, profesional, justa y eficaz, se comporten en todo 
momento de manera tal que merezca y obtenga el 
respeto de los menores y brinden a éstos un modelo y 
una perspectiva positivos.

84. La administración deberá adoptar formas de or-
ganización y gestión que faciliten la comunicación 
entre las diferentes categorías del personal de cada 
centro de detención para intensificar la cooperación 
entre los diversos servicios dedicados a la atención 
de los menores, así como entre el personal y la ad-
ministración, con miras a conseguir que el personal 
que está en contacto directo con los menores pueda 
actuar en condiciones que favorezcan el desempeño 
eficaz de sus tareas.

85. El personal deberá recibir una formación que le 
permita desempeñar eficazmente sus funciones, en 
particular la capacitación en sicología infantil, pro-
tección de la infancia y criterios y normas interna-
cionales de derechos humanos y derechos del niño, 
incluidas las presentes Reglas. El personal deberá 
mantener y perfeccionar sus conocimientos y capaci-
dad profesional asistiendo a cursos de formación en 

el servicio que se organizarán a intervalos apropiados 
durante toda su carrera.

86. El director del centro deberá estar debidamente 
calificado para su función por su capacidad adminis-
trativa, una formación adecuada y su experiencia en 
la materia y deberá dedicar todo su tiempo a su fun-
ción oficial.

87. En el desempeño de sus funciones, el personal de 
los centros de detención deberá respetar y proteger la 
dignidad y los derechos humanos fundamentales de 
todos los menores y, en especial:

a) 	Ningún funcionario del centro de detención o 
de la institución podrá infligir, instigar o tolerar 
acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, 
castigo o medida correctiva o disciplinaria seve-
ro, cruel, inhumano o degradante bajo ningún 
pretexto o circunstancia de cualquier tipo;

b) 	Todo el personal deberá impedir y combatir se-
veramente todo acto de corrupción, comunicán-
dolo sin demora a las autoridades competentes;

c) 	Todo el personal deberá respetar las presentes 
Reglas. Cuando tenga motivos para estimar que 
estas Reglas han sido gravemente violadas o 
puedan serlo, deberá comunicarlo a sus autori-
dades superiores u órganos competentes facul-
tados para supervisar o remediar la situación;

d) 	Todo el personal deberá velar por la cabal pro-
tección de la salud física y mental de los meno-
res, incluida la protección contra la explotación 
y el maltrato físico, sexual y emocional, y deberá 
adoptar con urgencia medidas para que reciban 
atención médica siempre que sea necesario;

e) 	Todo el personal deberá respetar el derecho de 
los menores a la intimidad y, en particular, de-
berá respetar todas las cuestiones confidencia-
les relativas a los menores o sus familias que 
lleguen a conocer en el ejercicio de su actividad 
profesional;

f) 	 Todo el personal deberá tratar de reducir al mí-
nimo las diferencias entre la vida dentro y fuera 
del centro de detención que tiendan a disminuir 
el respeto debido a la dignidad de los menores 
como seres humanos.



CONVENIO 182 DE LA OIT 
SOBRE LAS PEORES FORMAS DE TRABAJO 

INFANTIL (17 DE JUNIO DE 1999)

Ratificado por Argentina el 5 de febrero 2001

La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra y Considerando que la elimi-
nación efectiva de las peores formas de trabajo infan-
til requiere una acción inmediata y general que ten-
ga en cuenta la importancia de la educación básica 
gratuita y la necesidad de librar de todas esas formas 
de trabajo a los niños afectados y asegurar su rehabi-
litación y su inserción social al mismo tiempo que se 
atiende a las necesidades de sus familias;

Recordando que algunas de las peores formas de tra-
bajo infantil son objeto de otros instrumentos inter-
nacionales, en particular el Convenio sobre el trabajo 
forzoso, 1930, y la Convención suplementaria de las 
Naciones Unidas sobre la abolición de la esclavitud, 
la trata de esclavos y las instituciones y prácticas aná-
logas a la esclavitud, 1956;

Después de haber decidido adoptar varias proposi-
ciones relativas al trabajo infantil, adopta el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio so-
bre las peores formas de trabajo infantil, 1999:

Artículo 1

Todo Miembro que ratifique el presente Convenio de-
berá adoptar medidas inmediatas y eficaces para con-
seguir la prohibición y la eliminación de las peores 
formas de trabajo infantil con carácter de urgencia.

Artículo 2

A los efectos del presente Convenio, el término “niño” 
designa a toda persona menor de 18 años.

Artículo 3

A los efectos del presente Convenio, la expresión “las 
peores formas de trabajo infantil” abarca:

a)	  todas las formas de esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, como la venta y la trata 
de niños, la servidumbre por deudas y la condi-
ción de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, 
incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio 
de niños para utilizarlos en conflictos armados;

b) 	la utilización, el reclutamiento o la oferta de ni-
ños para la prostitución, la producción de porno-
grafía o actuaciones pornográficas;

c) 	 la utilización, el reclutamiento o la oferta de ni-
ños para la realización de actividades ilícitas, en 
particular la producción y el tráfico de estupefa-
cientes, tal como se definen en los tratados inter-
nacionales pertinentes, y

d) 	el trabajo que, por su naturaleza o por las con-
diciones en que se lleva a cabo, es probable que 
dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los 
niños.
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Artículo 4

1. Los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3, d) 
deberán ser determinados por la legislación nacional 
o por la autoridad competente, previa consulta con 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores 
interesadas y tomando en consideración las normas 
internacionales en la materia, en particular los párra-
fos 3 y 4 de la Recomendación sobre las peores for-
mas de trabajo infantil, 1999.

2. La autoridad competente, previa consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores in-
teresadas, deberá localizar dónde se practican los ti-
pos de trabajo determinados a tenor del párrafo 1 de 
este artículo.

3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso ne-
cesario, revisarse la lista de los tipos de trabajo de-
terminados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en 
consulta con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores interesadas.

Artículo 5

Todo Miembro, previa consulta con las organizacio-
nes de empleadores y de trabajadores, deberá esta-
blecer o designar mecanismos apropiados para vigi-
lar la aplicación de las disposiciones por las que se dé 
efecto al presente Convenio.

Artículo 6

1. Todo Miembro deberá elaborar y poner en prácti-
ca programas de acción para eliminar, como medida 
prioritaria, las peores formas de trabajo infantil.

2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y 
ponerse en práctica en consulta con las instituciones 
gubernamentales competentes y las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores, tomando en con-
sideración las opiniones de otros grupos interesados, 
según proceda.

Artículo 7

1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas 
sean necesarias para garantizar la aplicación y el 

cumplimiento efectivos de las disposiciones por las 
que se dé efecto al presente Convenio, incluidos el es-
tablecimiento y la aplicación de sanciones penales o, 
según proceda, de otra índole.

2. Todo Miembro deberá adoptar, teniendo en cuen-
ta la importancia de la educación para la eliminación 
del trabajo infantil, medidas efectivas y en un plazo 
determinado con el fin de:

a) 	impedir la ocupación de niños en las peores for-
mas de trabajo infantil;

b) 	prestar la asistencia directa necesaria y adecua-
da para librar a los niños de las peores formas 
de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e 
inserción social;

c) 	asegurar a todos los niños que hayan sido libra-
dos de las peores formas de trabajo infantil el ac-
ceso a la enseñanza básica gratuita y, cuando sea 
posible y adecuado, a la formación profesional;

d) 	identificar a los niños que están particularmente 
expuestos a riesgos y entrar en contacto directo 
con ellos, y

e) 	tener en cuenta la situación particular de las 
niñas.

3. Todo Miembro deberá designar la autoridad com-
petente encargada de la aplicación de las disposicio-
nes por las que se dé efecto al presente Convenio.

Artículo 8

Los Miembros deberán tomar medidas apropiadas 
para ayudarse recíprocamente a fin de aplicar las dis-
posiciones del presente Convenio por medio de una 
mayor cooperación y/o asistencia internacionales, 
incluido el apoyo al desarrollo social y económico, los 
programas de erradicación de la pobreza y la educa-
ción universal.

Artículo 9

Las ratificaciones formales del presente Convenio 
serán comunicadas, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo.
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Artículo 10

1. Este Convenio obligará únicamente a aque-
llos Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el 
Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo.

2. Entrará en vigor 12 meses después de la fecha en 
que las ratificaciones de dos Miembros hayan sido re-
gistradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en 
vigor, para cada Miembro, 12 meses después de la fe-
cha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 11

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
podrá denunciarlo a la expiración de un período de 
diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunica-
da, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá 
efecto hasta un año después de la fecha en que se 
haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
y que, en el plazo de un año después de la expiración 
del período de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia 
previsto en este artículo quedará obligado durante 
un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo po-
drá denunciar este Convenio a la expiración de cada 
período de diez años, en las condiciones previstas en 
este artículo.

Artículo 12

1. El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo notificará a todos los Miembros de la 
Organización Internacional del Trabajo el regis-
tro de cuantas ratificaciones, declaraciones y ac-
tas de denuncia le comuniquen los Miembros de la 
Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el 
registro de la segunda ratificación que le haya sido 
comunicada, el Director General llamará la atención 
de los Miembros de la Organización sobre la fecha en 
que entrará en vigor el presente Convenio.

Artículo 13

El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas, una información completa sobre 
todas las ratificaciones, declaraciones y actas de de-
nuncia que haya registrado de acuerdo con los artícu-
los precedentes.

Artículo 14

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de 
Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo presentará a la Conferencia una memo-
ria sobre la aplicación del Convenio, y considerará 
la conveniencia de incluir en el orden del día de la 
Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 15

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo 
convenio que implique una revisión total o parcial del 
presente, y a menos que el nuevo convenio contenga 
disposiciones en contrario:

a) 	la ratificación, por un Miembro, del nuevo con-
venio revisor implicará ipso jure la denuncia in-
mediata de este Convenio, no obstante las dispo-
siciones contenidas en el artículo 11, siempre que 
el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b) 	a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo 
convenio revisor, el presente Convenio cesará de 
estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, 
en su forma y contenido actuales, para los Miembros 
que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio 
revisor.



CONVENIO 138 DE LA OIT
SOBRE LA EDAD MÍNIMA DE ADMISIÓN DEL 

EMPLEO (26 DE JUNIO DE 1973)

Ratificado por Argentina 11 de noviembre 1996 que agrega “edad mínima 16 años”.

La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra  y Considerando que ha llega-
do el momento de adoptar un instrumento general 
sobre el tema que reemplace gradualmente a los ac-
tuales instrumentos, aplicables a sectores económi-
cos limitados, con miras a lograr la total abolición del 
trabajo de los niños, y después de haber decidido que 
dicho instrumento revista la forma de un convenio 
internacional,  adopta el presente Convenio, que po-
drá ser citado como el Convenio sobre la edad míni-
ma, 1973:

Artículo 1

Todo Miembro para el cual esté en vigor el presente 
Convenio se compromete a seguir una política nacio-
nal que asegure la abolición efectiva del trabajo de 
los niños y eleve progresivamente la edad mínima de 
admisión al empleo o al trabajo a un nivel que haga 
posible el más completo desarrollo físico y mental de 
los menores.

Artículo 2

1. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio 
deberá especificar, en una declaración anexa a su ra-
tificación, la edad mínima de admisión al empleo o 
al trabajo en su territorio y en los medios de trans-
porte matriculados en su territorio; a reserva de lo 

dispuesto en los artículos 4 a 8 del presente Convenio, 
ninguna persona menor de esa edad deberá ser admi-
tida al empleo o trabajar en ocupación alguna.

2. Todo Miembro que haya ratificado el presente 
Convenio podrá notificar posteriormente al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo, me-
diante otra declaración, que establece una edad míni-
ma más elevada que la que fijó inicialmente.

3. La edad mínima fijada en cumplimiento de lo dis-
puesto en el párrafo 1 del presente artículo no deberá 
ser inferior a la edad en que cesa la obligación esco-
lar, o en todo caso, a quince años.

4. No obstante las disposiciones del párrafo 3 de este 
artículo, el Miembro cuya economía y medios de edu-
cación estén insuficientemente desarrollados podrá, 
previa consulta con las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores interesadas, si tales organi-
zaciones existen, especificar inicialmente una edad 
mínima de catorce años.

5. Cada Miembro que haya especificado una edad 
mínima de catorce años con arreglo a las disposi-
ciones del párrafo precedente deberá declarar en las 
memorias que presente sobre la aplicación de este 
Convenio, en virtud del artículo 22 de la Constitución 
de la Organización Internacional del Trabajo:

a)	 que aún subsisten las razones para tal especifica-
ción, o
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b) 	que renuncia al derecho de seguir acogiéndo-
se al párrafo 1 anterior a partir de una fecha 
determinada.

Artículo 3

1. La edad mínima de admisión a todo tipo de empleo 
o trabajo que por su naturaleza o las condiciones en 
que se realice pueda resultar peligroso para la salud, 
la seguridad o la moralidad de los menores no deberá 
ser inferior a dieciocho años.

2. Los tipos de empleo o de trabajo a que se aplica el 
párrafo 1 de este artículo serán determinados por la 
legislación nacional o por la autoridad competente, 
previa consulta con las organizaciones de empleado-
res y de trabajadores interesadas, cuando tales orga-
nizaciones existan.

3. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 de este ar-
tículo, la legislación nacional o la autoridad compe-
tente, previa consulta con las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales 
organizaciones existan, podrán autorizar el empleo o 
el trabajo a partir de la edad de dieciséis años, siem-
pre que queden plenamente garantizadas la salud, la 
seguridad y la moralidad de los adolescentes, y que 
éstos hayan recibido instrucción o formación profe-
sional adecuada y específica en la rama de actividad 
correspondiente.

Artículo 4

1. Si fuere necesario, la autoridad competente, pre-
via consulta con las organizaciones interesadas de 
empleadores y de trabajadores, cuando tales orga-
nizaciones existan, podrá excluir de la aplicación del 
presente Convenio a categorías limitadas de empleos 
o trabajos respecto de los cuales se presenten proble-
mas especiales e importantes de aplicación.

2. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio 
deberá enumerar, en la primera memoria sobre la 
aplicación del Convenio que presente en virtud del 
artículo 22 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo, las categorías que haya 

excluido de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 1 
de este artículo, explicando los motivos de dicha ex-
clusión, y deberá indicar en memorias posteriores el 
estado de su legislación y práctica respecto de las ca-
tegorías excluidas y la medida en que aplica o se pro-
pone aplicar el presente Convenio a tales categorías.

3. El presente artículo no autoriza a excluir de la apli-
cación del Convenio los tipos de empleo o trabajo a 
que se refiere el artículo 3.

Artículo 5

1. El Miembro cuya economía y cuyos servicios ad-
ministrativos estén insuficientemente desarrollados 
podrá, previa consulta con las organizaciones intere-
sadas de empleadores y de trabajadores, cuando tales 
organizaciones existan, limitar inicialmente el campo 
de aplicación del presente Convenio.

2. Todo Miembro que se acoja al párrafo 1 del pre-
sente artículo deberá determinar, en una declaración 
anexa a su ratificación, las ramas de actividad econó-
mica o los tipos de empresa a los cuales aplicará las 
disposiciones del presente Convenio.

3. Las disposiciones del presente Convenio deberán 
ser aplicables, como mínimo, a: minas y canteras; in-
dustrias manufactureras; construcción; servicios de 
electricidad, gas y agua; saneamiento; transportes, 
almacenamiento y comunicaciones, y plantaciones y 
otras explotaciones agrícolas que produzcan princi-
palmente con destino al comercio, con exclusión de 
las empresas familiares o de pequeñas dimensiones 
que produzcan para el mercado local y que no em-
pleen regularmente trabajadores asalariados.

4. Todo Miembro que haya limitado el campo de 
aplicación del presente Convenio al amparo de este 
artículo:

a) 	deberá indicar en las memorias que presente 
en virtud del artículo 22 de la Constitución de 
la Organización Internacional del Trabajo la si-
tuación general del empleo o del trabajo de los 
menores y de los niños en las ramas de activi-
dad que estén excluidas del campo de aplicación 
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del presente Convenio y los progresos que haya 
logrado hacia una aplicación más extensa de las 
disposiciones del presente Convenio;

b) 	podrá en todo momento extender el campo de 
aplicación mediante una declaración enviada al 
Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo.

Artículo 6

El presente Convenio no se aplicará al trabajo efec-
tuado por los niños o los menores en las escuelas de 
enseñanza general, profesional o técnica o en otras 
instituciones de formación ni al trabajo efectuado 
por personas de por lo menos catorce años de edad 
en las empresas, siempre que dicho trabajo se lleve 
a cabo según las condiciones prescritas por la auto-
ridad competente, previa consulta con las organiza-
ciones interesadas de empleadores y de trabajadores, 
cuando tales organizaciones existan, y sea parte inte-
grante de:

a) 	un curso de enseñanza o formación del que sea 
primordialmente responsable una escuela o ins-
titución de formación;

b) 	un programa de formación que se desarrolle en-
tera o fundamentalmente en una empresa y que 
haya sido aprobado por la autoridad competen-
te; o

c) 	un programa de orientación, destinado a facili-
tar la elección de una ocupación o de un tipo de 
formación.

Artículo 7

1. La legislación nacional podrá permitir el empleo o 
el trabajo de personas de trece a quince años de edad 
en trabajos ligeros, a condición de que éstos:

a) 	no sean susceptibles de perjudicar su salud o de-
sarrollo; y

b) 	no sean de tal naturaleza que puedan perjudicar 
su asistencia a la escuela, su participación en 
programas de orientación o formación profesio-
nal aprobados por la autoridad competente o el 
aprovechamiento de la enseñanza que reciben.

2. La legislación nacional podrá también permitir el 
empleo o el trabajo de personas de quince años de 
edad por lo menos, sujetas aún a la obligación esco-
lar, en trabajos que reúnan los requisitos previstos en 
los apartados a) y b) del párrafo anterior.

3. La autoridad competente determinará las activida-
des en que podrá autorizarse el empleo o el trabajo 
de conformidad con los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo y prescribirá el número de horas y las con-
diciones en que podrá llevarse a cabo dicho empleo 
o trabajo.

4. No obstante las disposiciones de los párrafos 1 y 2 
del presente artículo, el Miembro que se haya acogi-
do a las disposiciones del párrafo 4 del artículo 2 po-
drá, durante el tiempo en que continúe acogiéndose 
a dichas disposiciones, sustituir las edades de trece y 
quince años, en el párrafo 1 del presente artículo, por 
las edades de doce y catorce años, y la edad de quince 
años, en el párrafo 2 del presente artículo, por la edad 
de catorce años.

Artículo 8

1. La autoridad competente podrá conceder, previa 
consulta con las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores interesadas, cuando tales organiza-
ciones existan, por medio de permisos individuales, 
excepciones a la prohibición de ser admitido al em-
pleo o de trabajar que prevé el artículo 2 del presente 
Convenio, con finalidades tales como participar en 
representaciones artísticas.

2. Los permisos así concedidos limitarán el número 
de horas del empleo o trabajo objeto de esos permi-
sos y prescribirán las condiciones en que puede lle-
varse a cabo.

Artículo 9

1. La autoridad competente deberá prever todas las 
medidas necesarias, incluso el establecimiento de 
sanciones apropiadas, para asegurar la aplicación 
efectiva de las disposiciones del presente Convenio.
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2. La legislación nacional o la autoridad competen-
te deberán determinar las personas responsables del 
cumplimiento de las disposiciones que den efecto al 
presente Convenio.

3. La legislación nacional o la autoridad competente 
prescribirá los registros u otros documentos que el 
empleador deberá llevar y tener a disposición de la 
autoridad competente. Estos registros deberán indi-
car el nombre y apellidos y la edad o fecha de naci-
miento, debidamente certificados siempre que sea 
posible, de todas las personas menores de dieciocho 
años empleadas por él o que trabajen para él.

Artículo 10

1. El presente Convenio modifica, en las condiciones 
establecidas en este artículo, el Convenio sobre la 
edad mínima (industria), 1919; el Convenio sobre la 
edad mínima (trabajo marítimo), 1920; el Convenio 
sobre la edad mínima (agricultura), 1921; el Convenio 
sobre la edad mínima (pañoleros y fogoneros), 1921; 
el Convenio sobre la edad mínima (trabajos no in-
dustriales), 1932; el Convenio (revisado) sobre la 
edad mínima (trabajo marítimo), 1936; el Convenio 
(revisado) sobre la edad mínima (industria), 1937; el 
Convenio (revisado) sobre la edad mínima (trabajos 
no industriales), 1937; el Convenio sobre la edad mí-
nima (pescadores), 1959, y el Convenio sobre la edad 
mínima (trabajo subterráneo), 1965.

2. Al entrar en vigor el presente Convenio, el Convenio 
(revisado) sobre la edad mínima (trabajo marítimo), 
1936; el Convenio (revisado) sobre la edad míni-
ma (industria), 1937; el Convenio (revisado) sobre 
la edad mínima (trabajos no industriales), 1937; el 
Convenio sobre la edad mínima (pescadores), 1959, 
y el Convenio sobre la edad mínima (trabajo subte-
rráneo), 1965, no cesarán de estar abiertos a nuevas 
ratificaciones.

3. El Convenio sobre la edad mínima (industria), 
1919; el Convenio sobre la edad mínima (trabajo 
marítimo), 1920; el Convenio sobre la edad míni-
ma (agricultura), 1921, y el Convenio sobre la edad 
mínima (pañoleros y fogoneros), 1921, cesarán de 

estar abiertos a nuevas ratificaciones cuando todos 
los Estados partes en los mismos hayan dado su con-
sentimiento a ello mediante la ratificación del pre-
sente Convenio o mediante declaración comunicada 
al Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo.

4. Cuando las obligaciones del presente Convenio ha-
yan sido aceptadas:

a) 	por un Miembro que sea parte en el Convenio 
(revisado) sobre la edad mínima (industria), 
1937, y que haya fijado una edad mínima de ad-
misión al empleo no inferior a quince años en 
virtud del artículo 2 del presente Convenio, ello 
implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de 
ese Convenio,

b) 	con respecto al empleo no industrial tal como se 
define en el Convenio sobre la edad mínima (tra-
bajos no industriales), 1932, por un Miembro que 
sea parte en ese Convenio, ello implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de ese Convenio,

c) 	con respecto al empleo no industrial tal como se 
define en el Convenio (revisado) sobre la edad 
mínima (trabajos no industriales), 1937, por un 
Miembro que sea parte en ese Convenio, y siem-
pre que la edad mínima fijada en cumplimiento 
del artículo 2 del presente Convenio no sea in-
ferior a quince años, ello implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de ese Convenio,

d) 	con respecto al trabajo marítimo, por un 
Miembro que sea parte en el Convenio (revisa-
do) sobre la edad mínima (trabajo marítimo), 
1936, y siempre que se haya fijado una edad mí-
nima no inferior a quince años en cumplimien-
to del artículo 2 del presente Convenio o que el 
Miembro especifique que el artículo 3 de este 
Convenio se aplica al trabajo marítimo, ello im-
plicará, ipso jure, la denuncia inmediata de ese 
Convenio,

e) 	con respecto al empleo en la pesca marítima, por 
un Miembro que sea parte en el Convenio sobre 
la edad mínima (pescadores), 1959, y siempre 
que se haya fijado una edad mínima no inferior 
a quince años en cumplimiento del artículo 2 del 
presente Convenio o que el Miembro especifique 
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que el artículo 3 de este Convenio se aplica al 
empleo en la pesca marítima, ello implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de ese Convenio,

f) 	 por un Miembro que sea parte en el Convenio so-
bre la edad mínima (trabajo subterráneo), 1965, 
y que haya fijado una edad mínima no inferior 
a la determinada en virtud de ese Convenio 
en cumplimiento del artículo 2 del presente 
Convenio o que especifique que tal edad se aplica 
al trabajo subterráneo en las minas en virtud del 
artículo 3 de este Convenio, ello implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de ese Convenio, al 
entrar en vigor el presente Convenio.

5. La aceptación de las obligaciones del presente 
Convenio:

a) 	implicará la denuncia del Convenio sobre la edad 
mínima (industria), 1919, de conformidad con su 
artículo 12,

b) 	con respecto a la agricultura, implicará la de-
nuncia del Convenio sobre la edad mínima (agri-
cultura), 1921, de conformidad con su artículo 9,

c) 	con respecto al trabajo marítimo, implicará la 
denuncia del Convenio sobre la edad mínima 
(trabajo marítimo), 1920, de conformidad con su 
artículo 10, y del Convenio sobre la edad mínima 
(pañoleros y fogoneros), 1921, de conformidad 
con su artículo 12, al entrar en vigor el presente 
Convenio.

Artículo 11

Las ratificaciones formales del presente Convenio 
serán comunicadas, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 12

1. Este Convenio obligará únicamente a aque-
llos Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el 
Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha 
en que las ratificaciones de dos Miembros hayan sido 
registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en 
vigor, para cada Miembro, doce meses después de la 
fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 13

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
podrá denunciarlo a la expiración de un período de 
diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunica-
da, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá 
efecto hasta un año después de la fecha en que se 
haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio 
y que, en el plazo de un año después de la expiración 
del período de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia 
previsto en este artículo quedará obligado durante 
un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo po-
drá denunciar este Convenio a la expiración de cada 
período de diez años, en las condiciones previstas en 
este artículo.

Artículo 14  

1. El Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo notificará a todos los Miembros

de la Organización Internacional del Trabajo el regis-
tro de cuantas ratificaciones, declaraciones y denun-
cias le comuniquen los Miembros de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el 
registro de la segunda ratificación que le haya sido 
comunicada, el Director General llamará la atención 
de los Miembros de la Organización sobre la fecha en 
que entrará en vigor el presente Convenio.

Artículo 15

El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas, una información completa sobre 
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todas las ratificaciones, declaraciones y actas de de-
nuncia que haya registrado de acuerdo con los artícu-
los precedentes.

Artículo 16

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de 
Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo presentará a la Conferencia una memo-
ria sobre la aplicación del Convenio, y considerará 
la conveniencia de incluir en el orden del día de la 
Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 17

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo 
convenio que implique una revisión total o parcial del 
presente, y a menos que el nuevo convenio contenga 
disposiciones en contrario:

a) 	la ratificación, por un Miembro, del nuevo con-
venio revisor implicará, ipso jure, la denuncia 
inmediata de este Convenio, no obstante las dis-
posiciones contenidas en el artículo 13, siempre 
que el nuevo convenio revisor haya entrado en 
vigor;

b) 	a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo 
convenio revisor, el presente Convenio cesará de 
estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, 
en su forma y contenido actuales, para los Miembros 
que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio 
revisor.
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